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- Dktamen del proyecto de Ley Orgánlca contra lar actuaclones de bandas armadas y elementos terrorlrtss 
y de derarrollo del articulo 55.2 de la Constitución (final). 

Se abre la sesión a las diez y cuarenta y cinco minutos de 
la mañana. 

El señor PRESIDENTE: Buenos días y bienvenidos de 
nuevo a la tarea parlamentaria, que comienza esta Comi- 
si6n Constitucional para acabar de dictaminar la ley 
contra la actuación de bandas armadas y elementos te- 
rroristas y de desarrollo del artículo 55.2 de la Constitu- 
ci6n. 

La Mesa de la Comisión, para información de todos 
ustedes, se ha reunido esta maaana para calificar las 
enmiendas presentadas a la proposición de ley, tomada 
en consideraci6n por el Pleno de la Cámara, de supresi6n 
del recurso previo de inconstitucionalidad contra leyes 
orgánicas. A esa proposición de ley se presentaron veinti- 
cinco enmiendas; una de ellas, sólo una de ellas, se auto- 
titulaba enmienda de totalidad de texto alternativo, pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario Popular, que ha sido 
calificada como tal por la Mesa en su reuni6n de esta 
mañana. El resto de las enmiendas son de modificaci6n 

del articulado de la proposición de ley y la Mesa ha con- 
siderado que algunas de las enmiendas planteadas eran 
de devoluci6n, puesto que solicitaban simplemente la su- 
presión de toda la proposición de ley, de cada uno de sus 
artículos, apartados o disposiciones y, al ser enmiendas 
de devoluci6n, de retirada o de supresión de la proposi- 
ción de ley, no pueden ser admitidas como tales, puesto 
que no caben enmiendas de devolucibn en las proposicio- 
nes de ley tomadas en consideraci6n por la Cámara, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 126.5 del Regla- 
mento. No obstante, los Grupos tienen, naturalmente la 
posibilidad de intervenir a favor de la proposici6n de ley 
o en contra de toda ella o de parte de su articulado. 

Tampoco tengo noticia de cuándo será la fecha en la 
que se debatirá esa enmienda de totalidad calificada co- 
mo tal, puesto que la Junta de Portavoces tiene que resol- 
ver sobre el trámite parlamentario de dicha ley. Por tan- 
to, no sabemos si será un debate de urgencia o un debate 
de lectura única o un debate ordinario; cuando lo sepa- 
mos, con mucho gusto informaré a los portavoces de esta 
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Comisión de si lo tratará esta Comisi6n y en qué momen- 
to o si, por el contrario, es un debate reservado exclusiva- 
mente al Pleno de la Cámara y no a la Comisi6n. (El 
señor Ruiz Callardón pi& la palabra.) 

Señor Ruiz Gallard6n, tiene la palabra. 

El sefior RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, sedor 
Residente. Para solicitar, si lo tiene a bien, que indique 
cuáles son las enmiendas que, presentadas como del arti- 
culado, han sido desechadas por la Mesa considerando 
que eran enmiendas a la totalidad de devoluci6n. 

El señor PRESIDENTE: Las enmiendas 23,24 y 25 del 
Grupo Parlamentario Vasco eran las únicas que pedían 
la supresión. 

Vamos a continuar con el artículo 14. A este artículo 14 
se mantienen las enmiendas número 11 del senor Vicens, 
número 30 del senor Rodríguez Sahagún, números 80 y 
82 del senor Pérez Royo, puesto que retir6, según nota 
enviada a esta Residencia, su enmienda 8 1, número 108 
del sefior Bandrés, número 148 del Grupo Parlamentario 
Vasco, número 149 del mismo Grupo Parlamentario y 
número 233 del Grupo de la M i d a  Catalana. 

Por el orden, pues, de presentacih, el seaor Vicens, 
para defender su enmienda número 11, tiene la palabra. 

Mlaib 14 

El sefior VICENS 1 GIRALT: Gracias, seiior Residente. 
Señorías, la enmienda nilmero 11 que presento en nom- 
bre de mi partido, Esquema Republicana de Cataluha, a 
este artículo 14 pretende dejar s610 las tres primeras lí- 
neas del texto enviado por el Gobierno, es decir: *Los 
detenidos, por hallarse comprendidos en esta Ley, serán 
puestos a disposici6n del Juez competente dentro de las 
setenta y dos horas siguientes a la detenci6nm. Y nada 
más. Mi enmienda propone la supresión de todo el resto 
de este artículo, es decir, a partir de: #No obstante, la 
detención preventiva podd prolongarse el tiempo nece- 
sario para los fines investigadores...,, etcétera. 

A criterio mío, este artículo 14 es el más grave de todos 
los artículos del proyecto que nos ha enviado el Gobier- 
no. Y digo esto aun incluyendo aquel artfculo que identi- 
ficaba tentativa y delito consumado -no recuerdo en 
este momento qué número era del proyecte ,  idcntifica- 
ci6n que era una barbaridad juridica y humana que, 
afortunadamente, fue enmendada por la Ponencia en su 
informe. Pues bien, creo que, incluso incluyendo esa bar- 
baridad, este artículo es todavía más grave. 

En otras ocasiones se ha recordado en esta Cámara que 
ni siquiera en el rCgimen anterior, en el reeimen de Fran- 
co, se modific6 formalmente el plazo máximo de setenta 
y dos horas de dctenci6n. Se me dirá que aquel régimen 
de dictadura no tenía necesidad de modificar formal- 
mente las leyes porque no era un Estado de derecho y la 
Administraci6n se tomaba la justicia por su mano. Pero 
se da el hecho de que hubo un cierto pudor jurídico al no 
modificar formalmente el plazo máximo de setenta y dos 
horas de detenci6n. Ahora el Gobierno nos propone for- 
malmente modificar esto en el caso de la Ley que esta- 
mos debatiendo. ¿Con qué garantías? Pues, a juicio mío, 

sin garantías suficientes, tanto por la falta de efectivo 
control judicial que se va a producir como por el hecho 
de que la prolongaci6n de la detenci6n más de setenta y 
d a  horas va a impedir en la práctica la asistencia letra- 
da al detenido. 

Voy a explicar esto, pero vamos a empezar primero 
por la falta de efectivo control judicial. Sus señorías re- 
cordarán que mi compañero de Grupo, señor Bandrés, en 
el debate de totalidad de este proyecto de ley ley6 el 
texto con el que la policía pide a1 juez prolongar una 
detenci6n. Ese texto, leído por el señor Bandrés, consta 
en el rDiulo de Sesiones. de la clmara. Fue una lectura 
muy instructiva, se vio que el texto empleado por la 
policía para solicitar a1 juez la pmlongaci6n de la deten- 
ci6n no da ninguna raz6n, es un simple impreso que tle- 
ne en blanco el nombre del detenido. Casi da la impre- 
sión de que se quisiera que quedase bien claro que se 
trata de un trámite puramente burocrático es decir, que 
la intervenci6n judicial es puramente formularia, yo di- 
ría una apariencia de derecho. El resultado e8 evidente: 
hace fpcil la tortura. Todos sabemos, y no s610 los que 
hemos -do por Ir experiencia de una detenci6n pro- 
lonpda -yo tengo una pequeña experiencia personal de 
un interrogatorio en incomunicaci6n de veintiocho días 
seguidos durante el régimen del General-, que las inves- 
tigaciones policiales con dificultades para obtener resul- 
tados tienden a servirse del más barato de los medios 
puestos a su alcance, que es el tiempo; es decir, recabar 
algo tan simple como la proIongaci6n ¿el plazo de deten- 
ción del sospcchcme. Y a t o  precisamente es lo que permi- 
te utilizar aquellos que ya Beccaría en el siglo XVIII, 
como saben SS. SS., llam6 suplicios secretos y privados. 

Si queremos verdaderamente una policía de la que no 
quepa ni tan siquiera la sospecha de torturas, ha de con- 
seguirse que sea tan eficiente, es decir, que sepa reunir 
tantas pruebas, que no tenga ni siquiera necesidad de 
interrogar al detenido. Ya sabemos que esto es un límite 
de perfección difícilmente conscguible, pero es un objeti- 
vo. al que hay que tender, porque cualquier tolerancia de 
la ley contraria a este objetivo ideal facilita la utilizaci6n 
de la tortura. Y que la tortura existe actualmente en 
España lo dicen Amnesty Intemational, Asociación Pro- 
derechos Humanos de España, los obispos vascos, la Jun- 
ta de Jueces de San Sebastiin, los colegios de abogados, 
lo dicen los poiicfas honrados -que afortunadamente 
existen y son muchos-, que san expedientados precisa- 
mente por decir que sigue existiendo la tortura. En fin, lo 
dicen sentencias judiciales, como la recaída en el caso 
conocido, muy célebre, de JoKba h g u i ,  como saben 
SS. SS. fallecido en Coirbanchel dcspués de nueve dias 
de detenci6n; sentencia que absolvía a los dos policías 
concretamente acusados de tortura. Pero aunque esos 
dos funcionarios hieran inocentes, la sentencia pconocía 
en los resultandos de hechos probados que se desprendta 
la evidencia de que Jorcba Arrcgui fue torturado en la 
Pirrcci6n General de Seguridad. 

Pero, además de falta de efectivo control judicial, en la 
prolongaci6n de la detenci6n K da, como he dicho al 
principio, el hecho de que K irnpide'prkticamentc la 
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asistencia letrada al detenido. Efvtivamente, la incomu- 
nicación que esté prevista por el artlculo 527 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal priva de que la detenci6n se 
ponga en conocimiento de los familiares del detenido y le 
impide entrevistarse reservadamente con su abogado, 
que además, en este caso, va a ser obligatoriamente abo- 
gado de oficio. Todos sabemos que ésa es la primera con- 
dición para la,práctica de los interrogatorios ilegales y 
de la tortura: la falta de comunicación con el exterior. 

En resumen, puesto que las razones fundamentales es- 
tán dadas, en este artículo 14 del proyecto de ley lo que 
se hace es abrir un espacio policial de diez días de dura- 
ci6n, en el que no habrá efectivo control judicial -pien- 
sen SS. SS. que el juez puede encontrarse a cientos de 
kilómetros de distancia, teniendo en cuenta la competen- 
cia de los juzgados centrales- y en donde además no va 
a haber asistencia letrada suficiente. El resultado es pues 
dejar virtualmente inaplicable el derecho de cualquier 
ciudadano a no declarar, a no confesarse culpable, dere- 
chos que están contenidos en los artículos 17.3 y 24.2 de 
la Constituci6n. En otros términos, y para terminar, esto 
permitiría, si se aprobase tal como está, poner en duda 
que vivamos en este pafs en un Estado de derecho. 

El señor PRESIDENTE: No estando los demás enmen- 
dantes, tiene la palabra el señor Bandrés, para defender 
su enmienda 108. 

El señor BANDRES MOLET: Se solicita, seiior Presi- 
dente, en todo caso, que se tengan por defendidas las 
otras enmiendas de nuestros compafieros de Grupo a los 
efectos correspondientes. 
Yo también tengo que confesar, como el doctor Vicens, 

que al' llegar a este artículo estamos en el núcleo de este 
proyecto de ley. Yo también me atrevería a decir que se 
podría incluso llegar a admitir toda esta ley, a pesar de 
las graves imperfecciones que tiene, a pesar de los mu- 
chos defectos que tiene, si no existiera precisamente este 
articulo 14. Artículo 14 que en el proyecto es un modelo 
de redacci6n para que el ropaje de la lengua disimule, 
hasta donde re puede, el contenido último de este precep- 
to. Pero es preciso no atenerse a la estricta letra de la ley, 
sino saber, porque somos juristas y algunos juristas prác- 
ticos, qué es lo que pasa en realidad a1 amparo de este 
precepto que realmente yA existe en el momento actual 
en legislación dispersa anterior a la que hoy pretende- 
mos convertir en ley. 
Los detenidos serán puestos a disposición del juez 

competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a 
1s detención, dicc el artlculo. No son puestos ni serán 
puestos físicamente a dispici6n del juez, sino que son 
puestos y serán puestos a través de un telegrama, y esto 
es muy importante, señor Presidente. .No obstante, la 
detención preventiva podrá prolongarme el tiempo nece- 
sario para los fines investigadores hasta un plazo máxi- 
mo de otros siete días, siempre que tal propuesta se pon- 
ga en conocimiento del Juez antes de que transcurran las 
setenta y dor horas de la detención.. Y el juez, en el 
término previsto en el articulo denegará o autorizará la 

prolongación propuesta. Ya lo ha dicho el seiior Vicens. 
El modo de pedir la prórroga es un simple impreso, pero 
esto no es lo grave, aunque es muy grave; lo grave es que 
el modo de conceder la prórroga es, señor Presidente, 
otro impreso, un impreso que tiene el juzgado y que re- 
llena con el nombre del detenido y el número de días que 
está dispuesto a conceder la pr6rroga. Este es el modo de 
conceder la pr6rrOga. 
Yo preguntaría además: ¿Qué dicen las estadfsticas? 

¿Cuántas denegaciones de prdrrogas se han producido? 
Seiior Presidente, me atrevo a decir que ninguna, absolu- 
tamente ninguna, ha sido denegada desde Madrid cuan- 
do ha sido pedida por la policía de Madrid o de la perife- 
ria; jamás. 

Este precepto hay que entenderlo además de acuerdo, 
primero, con la jurisdicción competente, que ya ha sido 
tratada y que es una jurisdicción centralizada especial o 
especializada aquí en Madrid y para todo el territorio del 
Estado; segundo, con los preceptos que determinan la 
asistencia letrada al detenido. Ya se ha dicho también 
que el abogado en estos casos será de oficio, pero, ade- 
más de ser de oficio, ¿de qué Colegio? No lo sabemos, 
señor Presidente. No será necesariamente del Colegio 
donde se ha producido la detención ni tampoco del Cole- 
gio donde se va a producir la puesta real a disposición 
del juez transcurrido el período completo; no. Normal- 
mente -ya lo he dicho en alguna otra intervención, pero 
hoy lo quiero repetir-, en detenciones practicadas en el 
Pals Vasco, éstas se prorrogan y se mantienen en Burgos 
-ciudad no sé por qué elegida; quizá porque está a mi- 
tad de c a m i n w  y el abogado designado de oficio es del 
Colegio de Burgos, tampoco sabemos por qué. 

Finalmente, también hay que entender este precepto 
en relación con la Ley de ahabeas corpusn, que determi- 
na que el juez competente para el ahabeas corpusn no 
será el inmediato, el que está al lado del detenido, sea en 
San Sebastián, en Bilbao, en Cuenca, en Guadalajara o 
en Burgos, sino justamente el mismo juez de Madrid que 
en ese impreso ha decidido la prórroga de la detención. 

Esta es la triste realidad que el jurista consciente, creo 
yo, tiene que verla con tristeza en el contexto de un Esta- 
do de Derecho. Yo confieso que el saber que en la maña- 
na de hoy la primera cosa que yo iba a hacer a1 comenzar 
esta misión parlamentaria iba a ser hablar de este pre- 
cepto ha sido la única raz6n que ha enturbiado, de algu- 
na manera, mis vacaciones, por otra parte reconozco que 
muy felices. 

Aquí, seiíor Presidente, hay que hablar y hay que Ila- 
mar a las cosas por su nombre. El detenido, aunque sea 
el criminal más abyecto, aunque sea el terrorista más 
reprobable, tiene derechos. Hay derechos del detenido, 
hay derechos del criminal, hay derechos del terrorista, 
reconocidos en nuestra Carta Magna, la Constitución, en- 
tre ellos el derecho a no pronunciar ni media palabra, a 
no declarar, a no confesarse culpable. UM pregunta vieja 
que yo hago a menudo y a la que nadie me contesta: 
¿para qué sirve la prórroga si el detenido alega su dere- 
cho constitucional a no declarar? ¿Para qué se le quiere 
tener siete dfas más incomunicado? Estoy de acuerdo 
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con la incomunicación para impedir confabulaciones, pa- 
ra impedir que el cómplice se escape, para impedir que 
determinada cuestión, que puede ser descubierta por la 
policía, escape a la investigación. Para eso está la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y la incomunicación decretada 
por el juez en el establecimiento correspondiente, que es 
el penitenciario, el establecimiento adecuado. Para eso, 
sí, la incomunicación, pero no la incomunicación con el 
simple móvil de torturar. 

Señor Presidente, aquí tenemos que estudiar si nos 
pronunciamos por una ética de valores o por una ética de 
la eficacia; o, si lo prefieren, por una ética de los fines o 
por una ética de los medios, porque no se puede prescin- 
dir de la ética de los medios, porque no se puede prescin- 
dir, insisto, de la ética de los medios. Esta Ley no sólo 
consiente la tortura, sino que la protege; a mi juicio, la 
estimula y consagra, en definitiva, esta práctica horren- 
da, esta Vergüenza nacional que a todos nos mancha, que 
a todos nos debiera avergonzar, pero que no a todos nos 
avergüenza. Tortura, señor Presidente, que existe, y no 
voy a exagerar, no voy a decir como un hecho sistemáti- 
co, pero sí como un hecho generalizado. 
Yo he hecho un pequeñlsimo trabajo sociológico, si se 

puede llamar así, consistente en tomar dos diarios, uno a 
nivel de todo el país, justamente uEl Paísr, y otro, aEl 
Diario Vasco,, a nivel local. He cogido la hemeroteca 
durante tres meses, del mes de mayo al mes de julio del 
año en curso, y me he permitido una sola excepción, to- 
mar otra noticia- *que es un poco anterior, una noticia 
del mes de enero, que, por lo tanto, no entra en la crono- 
logía de los tres meses, pero que me parecía significativa 
y, además, porque había ocurrido muy lejos de mi tierra, 
en Sevilla. *Queda libre sin prestar declaración~ - d i c e  
el titular de la noticia* el joven que denunció malos tra- 
tos causados por un suboficial de la Guardia1 Civil. Ra- 
fael Castro, el joven que acus6 a un subteniente de la 
Guardia Civil de haberle provocado la pérdida parcial de 
un testlculo en un interrogatorio al que fue sometido el 
pasado 16 de diciembre en el Cuartel del Municipio de 
Tocina, Sevilla, con ocasión de su primer arresto, fue 
ayer puesto en libertad, con lo que concluía su segunda 
detención iniciada en la mañana del pasado domingor. 
Dio lugar a un conocido, y yo creo que reflexivo y que 
nos debiera hacer meditar a los demás, editorial de *El 
País, del miércoles día 25 de enero de 1984. 

Quitando esta excepción, que corresponde al pasado, 
un pasado no muy lejano, y cogiendo los tres ultimos 
meses, han aparecido las siguientes noticias. 

Un juez de San Sebastían investiga la causa de que 
diez guardias civiles no compareciesen en un careo sobre 
presuntas torturas. Esto dio lugar a todo aquel lío, ya 
conocido, de los jueces recusados, etcétera. Diez guardias 
civiles acusados de torturas. 

Guardia civil juzgado por un presunto delito de tortu- 
ras. El fiscal pide cuatro ailos de prisión y 2.800.000 pe- 
setas de indemnizaci6n (25 de mayo de 1984). 

Un guardia civil acusado de torturas se querella contra 
el juez por prevaricación (26 de mayo de 1984). 

Denuncian ante el Juzgado de Guardia el secuestro de 

un joven de Rentería. Este es también un problema de 
torturas, pero no al amparo de la ley que estamos ha- 
blando. Hago omisión, pues, de esta noticia. 

Un guardia civil condenado por malos tratos a cinco 
años. 

Trescientos cuarenta y nueve guardias declararon por 
estas cuarenta denuncias practicadas a lo largo de estos 
meses. El mayor número se registró en Navarra, con 208 
guardias civiles denunciados. Hay que decir, quiero ser 
honrado, que se incluyen tantos porque en aquella oca- 
sión se llamó a declarar a todos los componentes del 
servicio de información de la Guardia Civil. Fechada el 
29 de mayo de 1984. 

Joven de HB denuncia retención ilegal y agresiones 
por policías en Guecho (27 de mayo de 1984). 

Cuatro jueces destinados en Guipúzcoa consideran gra- 
ves las limitaciones en el ejercicio de su función en el 
País Vasco. Entre lo que explican -sería largo el artícu- 
1- hay una referencia expresa al problema de las tortu- 
ras. 

#Tortura, que nada quedar, aLa Voz de Euskadi* -he 
hablado de que había utilizado sólo dos periódicos, pero 
en este caso también hago excepción-, 28 de junio de 
1984. Amnistía Internacional, con el obvio retraso de sus 
informes habituales, sigue insistiendo en la existencia de 
torturas entre nosotros. 

Esta semana, el llamado Grupo de Abogados Jóvenes, 
en Madrid, en sus *Jornadas contra la torturan, ha vuel- 
to a sacar estos trapos sucios a pública vergüenza. 

El arzobispo de Pamplona no es persona que hable a 
humo de pajas, y en un caso muy concreto acaba de 
afirmar: acierto que tales malos tratos no son fácilmente 
comprobables judicialmente, por la misma naturaleza de 
los hechos, pero cierto igualmente que los testimonios de 
los jóvenes merecían crédito por la condición de las pro- 
pias personas que los manifestaban y por la convergencia 
de sus testimoniosr (28 de junio de 1984). 

Se habla de la hermana de José Manuel Castán, presu- 
rniblemente muerto a causa de las torturas policiales y ,  
cegún ella, el Ministro del Interior, señor Barrionuevo, 
habría reconocido la existencia de torturas en conversa- 
ciones privadas y,  sin embargo, lo ha negado pública- 
mente ante el Parlamento. Y dice el editorial: aLa valen- 
tía de esta mujer, al enfrentarse a un Ministro con esta 
denuncia pública, sería locura si no estuviera fundada en 
la verdad.. 
Los obispos de Bilbao condenan la violencia de ETA y 

los excesos policiales. 
En el Centro Cultural *Conde Duque*, de Madrid, se 

ienuncian numerosos casos de presuntas torturas (29 de 
iunio de 1984). 

uTortura y democracia.. Una carta dirigida al Direc- 
;or . 

Un guardia civil destinado en San Sebastián a disposi- 
:ión judicial. 

Procesados en Bilbao cinco guardias civiles por un pre- 
unto delito de torturas (2 de junio de 1984). 

El Diputado conservador, sefior Gallent, dice que sigue 
iabiendo torturas. Noticia bastante insólita, por cierto. 
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Digo insólita no por el hecho objetivo que se denuncia, 
sino por quién lo denuncia. Entiéndase. #El País*, 5 de 
junio de 1984. 

Tres años de prisión para un policía. 
Barrionuevo desmiente un informe de Amnistía Inter- 

nacional, etcétera. 
No quiero cansar, señores Diputados, la atención de 

esta Comisión ni del setior Presidente. 
El 30 de junio de 1984, por agotar ya el trimestre, el 

fiscal de Bilbao pide el procesamiento de cuatro policías 
por presuntas torturas. 

Señor Presidente, ignorar estos hechos - e s t á n  en la 
prensa de cada día y están a disposición de SS. SS.- 
sería un grave error, pero lo importante es que compren- 
damos que tales hechos están ocurriendo, porque preci- 
samente existe esta ley y va a existir, si se quiere, de una 
manera más formal. 

En el famoso informe de Amnesty Internacional, tantas 
veces citado, se dice textualmente: aPrincipal preocupa- 
ción de Amnistía Internacional fueron los malos tratos y 
torturas que se infligieron a los detenidos en aplicación 
de la Ley Antiterroristau. En opinion de la organización, 
tales hechos se vieron favorecidos por la aplicación conti- 
nuada de las disposiciones de dicha ley. 

Según la Asociación Pro-Derechos Humanos, siguen las 
denuncias por malos tratos, y especifican un montón de 
ellas. b 

Podríamos dar aquí testimonios -ya los daremos, si 
es preciso, en su momento en el Plen- inmensos, con- 
cluyentes y yo creo que abrumadores. 

Sedores Diputados, en España sigue existiendo el nqui- 
rófanon, sigue existiendo la ubañeran, siguen existiendo 
los electrodos. Esto es un hecho cierto que no podemos ni 
debemos ignorar, y nosotros aquí, en este momento, esta- 
mos en trance de dar el instrumento precisamente para 
que eso exista. 

Pienso, y he pensado muchas veces, y lo digo con la 
sinceridad del que cree muy firmemente en lo que dice, 
que el esbirro que tortura allí en la hora incierta de la 
madrugada a alguien, no está solo; ése es solamente el 
último eslabón de una cadena. A ese hombre hay muchos 
que le están acompañando cuando está ejerciendo ese 
torpe quehacer. Yo no puedo ofrecer ni de lejos mi com- 
pañía ni mi colaboración. 

Por todo lo expuesto, yo hoy, aquí, me voy a oponer a 
este precepto y voy a pedir, como vengo pidiendo, su 
desaparición del texto legal. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Vasco, PNV, y para defender sus enmiendas números 148 
y 149, tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Gracias, señor Presidente. 
La posición del Grupo Parlamentario Vasco, PNV. ante 

la prórroga de la detención ha venido siendo manifesta- 
da en reiteradas ocasiones con motivo de todas las leyes 
excepcionales que desde la transición democrática se han 

ido aprobando por esta Cámara o bien a través de decre- 
tos. 

Siempre hemos sido manifiestamente contrarios a esta 
detención, como lo fuimos en su momento en la tramita- 
ción parlamentaria del texto constitucional, cuando nos 
opusimos a la excepción que al artículo 17.2 de la Consti- 
tución establece el artículo 55. 

Nosotros pensamos auténticamente que el derecho y 
libertad fundamental, el derecho que consagra la Consti- 
tución -por lo cual fue calificada de progresista en este 
Ambitu- es, precisamente, el del artículo 17.2, y no el 
55.2, que permite la prórroga de la detención preventiva 
y que nuestro texto limita a setenta y dos horas. 

Pienso que el hecho de que exista una habilitación en 
el artículo 55 para salvar los límites que establece el 17 
de la Constitución no significa que el legislador esté obli- 
gado a hacer uso de esa facultad o de esa posibilidad. Es 
más, la mayoría de las ocasiones en que los estudiosos 
han analizado el Capítulo 11 -la Sección primera funda- 
mentalmente-, de los derechos fundamentales y las li- 
bertades públicas, han hecho auténtica apología del pro- 
gresismo, de la seriedad y del avance que suponía ese 
artículo 17 en sus diversos apartados, y, en concreto, el 
apartado 2, el de la detención preventiva. 

El artículo 55.2, que permite excepcionar, pero que no 
obliga, como decía antes, fue votado en contra por gran 
parte de los grupos políticos de este Congreso. En todo 
caso, incluso algunos, hoy mayoritarios, que no votaron 
en contra de este artículo 55.2, fueron sumamente críti- 
cos y duros precisamente en este aspecto de la prórroga 
de la detención hasta diez días. 

Yo, personalmente, asumo todas y cada una de las ma- 
nifestaciones que en la defensa de sus argumentaciones 
han expuesto los Diputados que me han precedido en el 
uso de la palabra; las asumo con todas sus consecuen- 
cias. Precisamente por eso, y sabiendo, por costumbre ya 
inveterada en esta Cámara, cuál iba a ser el resultado de 
nuestras enmiendas, y en concreto de la.que pedía la 
supresión del artículo 14, en un alarde de optimismo me 
he permitido por lo menos atenuar los efectos de esta 
prórroga tan exagerada de siete días sobre los tres que 
marca la ley, reduciendo esa prórroga a tres días. Es 
decir, si la finalidad auténtica es la investigación y no se 
trata de otra cosa, como es arrancar una declaración, que 
el detenido tiene derecho a no prestar según el*artículo 
17, vuelvo a repetir, si la finalidad auténtica y honesta es 
buscar en la investigación, caben dos posibilidades. Una, 
la que decfa el setior Bandrés, que es perfectamente posi- 
ble, incluso con esta Ley, que consistiría en aplicar la 
incomunicación, una vez decretada por el juez, evidente- 
mente, pero en centro penitenciario y no en centro poli- 
cial o de Comisaría. Segunda posibilidad: si bien no acu- 
dir al plazo de setenta y dos horas, reducir estos siete 
días de prórroga a un plazo menor, como el que yo seña- 
laba, evidentemente, arbitrario, de tres días, que pueden 
ser uno o dos más, pero no tanto como se pretende. 

Así, pues, mi enmienda lo único que venía a señalar es 
que, incluso estando mi Grupo manifiestamente en con- 
tra de la prórroga de la detención, pensanios que lo que 
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la Policía no obtenga en tres días del detenido no lo va a 
obtener en diez, salvo que, como decían los compañera 
intervinientes, se utilicen medios que nuestra Conrtitu- 
c i h  y la legislaci6n prohíbe y sanciona: salvo que sea 
para era flnalidad o se utilicen esos medios, a imposible 
conseguir la declaracMn de esta peraona que tiene dere- 
cho a no declarar. 

La pr6roga de la detenci6n del individuo detenido en 
el centro de detenci6n policial no supone que las investi- 
gaciones vayan a ser m&s exhaustivas ni que los fines u 
objetivos de la misma vayan a ser más positivos o benefi- 
ciosos. Digo esto porque partimos del hecho de que esa 
persona es presuntamente integrante de una banda te- 
rrorista o armada, y, por tanto, sabe c h l  es su suerte 
una vez que cae dentro de la red policial. Evidentemente, 
pretender que s610 con su estancia prolongada de siete 
días más en Comisaría la investigación va a recibir un 
impulso importante, creo yo que es pecar de un optimis- 
mo incluso necio. 

De lo que se trata, como decían mis compañeros, es de 
presionar a1 detenido, de una u otra forma. para forzarle 
a algo a lo que el artículo 17 de la Constitucih no le 
obliga: al contrario, le ampara a no declarar. Ahora bien, 
intentando, como siempre lo hacemos, buscar la manera 
de mitigar los inconvenientes de esta excesiva prórroga, 
nosotros, en esta enmienda, que, como decíamos, es exce- 
sivamente optimista, proponemw, caso de no ser posible 
la SUp~~d6n del artículo 14, al menos la disminuci6n 
ostensible que denote cuil es la voluntad del legislador, 
que denote cuál es la voluntad de los Diputados cuando 
expresamente, y haciéndolo constar así en Pleno y en 
Comisi6n, reducimos la pr6rmga de siete a tres días. 
Creo que se trataría de un gesto muy significativo que 
sería muy bien entendido y comprendido en las esferas 
oportunas. Pienso que, además, constituiría un adelanto 
y un gesto de reconciliaci6n importante. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra de estas en- 

El Knor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 
miendar? (El señor Ruiz Gallanibn p i k  la palabra.) 

El wñor RUIZ GALLARDON: Con independencia del 
turno en contra, que, evidentemente, corresponde al Gru- 
po mayoritario, que ea el que soatiene al Gobierno, quie- 
ro hacer apelacidn a la Presidencia de que este Grupo 
Parlamentario Popular se propone utilizar, con la venia 
de la Presidencia, lo dispuesto en el artículo 114 del Re- 
glamento de la Cdmarn, a cuyo tenor se dice que en cada 
uno de las debates 8-  hacer debates hacer uso de la 
palabra los enmendantes y los miembros de la Comi- 
ri6n.. 

No queremos dejar pasar la oportunidad sin que se 
oiga la voz del Grupo Popular, si la Presidencia nos con- 
cede autorizaci6n para ello. 

El señor PRESIDENTE: No hay inconveniente ningu- 
no. 

¿Algún turno en contra de estas enmiendas? (Pausa.) 
El Mor Granados tiene la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Gracias, señor Resi- 
dente. 
Por el orden en que han sido formuladas y defendidas 

las enmiendas por los distintos Grupos que acaban de 
intervenir, conviene hacer una serie de consideraciones 
de carácter general para, después, ir puntualmente a res- 
ponder a los argumentos que, aunque ha habido algún 
punto de coincidencia, son también evidentes las diferen- 
cias que han tenido oportunidad de exponer los seiiores 
enmendantes. 

Tengo que hacer un recordatorio, porque parece que el 
período de descanso veraniego ha borrado de la memoria 
de los señores Diputados una gran intervenci6n que tuvo 
mi compañero de Grupo, el diputado señgr Castellano, 
cuando definió el alcance de esta Ley, verdaderamente 
especial, y puntualiz6 cuáles son los delitos que está con- 
templando en su artículo l:, atendiendo, por tanto, a la 
prevención de los mismos y, en su caso, al tratamiento 
jurídico-penal que estas conductas, verdaderamente 
odiosas, comportan. 

Hablaba, y yo lo recuerdo aquí, de que estos delitos 
cometidos por bandas armadas, por bandas rebeldes, no 
solamente suponen el ataque a uno de los derechos, el 
supremo derecho que tiene el hombre, que es el derecho 
a la vida, así como al derecho a la integridad física - 
siguiendo en la escala de gravedad de mayor o menor-, 
al derecho a la propiedad, al derecho a vivir en paz, sino 
que está atacando al derecho a la libertad de todos los 
espatioles. Derecho a la libertad que, indudablemente, 
tiene que producirse por los cauces marcados en la Cons- 
t i tu tuch ,  mayoritariamente asumida por la voluntad 
del pueblo. Si no partimos de este eje, que es, yo diría, 
como un auténtico axioma, es muy difícil que no nos 
perdamos en divagaciones, como ha ocurrido - e n  nues- 
tra opini6n, por supuesto, y rcspetanto siempre el crite- 
rio de la libertad de expreri6n de mis compaiieros de los 
Grupos minoritarios de la oposición- con los argumen- 
tos que ellos han expuesto. 
Y si los delitos son graves, si los hechos que aquí se 

contemplan son de los más graves, naturalmente, las me- 
didas que se tienen que adoptar, una vez demostrada por 
la pdctica la poca eficacia de las normas procedimenta- 
les que se aplican al comiln de los ciudadanos y al resto 
de los delitos recogidos y tipificadoi en el C6digo Penal, 
queda puesto de manifiesto que han de conllevar mayor 
dureza, materializhndose en concretas leyes que a nadie 
nos gusta adoptar (esto es algo que se recoge invariable- 
mente en todos los rDiarioe de Sesiones., desde el lejano 
año de 1978, cuando se puso en vigor aquella Ley de 
medidas urgentes contra el terrorismo, hasta los siguien- 
tes decretos del ano 1979, pasando por la vigente Ley 
Orgánica 11/1980); a ningún Grupo nos gustaría tener 
que adoptar estas legislaciones realmente especiales que 
están contemplando hechos de indudable gravedad. 

Se ha hecho una especie de demostraci6n anticipada 
en el tiempo; diríamos, en términos militares, que se ha 
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sacado la artillería gruesa, ya desde el artículo 14, ade- 
lantando argumentos que yo creo que no están bien em- 
pleados aquí, puesto que tendremos la oportunidad de 
comprobar cómo encajan más certeramente en artículos 
sucesivos que van a ser objeto de examen y discusión por 
esta Comisión. 

Concretamente, la enmienda del señor Vicens propug- 
naba la supresión del pArrafo segundo del artículo 14, 
pero no ha hecho ninguna objeción al mantenimiento del 
párrafo primero, el que .Los detenidos serán puestos a 
disposición del juez competente dentro de las setenta y 
dos horas siguientes a la detenciónr. Es decir, está admi- 
tiendo la bondad, por decirlo así, de esta primera parte 
de la norma, de que estos detenidos y acusados de estar 
implicados en hechos contemplados en el artículo 1 : de 
este proyecto de Ley Orgánica estén setenta y dos horas 
dentro de las dependencias policiales. Lo que no entende- 
mos ya es que, a partir de esta bondad del primer plazo 
de setenta y dos horas, todo se convierta en anticipos de 
situaciones seguras de tortura, de malos tratos, de viola- 
ciones flagrantes de la ley y los derechos humanos; es 
decir, les que éste es, digamos, el plazo mágico que esta- 
blece la diferencia entre un plazo inoperante de setenta y 
dos horas, donde el detenido va a estar tratado podría- 
mos decir, a cuerpo de rey, con todas las facilidades del 
mundo, con todas las garantías procesales, y cuando 
transcurra el plazo de las setenta y dos horas y se prorro- 
gue hasta un máximo de siete dias, con intervenci6n del 
juez y previa autorizaci6n del mismo van a venir ya to- 
dos los males en catarata? 

Eso es lo que no hemos logrado ni siquiera vislumbrar 
de los frondosos razonamientos y adornos dialtcticos del 
señor Vicens recurriendo a la memoria hist6rica, porque, 
en definitiva, no nos ha aclarado absolutamente nada 
que nos haga enterder que, efectivamente, transcurrido 
ese plazo de setenta y dos horas, van a venir todos los 
males a continuación. En este caso, nos parece mucho 
más coherente la enmienda del señor Bandrés, puesto 
que él es más radical: lo que está pidiendo es la supre- 
sión de todo el artículo. Es decir, no quiere ni siquiera la 
detención de las setenta y dos horas; lo que propugna 
indirectamente al pedir la supresión de este artfculo es 
que todo detenido debe ser conducido desde la calle o 
desde el domicilio donde haya sido detenido al despacho 
del juez; no admite ni un segundo de detención policial. 
Pero, claro, luego viene ya la fundamentación, y aquí sí 
que tenemos que hacer argumentaciones por nuestra 
parte, sin ánimo, por supuesto, de convencer a nadie; 
simplemente, por la satisfacción nuestra de dejar las co- 
sas situadas en lo que nosotros entendemos sus justos 
términos. 

Ha hecho una invocación a la ética y ha d;ho que esta 
norma le parece que atenta a la Ctica de los medios y a la 
6 t h  de los fines. Senor Brand&, la ética de los medios 
no se puede decir que se pierda porque esta Comisión, en 
este momento, apruebe este artículo, porque los medios 
que se están poniendo o que se pretende poner en prácti- 
ca son absolutamente medios legales. Yo puntualizaría 
más: son medios judicializados, es decir, que se está dan- 

do intervención al juez, El señor Bandrts ha dicho que 
hay que hablar claro. Pues yo le pido que hable claro, 
porque lo que ha dicho aquí, con ambages y medias tin- 
tas, supone un ataque solapado, pero certero y central, a 
la imparcialidad y a la autoridad del juez en esta mate- 
ria. ¿De lo que no se fía es de los jueces? Que lo diga 
abiertamente, puesto que él, a continuaci6n, ha dicho: la 
estadística que me he proporcionado en estos últimos 
tiempos revela que en casi el cien por cien de todos los 
supuesto en que la policfa ha pedido la prdrroga del pla- 
zo de detención dicha pr6rroga ha sido concedida por el 
juez. ¿Qué significa esto en el lenguaje ordinario, sino 
que en realidad el juez hace lo que dice la policía? ¿Qué 
significa esto, en definitiva, sino una desconfianza abso- 
luta hacia el Poder judicial? Lo que no podemos es estar 
también atacando en este tema al Poder judicial, atacan- 
do al poder policial y atacando a todos los poderes, con 
el sacrosanto pretexto de que en algún caso se producen 
situaciones de vulneraci6n de los derechos fundamenta- 
les de la persona que tiene el detenido, en cuyos derechos 
sf que estamos conformes, por muy horrendos que sean 
los hechos de los cuales viene acusado. 

Pero no se pueden sacar, a colación, identificando el 
todo con la parte, unos ejemplos que no están revelando 
sino, precisamente, el sistema de libertades que, hoy por 
hoy, tiene nuestro pueblo. Esto permite que se recoja en 
la prensa cualquier incidencia que se pueda producir, 
desde el punto de vista de la interpretaci6n del ofendido, 
de los medios de comunicación que apoyen posturas poli- 
ticas muy concretas, o desde partidarios que apoyen esas 
actitudes rebeldes, y pone de manifiesto la libertad de 
expresión, con la que también estamos de acuerdo. Pero, 
indudablemente, no se puede decir que faltamos a la éti- 
ca de los medios, cuando estamos judicializando esta in- 
tervención, esta prevención en la detención. Y mucho 
menos podemos admitir que se esté faltando a la ética de 
los fines. iC6mo vamos a decir que los fines que se persi- 
guen con la puesta en práctica de este precepto son preci- 
samente la promoción y el favorecimiento de la tortura y 
de los malos tratos, así como faltar al respeto que todos 
los seguidores del orden público, como todos los ciudada- 
nos, debemos a los derechos fundamentales reconocidos 
en la Constitución a todas las personas? No es eso, selior 
BandreS; los fines son evidentemente claros en el precep- 
to y por eso hice referencia a aquellas palabras de mi 
cornpanero señor Castallano que están ya reflejadas en el 
a Diario de Sesiones B. 

Los fines son prevenir y acabar cuanto antes con una 
lacra que se ha dicho tantas veces que ya está entrando 
en el terreno del tópico, que amenaza con acabar con el 
sistema de libertades que nos hemos dado los espalioles. 
Y esto es grave. La ética de los fines va ligada, precisa- 
mente, a poner unos medios que enlacen con el éxito de 
estos fines, y ya sabemos que indudablemente alguien lo 
va a tener que sentir, pero eso supone, afortunadamente, 
hoy por hoy, una ridícula minoría muy activa, muy peli- 
grosa, pero indudablemente esos son los que lo tienen 
que sentir, no los demás ciudadanos ni mucho menos, 
quienes tenemos la responsabilidad de acabar con estos 
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procedimientos absolutamente recusables y garantizar el 
debido cumplimiento y respeto a la Constitución. 
Las enmiendas del Grupo de la Minoría Vasca son to- 

davía, digamos, más curiosas en este aspecto, y ha parti- 
do diciendo el señor Marcos Vizcaya que asume todos los 
argumentos y todas las justificaciones que habían dicho 
los anteriores enmendantes, entre ellas esta famosa filo- 
sofía de la ética de los medios y de los fines. Entonces ya 
sí que no entendemos nada, porque lo que está propug- 
nando en la enmienda número 148 es hacer la clásica 
rebaja de verano, que en lugar de siete días sean tres 
días, con eso se conforma, y ya se han cubierto todas las 
éticas posibles, es decir, aquí ya ese plazo de las 72 horas 
que para el señor Vicens era absolutamente intocable, 
puesto que ahí le da, digamos, el beneficio de la duda 
favorable a la correcta actuación de las fuerzas policia- 
les, ya resulta que el señor Marcos Vizcaya lo amplía 
hasta seis días: pero ya a partir de seis días resulta que 
ahí ya puede pasar de todo en una comisaría , y vuelven 
a sacar historias de periódicos, de hemerotecas, etcétera. 
Muy bien. Yo podría hacer una pregunta que algún día 
va a tener, digamos, fácil respuesta. Actualmente, ¿hay 
alguna policla del mundo democrático que se libre de 
algún ciudadano de una acusación de malos tratos o de 
torturas? Yo diría que ninguna. Y me atrevo a hacer una 
premonición: hasta los policías de la Ertzainam dentro 
de poco van a tener acusaciones en la prensa de cometer 
torturas y malos tratos, y esto no significa que todos los 
policfas de la rErtzainau estén complicados y sea una 
conducta que afecte al comportamiento de los miembros 
de ese cuerpo en general. 
Es bueno que salgan estas denuncias, lo que sería malo 

es, primero, que no salieran a la prensa, y segundo, que 
esas personas, si han sido juzgadas y condenadas por el 
juez, continuaran ejerciendo libremente su actividad 
dentro del Cuerpo. Eso sería lo malo, no que se produz- 
can estas situaciones excepcionales. En consecuencia, es 
tanto como decir: vamos a prevenir que pueda en lo su- 
cesivo producirse ni un solo caso de tortura, que es lo 
que todos tenemos ain mente,; vamos a prevenirlo. iY 
cómo? Y dicen los Grupos de la oposición que me han 
precedido en el uso de la palabra: pues quitando, supri- 
miendo la detención preventiva. Eso es tanto como decir, 
setiorías, vamos a acabar con los accidentes de tráfico, 
que este año en las vacaciones han causado cerca de cien 
muertos. @mo? Pues prohibiendo la circulación en las 
carreteras. Puesto que estamos confundiendo el todo con 
la parte, la causa con el efecto, vamos a suprimirlo y 
hemos terminado con todos los muertos en carretera. No; 
hay otras normas legales que son la ética de los medios y 
hay otras previsiones y otras intervenciones de acuerdo 
todo dentro del juego de la Constitución. 

Después, la enmienda número 149, del mismo Grupo 
de la Minoría Vasca, propugna la adición de un nuevo 
pdrrafo al artículo 14, en el que se dice que no podrá 
procederse a ningún traslado fuera de la demarcación 
judicial en que se hubiere producido la detención sin la 
previa autorización del Juez de Instrucción competente 
en la misma. Esto, señorías, supone ignorar que ya esta 

Comisión ha aprobado el articulo 12 del presente proyec- 
to de ley orgánica, donde se establece cUal es la autori- 
dad judicial competente para el conocimiento de los he- 
chos amparados o recogidos dentro de este proyecto. En 
consecuencia, supone volver otra vez a rizar el rizo, con 
lo cual, simplemente con este argumento, tendríamos ya 
la explicación de por qué nuestro Grupo se va a oponer a 
esta y a todas las anteriores enmiendas que han sido 
defendidas. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Interviene ahora el Grupo Po- 
pular. El señor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente, y con toda brevedad, porque en esencia y en 
cuanto a los aspectos generales a los que se han referido 
los enmendantes, han sido contestados muy bien y muy 
puntualmente por el portavoz en este acto del Grupo 
Parlamentario Socialista. Pero, sin embargo, el Grupo 
Popular no puede dejar pasar este trámite sin hacer dos 
consideraciones, una de índole particular y otra de índo- 
le general. 

De índole particular, pero que nos afecta a todos como 
Grupo, ha sido una alusión que se ha hecho por parte del 
señor Bandrés a una determinada expresión del señor 
Gallent tomada de los medios de comunicaci6n, donde 
en un supuesto concreto hablaba de la existencia de un 
caso también concreto de posibles torturas que, natural- 
mente, sólo serán tales a partir del momento en el que la 
judicatura lo determine asf en la correspondiente senten- 
cia. Se ha pretendido, con esa alusión, a mi juicio, y me 
alegraría mucho equivocarme, y espero que el señor Ban- 
drés rectifique sobre el particular, extender el concepto 
como si fuera una acusacibn generalizada que a través 
del Diputado señor Gallent ha hecho el Grupo Popular en 
orden a la existencia, también generalizada, de torturas 
en los distintos ámbitos judiciales ometidos a la jurisdic- 
ción competente, esto es, a la autoridad judicial de quien 
dependen en cada uno de los casos de prórroga de situa- 
ciones de detención preventiva. Y esa es la segunda ob- 
servación que tenemos que hacer sobreabundando en lo 
que ha dicho el seiior Granados con anterioridad. A par- 
tir del momento, punto y hora, en que la autoridad judi- 
cial interviene, e interviene según el primer párrafo del 
artículo 14 dentro de un plazo que es constitucionalmen- 
te irreprochable, todo lo que ocurra en cualesquiera or- 
ganismos policiales, está bajo la jurisdicción del juez, y 
es gravísimo sostener que el juez se implica o se somete a 
cualesquiera actos delictivos que pudieran ocurrir y que 
no se ha demostrado que ocurran, llevados a efecto por 
parte de los policías que intervienen en la misión. Más 
bien es al contrario: la mejor garantía que tiene el dete- 
nido durante el período de detención es, cabalmente, que 
está a disposición del juez, y el señor BandreS sabe, y el 
señor Vicens sabe, y el setior Marcos Vizcaya sabe, cómo 
los jueces actúan, con qué cuidado actúan hasta el punto 
de que la comunicación de los distintos detenidos con los 
propios jugadores es constante, fluida y siempre son 
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atendidos en debida forma. Caso de que en al- supues- 
to extraordinario esto no ocurriera así, medios les conce- 
de la Ley para poder manifestar y defender sus derechos, 
entre otros con la defensa de tan ilustres abogados. 

Nada más. . 

El señor PRESIDENTE: ,!Los enmendantes quieren 
utilizar al@n turno de réplica? (Pausa.) El señor Vicens 
tiene la palabra. 

El señor VICENS 1 GIRALT: Señor Presidente, breve- 
mente, para referirme al único argumento que retengo 
de lo que ha dicho el señor Granados sobre mi interven- 
ci6n anterior. 

El señor Granados me preguntaba, de una manera con- 
creta, por qué motivo, si considero bueno 72 de deten- 
ci6n, se hace mala la detenci6n si se prolonga más allá, y 
qué razones tengo para decir que entonces empieza la 
tortura. Yo quiero contestar a esa pregunta diciendo que 
no tengo ninguna razbn para decir que la tortura empie- 
za después de setenta y dos horas, cuando hay tortura, y 
en las intervenciones mía y de mis compañeros enmen- 
dantes ha quedado claro que existe tortura de una mane- 
ra generalizada en España ahora. Lo que yo no sé es si 
empieza antes o después de las setenta y dos horas. Lo 
único que he dicho, señor Granados, en mi intervench, 
es que cuanto más larga sea la detención, más fácil y más 
abundante es la posibilidad de tortura. La norma inter- 
nacionalmente aceptada de setenta y dos horas de deten- 
ci6n yo no la he puesto en cuesti6n, por esta raz6n no he 
enmendado el primer párrafo del artículo 14. Lo que he 
enmendado es esa prolongación, que internacionalmente 
no existe. No existen países en los que se reconozca la 
existencia del Estado de derecho, y que tenga esa ptdrro- 
ga. En realidad, la pregunta que me ha hecho el señor 
Granados, por qué se convierte en malo prolongar la de- 
tenci6n y entonces se tortura, se la podría volver al revés, 
de la manera siguiente: Señor Granados, durante dos ho- 
ras no se puede convencer al detenido que dice que no 
quiere declarar, y usted sabe perfectamente que puede 
responder así amparándose en el artículo 17.3 de la 
Constitucih, y en el 24.2. El artículo 17.3 de la Constitu- 
ci6n dice: *Toda persona detenida. ... ano pudiendo ser 
obligada a declarar.. Entre las dos frases salto los párra- 
fos intermedios. El artículo íntegro dice: *Toda persona 
detenida debe ser informada de forma inmediata, y de 
modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las 
razones de su detenci6n, no pudiendo ser obligada a de- 
clarara. Y el artículo 24.2 dice: rAsimismo, todos tienen 
derechos ... (y paso al final del artículo 24.2) ra no decla- 
rar contra sí mismos, a no confesarse culpa.bles y a la 
presunci6n de inocenciaa. 

Frente al detenido que, amparándose en estos artículos 
de la Constituci6n, dice que no quien declarar y al que 
la policía no es capaz de convencer durante setenta y dos 
horas, ¿qué argumentos se van a utilizar durante siete 
días más para convencer a ese detenido? Es volver del 
revés la pregunta del señor Granados. Me gustaría que el 
sefior Granados me explicase qué clase de argumentos 

son los que se utilizan para convencer a un detenido de 
que debe declarar durante siete días más de detenci6n 
cuando en setenta y dos horas no ge le ha logrado con- 
vencer. Cualquier otro motivo que proteja el progreso de 
la investigaci6n con la incomunicaci6n del detenldo está 
previsto ya en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y no 
hay ninguna necesidad de establecer excepciones en 
leyes como esta que estamos debatiendo. 

El señor Bandrés ha explicado -y no me volved a 
referir a sus argumentos de hace unos minutos- c6mo 
evitar que cómplices puedan huir, cómo evitar que c6m- 
plicca situados fuera de las manos de la justicia des- 
truyan pruebas. Todo esto se puede obtener con la inco- 
municación en establecimiento penitenciario, prevista en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal; el siglo pasado nues- 
tra Ley de Enjuiciamiento Criminal ya preveía todas las 
actuaciones policiales lícitas, pero lo que no preveía, y el 
Gobierno pretende prever con esta ley, son nuevos argu- 
mentos para convencer a un detenido durante siete días 
más de las setenta y dos horas para que declare. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ban- 
dds.  

El señor BANDRES MOLET: Gracias, señor Presiden- 
te. Brevemente para contestar o replicar a la interven- 
ci6n del señor Granados. 

La intervención del señor Granados me ha confirmado 
-porque el seiior Granados es un excelente jurista- 
una conviccibn: que el mejor abogado del mundo puede 
dejar de serlo cuando defiende un mal pleito. Eso es lo 
que le está ocurriendo en este momento al seíior Grana- 
dos, que defiende un pésimo pleito. No ponga en mi boca 
cosas que yo no he dicho, no me haga caer en el ridículo 
porque yo puedo caer en él muchas veces, sobre todo 
cuando hablo de lo que no entiendo - q u e ,  desgraciada- 
mente, hay que hacerlo más de una vez en la vida-, 
pero en esta ocasi6n hablo de lo que entiendo. Cuando yo 
pretendo la supresi6n del artículo entero, señor Grana- 
dos, usted sabe perfectamente que entra en vigor subsi- 
diariamente la Ley de Enjuiciamiento Criminal. A lo 
mejor S. S. está apuntando unos caminos nuevos para la 
investigaci6n criminol6gica. Puede ser verdad que llega- 
rá una sociedad futura -yo pienso que todavía no es 
inminente ,  en la que el delincuente sea entregado in- 
mediatamente al juez; a mí me encantaría que así suce- 
diera, pero soy lo suficientemente realista para compren- 
der que eso todavla hoy no es posible. 

Entiendo que suprimido el artículo 14 del proyecto de 
ley entraría en vigor la ley general, es decir, la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, y, además, algo que está por 
encima que es la propia Constituci6n. Señor Granados, 
setenta y dos horas plazo máximo, no me haga decir 
ridiculeces que yo no he querido decir y que no he mani- 
festado en ningún momento 

En segundo lugar, en su preámbulo nos dice -y se 
remite a una intervenci6n brillante, como todas las 
suyas, del señor Castellan- que no olvidemos para 
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loa encubridora y huta para km que simplemente desde 
un pcri6dico hacen apolo& del termimno, que también 
para ellos crth esa ley. No me imporu, yo he hablado 
aquí desde el principio de loa derechos del criminal, de 
los d e d o s  del delincuente, que el delincuente tiene de- 
rechos que aparecen en la Constitucih y que usted y yo 
no podemos ni debemos ignorar; usted loa quiere ignorar 
recordando que se trata de pwriaor, criminales, gente 
liberticidr, etcétera. No me importa, insisto, el criminal 
má8 abyecto; el criminal mir aborrecible, el autor, el 
encubridor, el cooperador del crimen, tienen derechos 
que n c t w ~ ~ ~  no podemos ni qucrrmos ignorar, que deseo 
recordar aqul a todos para que por lo menos quede cons- 
tancia en el aDiuio de Serionerm. 

Me tira de la lengua y quiere que Le diga que no me flo 
de l a  jueces. Yo suelo hablar con bastante claridad y u0 
me suele t n m  al- disgustos, pero hoy no voy a dejar 
de h8~0rlO. No me fío de algunos jueces y me fío de mu- 
choa jueces, pero no ea un pmblema de jueces, sefior 
Grandor, es un problema de jurisdicciones. No me fío 
yo hoy, como no se fiaba usted ayer, de las jurisdicciones 
especiales, por ero yo estoy contra esa jurisdicci6n Jnica 
en Madrid para todo el territorio del Estado. Yo estoy 
-y estaré cuando se debata en otros pmyectos que pmn- 
to tendremos owi6n de discutir- contra esa jurisdic- 
cldn crpeciriizcrda ll8mod. Audiencia N8Ci01181, manifes- 
tando al propio tiempo mi máximo respeto a las peno- 
MS que invatidas de jurisdiccibn ocupan los cargos, con 
algunas de lu cual- inclucio me honro en tener amistad. 
Estoy, contn la jurisdicci6n especial, en concreto, porque 
no se puade hacer buena justicia, juaticia de calidnd, a 
quinientor kil6metrc# de distancia, porque no se puede 
poner ai juez que va a entender del rhabeas COrpusm a 
mil kil6metmo de distancia del lugar, porque no puede 
ser, se- Gruiador, en un Estado de derecho tal como 
usted y yo lo e~attndem~~, diua usted lo que diga. Ese es 
el problema. 
No me fío de algunos jueces. ioUé duda cabe!, como no 

mc fío de dgumis pdicíu, ni me fío de alguna miliurea 
ni me fío de muchos abogador. &ómo me voy a fiar? 
i C h  que no! Pero noes un pmblema de personas, ea un 
problema iastitucional y Al es donde yo hago hincapié. 

Ustedcr han aprobado ya -yo no aprobé eso, votC en 
contra en el artlculo 12- que estor delitos lor va a juz- 
gar h j d d i c c i h  ¿e 18 ~ u d h c i a  Nacional y loa Juzga- 
dos Centdes & inwuccibn. Yo no estoy conforme con 
eso, phí estA la dificultad que ya he explicado antes sufi- 
cientemente. 

Ante el problema que subyice aqul, ante el problema 
del que hemol hablado con duidid, .fortunadamente 
-porpw ese darecho lo tcatmo) y lo V.LW# a emplear-, 
urte!el'pmbkmr\dc\lr\torturi\rblo caben ido0 p o a t m :  
UM, en favor, y otra, en contra. Aquí no caben ambiva- 
knciu filodficu; e s ~ m o r  a favor da que se emplee ese 
d o  aborrecible, dagraciado, que no nos #usta, pero 
que se empieí por razcmes de efmcia; o estamos en con- 

tra, pase lo que pase y pesa a quien pese. Ese es elproble- 
RIP de fondo. 
Lc voy a decir mAs. Ustedes han optado aquí por ia 

ético de la efiercia. Voy a . n d i r  que esta Ley no sirve 
para nada, ni ésta ni leyes mucho más drásticas, mucho 
más duras que el General Franco promulgó en su mo- 
mento. Esas leyes no han servido para nada, en algunas 
d o n e s  han servido para estimular todavía m á s  el te- 
rrorismo. Aquí lo que sirven -y ustedes afortunadamen- 
te ya lo saben y lo están practicand- son otras solucio- 
nes que sc apuntan en el horizonte, que ya están ahí y 
nes vamos deslizando hacia ellas como por un tobogán, 
soluciones razonables, soluciones humanas, soluciones 
políticas. Esas son las soluciones. 

Finalmente, ai seiior Ruiz Callardbn le voy a dar satis- 
faccibil. De ninguari manera, lejos de mí está la preten- 
si6n de que el Gmpo Popular como Cnipo, institucional- 
mente, sea quien ha hecho una denuncia generalizada de 
torturas. No, yo he hecho UM referencia, dentro de este 
dpido intento, al decir que en dos periddicos y en tres 
meses ha salido todo esto a la prensa; yo no digo que 
todo sea verdad, pero se ha publicado. He citado el enca- 
bezamiento de rEl Palsm del día 5 de junio de 1984: El 
diputado c o n ~ e ~ d o r  Manuel Galknt dice que sigue ha- 
biendo torturas. Ahora ampllo la noticia: Manuel Ca- 
b t ,  diputadG del Grupa Popuirr por Valencia y Presi- 
dente provincial del Partido Dcmkrata Popular ha ma- 
nifestado en una entrevista publicada por la #Hoja del 
Luna. de Valencia que en Espab se sigue practicando 
la tortura en Ira comisarlas. No se refiere a un caso parti- 
cular, C1 dice que 8c sigue practicando la tortura en las 
comiaaríar. Reguntado si cree que el respeto a los dere- 
chos humanos es un problema solucionado en nuestro 
país, señal6: No, estamol t e v í a ,  por desgracia, muy 
lejos de que esté resuelto. En Espalla se practica todavía 
la tortura en las comisarlas y re respetan relativamente 
poco los derechos de la persona, sobre todo, lo que se 
llaman los nuevos derechos humanos. Y termina especifi- 
cando que no es culpa de este Gobierno, sino de todos los 
que he habido haata ahora y probablemente de loa futu- 

ñata es la noticia a la que yo me he referido y a la que 
no &y m&s alcance que el que estrictamente aparece en 
la noticia que yo he manejado, y a mí no me consta que 
haya habido rectifkación de la misma. 

ma. 

Eso es todo, seiior Presidente. 

El ocfior PRESIDENTE: Tiene Ir palabra el seiior Viz- 
caya. 

El señor VIZCAYA RETANA: eiior Residente, empie- 
u) por decir que me ha sorprendido el tono agrio y baa- 
Unte dum del aciior Granridor, al cual no noa tiene acos- 
tumbrados. No sé si se trata de compenur otraa posturas 
mis cenciliadoras con Ir dureza en el campo lqislador, 
pero lo cierto e que me ha rorprendido puesto que no ha 
si& ésta su tónica gencral. 

Su seiiorí8 ha calificado UM enmienda, que yo he con- 
siderado como un alarde de optimismo, como un intento 
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de mitigar - c o n  lo cual yo no estoy de acuerd- la 
prdongach de siete dias sobre los tres de detenci6n que 
setiala el vtfculo 17 de la Constituci6n, quedando la de- 
tención en diez dlas, en un afan de disminuir esas posibi- 
lid- de efectos negativos que una detenci6n tan pro 
longada puede acamar. 

El ha calificado esta enmienda de rebajas de verano. 
En todo caso, serían rebajas de invierno, porque la pn -  
senté en diciembre del año pasado o enero de este año, y 
de ofertas de verano él, o su Grupo, su partido o su Co- 
bienio es mPs especialista que yo en ofertas de verano. 

He matizado yo que pedla la ampliacibn de un máxi- 
mo de tres dlas, y él ha dicho que esto era una rebaja de 
verano, que se han fijado siete. Y yo digo: ¿por qué no 
treinta? ¿En qué momento, cómo y cuándo ha demostra- 
do el señor Granados por qué es absolutamente necesaria 
la pr6rroga de siete días de la detencibn de tres que seAa- 
la la Constitución? ¿Para qué es necesaria? ¿Para conse- 
guir arrancar una declaraci6n que puede negarse a reali- 
zar el propio detenido según el artlculo 17? ¿Para conse- 
guir investigaciones que la no pr6rrogá de la detención 
podla poner en peligro? Para eso está la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, con la incomunicaci6n que en seguida 
abordaremos en un artlculo al cual llegaremos dentro de 
poco. Es decir, que hay métodos suficientes para evitar 
los males que de una prórroga de la incomunicaci6n po- 
dfan derivarse. 

Pero es que además de no justificar la necesidad de 
estos siete dlas más - q u e  no la ha justificado, no nos ha 
demostrado que sea necesaria, cuáles son los objetivos- 
no ha dicho por qué siete días, él ha calificado despecti- 
vamente de rebajas de verano esos tres días que yo pro- 
ponla y entonces yo también puedo decir: Bueno, y ¿por 
qué siete dlas, y por qué no quince, tres, cuatro, o cinco? 
No ha habido ninguna justificacibn. 
La alusi6n a que en un futuro pr6ximo pueda acusarse 

a la Policla Autónoma Vasca de torturas yo no la descar- 
to. Por supuesto, cuando hemos hablado aquí de torturas 
o de presiones a los detenidos, que es la palabra que yo 
he empleado, estamos hablando de individualidades. No 
creo que el sistema policial de por sí sea torturador, sea 
un instrumento de represión que utiliza la tortura por 
sistema. La prueba es que hay denuncias y la prueba es 
que también hay testimonios dc un trato exquisito. Por 
tanto, la aluri6n a la Pdicfa Aut6noma Vasca como p i -  
bic sujeto activo de torturas en un futuro pr6ximo me 
parece fuera de lugar y desacertada. 
Y, por último, la enmienda número 149, también al 

artlculo 14, la ha dcrpachodo diciendo que ya está a p m  
bpdo el articulo 12. Evidentemente; por eso mis enmien- 
das son coherentes. Yo proponIp la Urpmi6n en el u t l -  
culo 12 de la Audiencia Nacienol, por e10 ahora proponla 
la competencia del juez ordinuio, y por eso no &be 
deju de KT conridvedo como UM mmiuido absoluta- 
mente coherente con la poricibn mantenida por este GN- 
Po. 

Enta es la rtplic9, se- Presidente. Me mantengo en 
todar mis argumentar, mantmgo la enmienda y desearía 

que de aqul al Pleno el Grupo Socialista reconsiderase 
esta posici6n. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gra- 
nados. 

El selior GRANADOS CALERO: Muy brevemente, M- 

aor Residente, porque han quedado bartante claras, tras 
los turnos de réplica, las argumentaciones anteriormente 
expuestas, y no han variado nada los planteamientos. 
Serla insistir en un diilogo de sordos. Pero sí quiero po- 
ner de manifiesto la tendencia a la generahzaci6n y a 
retrotraer el problema que, repito, no radica en el artícu- 
lo 14, sino que yo veo más propia esta discusi6n, por 
ejemplo, del artlculo 15, del 16, etcétera, pero la volun- 
tad libre de los señores enmendantes ha preferido situar- 
lo en este artículo. 

Indudablemente, el sefior Bandrés ha vuelto a incidir 
en algo que ha vuelto a repetir, y es que está tratando de 
demostrar, o al menos de argumentar, que la práctica de 
la tortura es generalizada, Esto es absolutamente inad- 
misible desde nuestro punto de vista, y creo que desde el 
punto de vista m á s  descomprometido de cualquier perso- 
na que objetivamente analice los hechos. No se puede 
decir que es una práctica habitual y generalizada. Sí se 
admite, porque es evidente que existen casos aislados, 
como en todas las profesiones, en todos los estarnentos y 
colectivos, existen casos de personas que individualmen- 
te no cumplen ni se ajustan a la ética ni al comporta- 
miento que la práctica de su actividad requiere. 

Hay un argumento que a mí me ha llamado profunda- 
mente la atenci6n, como también se ha hecho una refe- 
rencia velada a propóoito de la frase que yo he dicho, sin 
el menor sentido hiriente, sino simplemente el plan chus- 
co, de la arebaja de verano.. Se ha dicho que en todo 
caso esta rebaja de verano supone una oferta de verano, 
en franca alusi6n a un hecho notoriamente conocido que 
se ha producido este verano respecto de la reinserción de 
los integrantes de bandas armadas, y esta afirmaci6n a la 
que me referla, que ha hecho el KAor Bandrés, es que 
esta ley no vale para nada, que con esta ley no se va a 
acabar con el problema del terrorismo. Bueno, pues ya 
tenemos otro factor m á s  de afirmacidn tajante. Esta ley 
no va a valer para nada, las extradiciones no van a valer 
para nada, las posturas durar y po~icialer no van a valer 
para nada, la investigacibn no va a valer para nada, por- 
que, ciaro, ya sabemos todos que esto enlaza directamen- 
te con la filorofh de que lo único que va a valer para algo 
es sentarse a negociar en plano de igualdad con los máxi- 
mos representantes de estas bandas armadas. Natural- 
mente, esto no es argumento corno para que el Grupo 
Socialista pueda decir que tienen un ipice de razón los 
fundamentos de los enmiendar que han sido defendidas 
con mir ardor que acierto. 
No quiero terminar sin hacer esa aclaraci6n que se me 

pcdla respecto a Las razone# que puedin existir y acon- 
wjnr al legirlador prorrogar la fase de la detmci6n pre- 
ventiva &te dlas már. Se no8 ha pedido que digamos 
alguna raz6n. Pues yo c m  que, sin violentar el artlculo 
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17, 3: de la Constitución, que, por supuesto, todos los 
poderes públicos tienen que respetarlo, entiendo, sin ser 
policía ni haber estado nunca desde ese plano de prota- 
gonismo en una comisarla, que la simple pr6rroga de 
una detención de una persona, a la cual se le están respc- 
fando escmpulooamente sus derechos constitucionales, 
puede favorecer el éxito de las investigaciones policiales 
en casos muy concretos. 
De momento, la persona que está incomunicada quiere 

decirse que no puede comunicarse con otros elementos 
integrantes de la misma banda a la cual él es acusado de 
pertenecer. Luego ya esa incomunicación me imagino 
que puede reportar un fruto. 

En segundo lugar, la posibilidad de que alguien trate 
de contactar con ella estando en esa situaciod por los 
diversos medios, personas cuyos movimientos observa la 
policía, pueden darle nuevas pistas. 

En tercer lugar, la posibilidad de recapacitar esa per- 
sona que esta detenida y que no es obligada a declarar, 
no tiene por qué serlo, sobre la conveniencia de rectificar 
su anterior comportamiento y su anterior decisión de no 
prestar declaraci6n y decir que la quiere prestar. Es de- 
cir, una serie de posibilidades que, en definitiva, no es ni 
más ni menos que dar un cumplimiento posible a la ex- 
cepcionalidad del artlculo 17.2 de la Constitución. 
No olvidemos que estamos, en definitiva, tratando de 

aprobar una ley que desarrolla el artlculo 55.2 de la 
Constitución, en relación con el 17.2, y quiere decirse que 
si no no estarlamos aquí haciendo este proyecto de ley. 

Si la Constitución garantiza la posibilidad de que estos 
derechos individuales puedan, con razones muy concre- 
tas, ser puestos en entredicho en determinadas circuns- 
tancias y con las garantías legales necesarias, eso es lo 
que estamos desarrollando. Luego que no se nos diga que 
no se respeta el artlculo 17.3 de la Constitución, porque 
no significa que cada articulo de la Constitución sea ab- 
solutamente aislado y que si no se cumple uno es que no 
se está cumpliendo ninguno. Yo imagino la Constitución 
como un todo armónico cuya interpretación exige mucho 
más cuidado que el que están poniendo en su apresurada 
exCgesis los seiíores enmendantes. Estamos aqul desam- 
llando la posibilidad, repito, de que, en virtud de lo que 
establece el artlculo 55.2 de la Constitución, concretos 
derechos individuales puedan ser, en un momento deter- 
minado y con las debidas cautelas legales, puestos en 
suspenso o en entredicho. 

En este sentido, volvemos a poner de manifiesto la vo- 
luntad de nuestro Grupo de rechazar todas las enmien- 
das. 

El seaor PRESIDENTE: Sometemos a votación, en pri- 
mer lugar, las enmiendas que soliciiiin la supresión del 
articulo 14 en todo o en parte. Enmiendas número 1 1, del 
señor Vicens; número 30, del señor Rodrlguez Sahagún; 
nrimero 80, del señor Pérez Royo, y número 108, del se- 
aor Bandrés, todos ellos del Grupo Mixto. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, dos; en contra, 22; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Sometemos ahora a votación la enmienda númcm 82, 
del señor Pérez Royo, que propone una redacciofi dirtin- 
ta del artículo 14. 

Efectuada la votación, dio el siguiente rssultado: Votos a 
favor, dos; en contra, 21; abstenciones, dos. 

El seiior PRESIDENTE: Oueda rechazada esta enmien- 
da. 

Sometemos a votacih, si no tiene inconveniente nin- 
gún Grupo o Diputado, las enmiendas números 148 y 
149, del Grupo Parlamentario Vasco, que suponen la mo- 
dificación del articulo 14 y la adición de un nuevo p h a -  
fo . 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente multado: Votos a 
fawr, tm; en contra, 21; abstenciones, una. 

El sellor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Sometemos a votación el articulo 14, de conformidad 
miendas. 

con el texto ofrecido por la Ponencia. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 22: en contra, dos; abstenciones, una. 

El seiior PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 

Pasamos al artículo 15, sobre el que penden las en- Mlcub 15 
14. 

miendas números 30, del setior Rodtlguez Sahadn; 109, 
del señor Bandrts, y 150, del Grupo Parlamentario Vas- 

El seiíor Bandrés, para la defensa de su enmienda 109, 
co. 

de texto alternativo al artlculo 15, tiene la palabra. 

El seaor BANDRES MOLET: Simplemente con la lec- 
tura del texto que yo propongo se va a entender perfecta- 
mente Cual es la filosofla que inspira dicha modificación. 
Aprobado el artlculo 14 corno acaba de serlo, y ertableci- 
da la posibilidad de que M prorrogue hasta diez dfas una 
detención incomunicada y sin garantlas de un detenido a 
los supuestos de esta Ley, nos parece que, cuando menos, 
al Juez se le deben establecer imperativamente, y por la 
propia ley, determinadas actitudes o acciones a realizar 
de modo, insisto, perentorio. 

Lo que se entiende en mi propuesta es que el Juez, 
para denegar o autorizar la prolongación propuesta de la 
detención, con carácter previo a pronunciarse sobre tal 
extremo, ordenará que el detenido sea examinado por el 
médico forense, a fin de que emita un informe exhaustivo 
sobre el estado de salud flsico y prlquico del mismo en 
tal preciso momento, y, asimismo, de manera inexcusa- 
ble, lo examinará personalmente o mediante delegación 
en el Juez de Instrucción del partido o demarcaci6n don- 
de se encuentre. Con este párrafo se trata justamente de 
evitar que el trámite de prolongación de la detención sea 
estrictamente bmr&tico,  hecho mediante impresos, si- 
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no que se produzca la inmediación, la presencia del dete- 
nido ante el propio Juez, por un lado, y ante el médico 
forense por otro. 

El segundo p h a f o  ya trata del supuesto en que la 
prolongaci6n se autorice, y reza así: aDe igual modo, 
concedida que fuere - e n  su - la prolongación soli- 
citada, requerirá de la autoridad gubernativa correspon- 
diente información diaria sobre la situación del detenido, 
ordenará reconocimientos, igualmente diarios, del dete- 
nido por el médico forense y podrá, desde luego, en cual- 
quier momento, recabar cualquier otra informaci6n que 
estime precisa, reiterar, cuantas veces lo aconsejen las 
circunstancias, el examen personal o mediante la delega- 
ción antes citada del detenido o revacar la prolongación 
de la detención inicialmente concedida. En todo caso, 
inmediatamente después de ser puesto a su disposición el 
detenido, ordenará se practique un nuevo reconocimien- 
to del mismo por el médico forense. Tales facultades y 
deberes corresponden, de igual modo, al Juez de Instruc- 
ción del partido o demarcaci6n donde se encuentre el 
detenido, en la instrucción y conocimiento de los delitos 
que pudieran cometerse con ocasi6n de aquella deten- 
cibn n . 

El último párrafo es de sentido obvio. Si se producen 
delitos con ocasión de la detención, el Juez competente 
para depurar esas responsabilidades es el Juez del lugar 
de la comisión de los hechos, luego no es el Juez del 
Juzgado Central de Instmcci6n, sino el Juez del lugar 
donde se ha producido la detención y el supuesto delito 
que va a investigarse. Yo creo que es una adecuación del 
texto legal a la legalidad ordinaria en esta materia y, por 
tanto, no parece que ofnzca especiales dificultades, al 
menos el Qltimo párrafo que acabo de leer. 

Estas son, señor Residente, las razones que nos acon- 
sejan presentar esta enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da de adición de un nuevo párrafo, número 150, del Gru- 
po Parlamentario Vasco, tiene la palabra el señor Viz- 
caya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Seiíor Presidente, en este 
artfculo, que trata del control judicial de la detencih, a 
nomtros nos gustaría (aunque no creamos que sea esen- 
cial, porque la Ley del ahabeas corpusn entra en vigor, lo 
diga o no esta ley, y se aplica también a los presunta- 
mente pertenecientes a bandas armadas o terroristas) ver 
reflejada, en el apartado 3P, la referencia a la aplicaci6n 
de la Ley reguladora del ahabcas corpusn. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra de estas 
doe enmiendas mantenidas, el señor Granados tiene la 
palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: La enmienda 109, que 
ha sido defendida por el seaor Bond&, en realidad no 
supone una variación sustancialmente cualitativa respec- 
to al texto de la Ponencia en su artfculo 15. Por el contra- 
rio, lo que supone ea desmenuzar este precepto, llevando 

a la casuística unas facultades que están atribuidas al 
Juez de una manera global y sin restricción alguna, en la 
precisa redacci6n de dos llneas, tal como defiende la Po- 
nencia. 

*Durante la detenci6n - d i c e  el proyect*- el Juez po- 
drá, en todo momento, requerir información y conocer 
personalmente, o mediante delegaci6n en el Juez de Ins- 
trucci6n del partido o demarcación donde se encuentre 
el detenido, la situación de éste ... Es decir: ¿dónde hay 
aquf una sombra de limitación a la libérrima actuación 
del Juez para conocer, en todo momento, la situaci6n en 
que se encuentra el detenido; para pedir personalmente 
o por delegación cualquier informaci6n que requiera tan- 
to la seguridad de esa persona detenida como, natural- 
mente, algo que tampoco hay que perder de vista, el éxi- 
to o la viabilidad de las investigaciones sumariales y po- 
liciales? En ningún momento. Por tanto, lo Único que se 
hace es introducir la casuística en algo que no tiene aquí 
mucha explicación introducirla, puesto que si el Juez 
puede hacer todo, naturalmente puede hacer lo que, de 
manera pormenorizada, dice el señor enmendante. Si se 
oculta aquí, aunque no se ha dicho, el mismo recelo que 
ya ha sido ampliamente debatido y replicado respecto al 
artículo 14, que acabamos de aprobar, yo tengo que re- 
cordar que, tanto el artículo 55.3 de la Constituci6n, co- 
mo el artículo 19, número 3, de este mismo proyecto de 
ley orgánica, están estableciendo la aplicación rigurosa 
de la ley respecto a la utilización injustificada o abusiva 
de las facultades reconocidas en la propia ley orgánica en 
cuanto a la responsabilidad penal de los supuestos in- 
fractores. De forma que, por esta parte, el incumplimien- 
to de esta normativa rigurosa genera responsabilidad pe- 
nal del infractor. 

Hay un último párrafo en esta enmienda número 109 
que, simplemente por razones de técnica jurídico-penal, 
nosotros no acabamos de comprender, y entendemos que 
su sola contemplación, desde el punto de vista hipotéti- 
co, produce una sensaci6n de auténtica sorpresa a los 
simples aficionados al Derecho, no hace falta que sean 
juristas, puesto que de lo que se trata es de establecer 
una especie de competencia y de obligación compartida 
entre dos ámbitos jurisdiccionales distintos. La jurisdic- 
ción competente, que - d e  acuerdo con el artículo 12, 
repito, ya aprobado por esta Comisión- corresponde a 
los Jueces centrales y a la Audiencia Nacional, y las que 
se pretende atribuir al Juez de Instmcci6n del partido o 
demarcación donde se encuentre el detenido, puesto que 
dice que *Tales facultades y deberes corresponden, de 
igual modo ... n. Quiere decirse que el enmendante está 
propugnando una competencia compartida, cosa que in- 
troducirla gravlsimos inconvenientes en la práctica, has- 
ta es posible que con el espectáculo inefable de ver a 
autoridades de un mismo orden judicial peleándose y a 
la greña como consecuencia de disparidad de interpreta- 
ción de determinados supuestos. Por tanto, una vez re- 
suelto -desde  nuestro punto de vista y de manera por 
ahora inamovible- cuál es el Juez competente, la toma 
en consideración de este segundo párrafo no traerfa sino 
incqnvenientes. 
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Respecto a la enmienda número 150, del Grupo Vasco, 
que propone anadir un tercer pámfo  donde se diga que 
.será también de aplicación lo dispuesto en la Ley regu- 
ladora del “habeas corpus”*, nosotros entendemos que 
es absolutamcnte innecesario, dada la redacción del artí- 
culo 2:,* párrafo 2, de la propia Ley de a habeas corpus.. 
Es decir, lo que se pretende aquí es una remisión a la Ley 
de ahabeas corpusr, cuando es esta propia ley la que 
contempla la posibilidad de que dicha Ley y los benefi- 
cios de la misma se apliquen a estas situaciones contem- 
pladas en la ley excepcional que desarrolle el artículo 
55.2 de la Constitución. Con esto no se completaría nin- 
gún círculo imaginario. Lo que haría es duplicarse algo 
que ya viene reconocido en la propia Ley de ahabeas 
corpus n. 

Por estas consideraciones, nuestro Grupo se va a opo- 
ner a la toma en consideración de estas enmiendas. 

El seaor PRESIDENTE: \’;iiiw ;I proceder, pues, a la 
votación de estas enmicncl;i< ii\iaiii~viidas en relación con 
el artículo 15. En primer Iiip.ii.  \ t ~ ~ . i i i i o s  la enmienda 109, 
del senor Bandks. 

Efectuada la votucióti, dio el siguieriie resitirado: votos a 
favor, dos; eri cowru, 19. 

El setior PRESIDENTE: Queda rechazada la enrnien- 

Sometemos a votación la enmienda de adición número 
da. 

150, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votaciórt, dio el sigitierite resultado: votos a 
favor, tres; eii contra, 18. 

El sefior PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

Sometemos a votación el artículo 15, de conformidad 
da. 

con el texto ofrecido por la Ponencia. 

Efectuada la tatueidti. dio el sigiiienie resrrltado: votos a 
favor, 19; eti contra. loto; ubsiencioties. iwa. 

El senor PRESIDENTE: Qucda aprobado el articulo 
15. 

Al artículo 16 subsisten las enmiendas número 30, del 
señor Rodríguez Sahagún: número 83, del señor Perez 
Royo: número 110. del wnor Bandks, y número 151, del 
Grupo Parlamentario Vasco. L a s  tres primeras son con- 
cordantes en pedir la supresión del articulo 16. 

Mkub 16 

El señor Bandrds tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: En mi defensa de la en- 
mienda al artículo 14 he olvidado indicar & dato muy 
importante y a que, en la práctica, la decisión sobre si 
va a ser Cita la ley aplicable al detenido no la adopta en 
el primer instante ningún Juez, ni siquiera el competente 
de la Audiencia Nacional, sino que es la propia policía 
quien la adopta. La poticía decide que a fulano de tal, a 
quien se le ha detenido en tal lugar o se le ha establecido 

un registro, va a ser -si se me permite la expresión- 
víctima de esta ley que el pueble llama ley antiterrorista. 
Con eso se produce algo tan tremendo, en un Estado de 
Derecho, como es que la incomunicaci6n -que es una 
decisión extraordinariamente grave en el Derecho proce- 
sal penal, que requiere normalmente un auto motivado 
del Juez, según la Ley de Enjuiciamiento Criminal- la 
establece el policía de turno, que decide la detención de 
una persona en ese momento. 

Este artículo 16 viene a consagrar esta práctica terri- 
ble, porque dice: ala Autoridad que haya decretado la 
detención.. Puede ser el gobernador civil, el comisario de 
Policía o el jefe de la Brigada Antiterrorista del lugar de 
que se trate; ése es el que decreta la detención y, además, 
la incomunicación. Así, en el primer instante, cuando la 
persona detenida todavía no lleva en comisaría más que 
unas horas, o si se quiere unos minutos, ya alguien que 
no es el Juez, insisto, ha decidido que esa persona está 
presa, está sujeta a la ley antiterrorista y está además, 
incomunicada; una decisioii extraordinariamente grave, 
que todos los textos legales procesales contemplan como 
decisión importante que debe ser motivada, aparece aquí 
adoptada por un funcionario del orden policial, sin inter- 
vención alguna del Poder Judicial. Esta práctica es la 
que hoy consagra el artículo 16. 

Respecto a la incomunicación, está siendo y es genera- 
lizada en la práctica porque, aunque aparece en la ley 
corno algo distinto de la detención y del resto de las 
prevenciones que la misma establece, sin embargo de 
hecho, y especialmente por ese impreso de que tanto se 
ha hablado ya aquí, cuando se acuerda finalmente la 
prórroga de detención pasados los tres primeros días, en 
ese famoso impreso se acuerda la prórroga de la deten- 
ción incomunicada durante equis dias. De forma que la 
incomunicación se convierte ya en la práctica regular, 
normal, con lo cual se cierra el círculo y se establecen 
todas las condiciones adecuadas para que se produzcan 
esas prácticas a las que antes nos hemos referido de mo- 
do, yo creo, suficientemente expresivo. 

Por estas razones, señor Presidente, nos oponemos a 
este articulo 16 del provecto y pedimos su supresión. 

El senor PRESIDENTE: Para defender la enmienda 
número 151, en relación con el artículo 16, el señor Viz- 
cava tiene la palabra. 

El senor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente. del tex- 
to del articulo 16, que trata sobre la incomunicación, se 
deduce que la autoridad que decrete la detención o pri- 
sión, al ordenar la incomunicación puede hacerlo por un 
tiempo ilimitado. Decir “por el tiempo que estime nece- 
sario mientras se completan las diligencias o la instruc- 
ción rumarialr, es como decir que puede estar incomuni- 
cado durante mucho tiempo. Evidentemente, creo que 
una garantía fundamental del detenido, y una garantía 
además dentro de todas las leyes de carácter penal, es la 
fijeza de la pena, la fijeza de los plazos, etcétera. Dejar al 
albur de esa autoridad el tiempo que una persona puede 
estar incomunicada puede constituir un abuso evidente 



COMISIONES 
- 6159 - 

5 DE SEPTleMBRE DE 1984.-Nli~. 202 

de su8 derechos y libertades, y .de& puede dar lugar 
precisamente a situacionca como las que antes describía 
el señor BandrCs. 

Por tanto, mi Grupo, sin carácter de rebaja de verano, 
lo que intenta, con un precedente -y por eso digo que no 
tiene carácter de rebaja de veran+ que hace referencia 
al artículo 302 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
que habla del tiehpo que puede ser declarado secreto un 
sumario, treinta días, por esa analogía, aunque sea indi- 
recta, lo que mi Grupo solicita es que ae limite el tiempo 
máximo de esa incomunicación a treinta días. Y digo sin 
carácter de rebaja de verano, porque pienso que la fija- 
ción de un plam al cual atenerse ya supone un avance 
importante y tiene además su precedente, aunque sea 
indirecto, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en su 
artículo 302. 

El setior PRESIDENTE: Para turno en contra, el serlor 
Granados tiene la palabra. 

El senor GRANADOS CALERO: La enmienda que ha 
defendido el setior Bandrés reconocemos que tiene un 
punto de apoyo, como tiene un punto de apoyo todo lo 
que está sujeto a la interpretaci6n, y no cabe duda que la 
deficultad práctica que encierra la aplicaci6n del Dere- 
cho es la interpretación de la norma. 
Es cierto que si se lee en un sentido literal el párrafo 

primero se llega a la conclusión apresurada a que, nos 
atrevemos a decir, ha llegado el seiior Bandrés, dentro, 
vuelvo a insistir, de lo legftimo de su postura, puesto que 
además permite también esta interpretación de que la 
autoridad que haya decretado la detención o prisión po- 
drá ordenar la incomunicaci6n. Dice el seaor Bandrés 
que como el jefe de Policía o el organismo correspondien- 
te del Ministerio del Interior ha -no decretado, puesto 
que ahí no media un decreto, sería simplemente ordona- 
do- ha decretado la detencibn, indudablemente puede 
ordenar la incomunicación por el tiempo que estime ne- 
cesario. Esta interpretación, desde luego, no resistiría el 
análisis más ligero de cualquier Juez encargado de apli- 
car la norma. No lo resistiría porque hemos pasado ya 
por un artfculo 14 donde se impone al juez de una mane- 
ra clara y taxativa, la facultad de intervenir y de ordenar 
todos los trámites que se producen a partir de su puesta 
a disposición del detenido, una vez transcurrido el plazo 
de las setenta y dos horas. 
Creo que nadie puede pensar sensatamente que, por 

una aplicaci6n literal traducida al absurdo, con todos lo0 
respecta, se va a traducir en la práctica esta intcrpreta- 
ci6n, puesto que, repito, antes está el artículo 14 y el 15, 
que habla sobre el control judicial de la detención. Que- 
remos tranquilizar al señor Bandrés respecto a esta posi- 
bilidad que ha expuesto, y decirle que con esta interpre- 
tación que va a constar en el *Diario de Sesiones. nos 
parece que es suficiente. 

En relación a la enmienda 151, del Grupo Vasco, tene- 
mos que decir que parte de una formulaci6n gramatical- 
mente incorrecta. Dice la enmienda: *El término de la 
incomunicacibn debe tener un límite máximo de treinta 

días.. El término, de una manera grifica, yo diría que 
dura un segundo, una décima de segundo. Lo que termi- 
na no puede tener una duración máxima de treinta días. 
Parece que se quiere referir al tiempo de la incomunica- 
ción, a la duración de la incomunicación, etdtero. pero 
no a que el termino de la intomunicación debe tener un 
tiempo máximo de treinta dias, porque sería un tCrmino 
demasiado original. 

De todas formas no es ésta la raz6n que nos impulsa a 
oponemos a esta enmienda, sino la propia argumenta- 
ci6n que nos ha ofrecido el senor enmendante. Su seno- 
ría, y lo dice así en la justificación de su enmienda, quie- 
re poner un plazo limite máximo de treinta dlas a la 
incomunicación y acude, por analogía, a un artículo que 
está en la Ley de Enjuiciaminto Criminal, que es el 302. 
Es muy respetable esta anologfa que busca, pero no le 
vemos tampoco la raz6n de acudir a ella, puesto que el 
302 está contemplando el supuesto concreto de los casos 
particulares y aislados en que el Juez de Instrucción 
acuerda, por las particularidades de un sumario que está 
tramitando, darle un carácter secreto y reservado, inclu- 
so para las partes que están pemnadas en el mismo, de 
treinta días. 

No vemos el hilo conductor que nos lleve de un ejem- 
plo concreto que está ahí, de un precepto, a éste de trein- 
ta días, porque la filosofía de la incomunicación no es 
ésta, y lo tienen que entender as1 los señores enmendan- 
tes. No supone que hay que dar un plazo máximo de 
treinta días, saltándose la verdadera razón de la incomu- 
nicación, que es la que propone precisamente el artículo 
16, que dice: U... el tiempo que se estime necesario mien- 
tras se completan las diligencias o la instrucción suma- 
rial ..... Esa es la raz6n de' la incomunicaci6n: el tiempo 
necesario mientras se completan estas actuaciones. Para- 
dójicamente resulta que si aceptáramos esta enmienda 
con la facultad al Juez de tener incomunicado al deteni- 
do hasta treinta dias, y estas diligencias se hubieran 
completado al cuarto o al quinto día, el Juez tendría 
unas facultades que no responderlan a un sentido de 
aplicación de la equidad de la norma, ni i 1  sentido de 
justicia que toda norma, y máxime de naturaleza penal, 
debe comportar en su formulación. 

En consecuencia, no nos convencen estas argumenta- 
ciones de marcar un plazo máximo, supuesto que, repito, 
la finalidad de la incomunicaci6n es otra muy distinta y 
va acorde con esa Ctica de la finalidad que antes hemos 
dejado, suponemos, suficientemente clara. Por tanto, nos 
vamos a oponer a ambas enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Viz- 
caya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Muy brevemente, para 
hacer la réplica a la intervención del señor Granados. El 
decir que si se termina la inatrucci6n sumaria1 en cuatro 
días y en el artículo aparece un límite máximo dc treinta 
días, que el Juez está obligado a mantener la incomuni- 
cación durante treinta dlas, es un argumento que se cae 
por su propio peso y no se mtiene. Si se terminan las 
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diligencias o la instrucci6n sumarial en cuatro dlas debe- 
rá rectificar la incomunicación en esos cuatro dlas. Pero 
¿si dura dos o tres meses? 

Lo que yo pretendo es dar una garantla. No se trata de 
una arbitrariedad, de decir treinta días porque se me ha 
ocurrido, o veinte o quince días. Ya sé que la analogía 
está traída por los pelos, pero prefiero que se traigan 
analoglas por los pelos, o buscar plazos, aunque alguno 
pueda parecer arbitrario, que dejarlo todo en la más ab- 
soluta de las inconcreciones, con todo lo que pueda supo- 
ner. 

Porque, ¿cuánto puede durar la. instrucci6n sumarial, 
por ejemplo, de un supuesto delito de los que contempla 
este proyecto de ley? Meses. Y evidentemente esta Ley 
autoriza a mantener incomunicada a una persona duran- 
te esos meses, incluso años. Pienso que por mucho que se 
diga por parte del seiior Granados que aquí de lo que se 
trata es del tiempo necesario mientras se completan las 
diligencias o la instrucci6n sumarial. ese tiempo necesa- 
rio es un término bastante susceptible de interpretacio- 
nes subjetivas. Por otra parte pimso que, aunque la ins- 
tmcci6n sumarial dure mucho, no por eso hay que tener- 
le incomunicado. 

Por tanto, pienso que los derechos y las garantías de 
todo detenido, por muy graves que sean los delitos que se 
le imputan, exigen fijar un plazo que yo he señalado de 
treinta días. Hubiese aceptado cualquier otra propuesta 
conciliadora, pero lo que no considero oportuno es man- 
tenerlo en la más absoluta de las inconcreciones. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gra- 
nadas. 

El señor GRANADOS CALERO: La supuesta inconm- 
ci6n.del precepto, tal como lo asume la Ponencia, lo que 
hace es reforzar en este aspecto, como en tantos otros del 
proyecto de ley orgánica que estamos debatiendo, la au- 
toridad del Juez en una materia tan conflictiva que, vuel- 
vo a insistir una vez más, ertá suponiendo una excepcio- 
nalidad al amparo que proporcionan los artlculos 17.2 y 
18 de la Conatituci6n en determinados casos particula- 
res. Se están reforzando las garantías a través del au- 
mento de facultades y de la mediatización del Juez en 
t d m  las actuaciones procesales. 

Partiendo de esta premisa, la interpretaci6n que noso- 
tn# tenemos que dar al inicio del párrafo primero del 
artlculo 16 es que el Juez podrá ordenar la incomunica- 
ción por el tiempo que estime necesario. No hay que 
ponerle ninguna cortapisa, porque este tiempo que él es- 
time necesario puede ser tanto dos horas como veinte 
'días. Donde si se marca la diferencia es en la fase proce- 
sal en que esta incomunicaci6n se produce; e8 decir, 
mientras se completan las diligencias o la inatnicci6n 
sumuial. No quiere decirse que este tiempo que se esti- 
me necerarlo coincida con el tiempo que w invierta en 
instruir el sumario, sino que está delimitando la fase p m  
cesa1 en que esta incomunicación debe producirac. Para 
ser más claros, lo que ertá prohibiendo, a contrario, es 
que una vez se ha concluido la instrucción del sumario 

por medio del auto correrpondíente w pueda acordar la 
detend6n preventiva e incomunicada de esa persona. Ahl 
ya no puede haber incomunicaci6n, porque ya se ha lle- 
gado a la finalidad que concluye con el auto que pone fin 
a la instrucci6n del sumario. Ese tiempo procesal, donde 
se puede ordenar la incomunicación, coincide con el de 
instrucci6n sumarial, pero no hay que asimilar un tiem- 
po al otro. Nada máa. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votaci6n 
las enmiendas en relaci6n con el articulo 16. Enmienda 
número 110, del señor Bandrés, al artículo 16. 

Efectuada la wtacidn, dio el siguiente resultado: wtos a 
favor, dos; en contra, 19; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

Se somete a votacidn la enmienda número 83, del se- 
da. 

ñor Pérez Royo, al articulo 16. 

Efectuada la wtaciún, dio el siguiente multado: wtos a 
fawr, dos; en contra, 19; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

Sometemos a votaci6n la enmienda 151, del Grupo 
da. 

Parlamentario Vasco, al artlculo 16. 

Efatuada la wtacibn, dio el siguiente resultado: wtos a 
fawr, m; en conm, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 

Someternos a votaci6n el artlculo 16, de conformidad 
151. 

con el texto o k i d o  por la Ponencia. 

Efectuada la wtaci6n, dio el siguiente resultado: Votos a 
fawr, 19; en contm, dos; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 

Entramos en el anfculo 17, sobre el que penden en- mmbi7 
16. 

miendm que solicitan la supresión del mismo: la número 
30, del señor Rodrlguez SahagrSn, ya debatida y votada 
en su momento; la 111, del seiior Bandrts, y la 214, del 
G ~ p o  Popular. Por otro lado, hay enmiendas que preten- 
den una redacción distinta del artlculo: la 84 y 85, del 
señor Pérez Royo, y la 152, 153, 154 y 155, del Grupo 
Vasco. La enmienda número 54, parcialmente aceptada, 
del señor Mardoner, entraría también dentiu, de este se- 
gundo grupo de enmiendas. 

Empezaremos, pues, el debate sobre la supresión del 
articulo 17. Tiene la palabra el señor Bandrés para defen- 
der su enmienda número 11 1. 

El señor BANDRBS MOLET: Muchas gracias, señor 
Residente. El articulo 17 del proyecto establece unos 
registros domiciliaria efectuados por los Cuerpo8 y 
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Fuerzas de Seguridad del Estado sin necesidad de previa 
autorización o mandato judicial. 
Yo creo que lo que quiere decir el texto es que, perse- 

guido un miembro de una banda armada o una pemna 
sobre la que recayera ata ley, será detenido allí donde re 
encuentre, ya fuera en domicilio habitado en donde hu- 
biese b u s d o  refugio, el suyo habitual, etdtera, y que de 
paso se efectuara allf un registro de los efectos e instm- 
menta que se hallaren en ew lugar y que pudieren guar- 
dar relación con el delito. Esto es exactamente lo que 
viene a decir la ley; pero yo, como siempre, me voy a 
permitir la aplicación práctica de ésta, porque estamos 
aprobando cosas que ya están en vigor. La aplicación 
práctica es distinta. Es la siguiente: los Cuerpos de Segu- 
ridad del Estado, la Policfa, en definitiva, piensa que en 
tal lugar existe alguien que debe de ser detenido. Irrum- 
pe en esa casa a la hora que sea, de día o de noche, sin 
mandato judicial, con la excusa o pretexto, justificado o 
no, cierto o incierto, de que cree que allí está esa perso- 
na, immpe  -repito- en esa casa, practica el registro 
sin intervención y sin mandato judicial y, además, no 
encuentra a la persona que buscaba, con lo cual se pro- 
duce un hecho que vulnera la inviolabilidad del domici- 
lio y crea una situación práctica generalizada -me per- 
mito insistir en lo de generalizada, ya que esto está ocu- 
rriendo casi a diario, al menos en el País V a s c e  que 
atenta contra la inviolabilidad del domicilio y los dere- 
chos constitucionales de los ciudadanos. 

Insisto en que una cosa es que, dado el espíritu de la 
ley, con el cual yo podría estar en disconformidad, pero 
que ahora no discuto, perseguido un delincuente, se le 
detuviera en el lugar en que se encontrase y otra que se 
invente la presencia de un delincuente en tal domicilio 
para registrarlo y ver lo que hay dentro, y luego no haber 
nada. Creo que esta práctica es anticonstitucional; pero, 
además, el precepto en su conjunto también lo es, porque 
el artlculo 55.2 de la Constitución establece como absolu- 
tamente necesaria para la suspensión de los derechos 
que allí contempla la intervencih judicial. Y justamente 
este artículo 17 es un modelo para que algo que normal y 
constitucionalmente requiere intervenci6n judicial pue- 
da hacerse sin ella. 

Esto es todo, sefior Presidente. 

El seiior PRESIDENTE: Tiene la palabra el setior Ruiz 
Gallardón para defender su enmienda número 214. 

El sefior RUIZ CALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. Para pedir también, aunque por los motivos 
que a continuación expondré, la supresión de este pre- 
cepto. Entiéndase que la posición del Grupo Popular, al 
coincidir en su finalidad última con la posici6n de Eus- 
hdiko Esquema no comparte, ni mucho menos, todas 
sus aseveraciones. Pero si en este punto concreto preten- 
demos exactamente la misma finalidad. 

Comenzaré por senalar un defecto técnico. que me pa- 
rece que tiene importancia, porque, de alguna manera, 
desmerece del contexto de esta ley que todos debemos de 
procurar se ajuste lo más posible a una buena técnica 

jurídica. El artículo 17 tiene un encabezamiento general 
referido a registros domiciliarios, y, sin embargo, a ren- 
glón seguido, en el número 1, establece que los miembros 
de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán 
proceder, sin necesidad de previa autorización o manda- 
to judtcial, a la inmediata detención de los presuntos 
responsables de las acciones a que se refiere el artículo 
1? Lo cual, evidentemente, no es un supuesto de registro 
domiciliario, sino algo muy distinto y que desdice del 
texto. 

Independientemente de ello, los que nos hemos educa- 
do jurídicamente dentro de la vieja pero extraordinaria- 
mente buena Ley de Enjuiciamiento Criminal, entende- 
mos que realmente este artículo 17 lo que hace es desme- 
recer lo que ya estaba perfectamente establecido en 
aquella ley y que no necesita de ningún tipo de atribucio- 
nes nuevas ni de correcciones. En efecto, según el artícu- 
lo 282 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, vigente en 
este momento, la Policía Judicial tiene por objeto, y será 
obligaci6n de todos los que la componen, averiguar los 
delitos públicos que se cometieren en su territorio o de- 
marcación, practicar, según sus atribuciones, las diligen- 
cias necesarias para comprobarlos y descubrir a los de- 
lincuentes y recoger todos los efectos, instrumentos o 
pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, 
poniéndolos a la disposicidn de la autoridad judicial. 

Si realmente tuviéramos una Policía Judicial organiza- 
da en la forma que se establece en la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, este precepto del artículo 17 de la Ley 
especial que estamos comentando no tendría razón de 
ser, puesto que la Policfa Judicial, por definición, depen- 
de directamene del juez y no se producirla esa desvincu- 
lación de la actuación policial de la actuacibn judicial, 
que debe, en todo caso, ser siempre la orientadora de la 
actividad de los distintos Cuerpos de Policía. 

Pero es que hay más. En la propia Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, y en su artículo 284, se setiala que in- 
mediatamente que los funcionarios de Policía Judicial 
tuvieren conocimiento de un delito público o fueren re- 
queridos para prevenir la instrucción de diligencias por 
razón de algún delito privado, lo participarán a la autori- 
dad judicial o al representante del Ministerio Fiscal, si 
pudieran hacerlo, sin cesar en la práctica de las diligen- 
cias de prevención. He ahí atribuidas ya por nuestra 
vieja Ley determinadas competencias que hacen innece- 
saria esta nueva delimitación o sedalamiento de faculta- 
des en orden a los registrba domiciliarios del articulo 17. 

Para terminar, no quiero dejar de citar lo dispuesto en 
el articulo 259 de la propia Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, que claramente establece que el que presenciare la 
perpetraci6n de cualquier delito público está obligado a 
ponerlo inmediatamente en conocimiento del juez de ins- 
trucción, de paz, comarcal o municipal o funcionario fis- 
cal más próximo al sitio en qu¿ se hallare. 

¿Out se quiere decir con todo esto? Que si de verdad se 
cumple la Ley de Enjuciamiento Criminal y existe una 
Policfa Judicial dependiente, como su propio nombre in- 
dica, de la Magistratura, no habrá lugar a que pueda 
darse el supuesto de hecho al que parece referirse este 
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d d o  17, qw -te d -, d bjdi- 
cidizu l8 tntemmtihda dctennídu Fc#rur de se- 
&dad dal C.irdnpuacequeArmirriu an un Estado 
dSDtirich0. 

Por eso, entendiendo que l a  &rilid.drr ya a r a  cum- 
plidas en la Ley de Enjuicl.mlennt0 Criminal, noaotma 
aoliciumor la n i p m i h  de este artículo, que no a r d e  
nuía y sí pude du hgar, sin emhrgo, a comenurior 
tedrioor y pr4cticor uivenor a la miacción del mimo. 
Nada más. 

El señor PRBSIDENTE: üntrunoa JKm en el debate 

El señor hhrdmea, para mantener la putc no admiti- 
de I.r enmien& de n1&&&6n ai utícuio 17. 

d. de ni enmienda, tiene la paiabm. 

El VUCAYA RETANA: scikr Presidente, hay 
una d í a ,  que, pwrto que ae trata de mi propio 
Grupo, voy a upku e intentar resolver. 

Se mta de que, d igual que en el uticulo 18, yo tenla 
u118 d a d i  de supreri6n del Utldo 17, ab#istr# 
domiciliulosr, que se nupopel6 y no apuieci6 pre8enta- 
d. en el pelote de anm&ndu. Había UIU enmienda dte- 
rativa que ara .previo mrnduniento judicialm, con la 
cual se confe&- l u  enmiendas 152 y sigulcntes, y 
sc citaba, junto a las F w r u  y Cuerpos de lo Seguridad 
del Estado, a 18 Policía Autónoma, etdtera. Pero, al fa- 
lluma el soporte esencial e inicial 4 l t a  de este Grupo, 
evidentemente-, aprcvio mand8miento judicial. - q u e  
etr err, enmienda de supieri6n que yo no preaanté-, no 
me qued. mAs remedio, para no forzar a la Pnsidencia, 
que retirar mis enmiendas a ase artículo y adherirme a 
las de supresitk que han presentado ya otroa grupos. 

El aeñor PRESIDENTE: Por loa antecedentes que tene- 
mw, efectivamente pudo haber la intenci6n de presentar 
una etunianda de supresión al articulo 17, qw noconsta: 
sin embugo, sí conrtl pruentada enmiancla de supre- 
ri6n al artículo i8, que veremos luego, que est i  manteni- 
da. 

El aeñor VIZCAYA FtETANA: Por todo ello, este Grupo 
se adhiere a las enmiendas da supmi6n de los de& 
G ~ p o r  y, ahora, dicita reui m t h d u  estas enmiendas. 

El a c ~  GRANADOS CALERO: Lu enmiendas que 
coi& en pedir la supmd6n de este irtlcuio 17 se 
bwa en una apreciaci6n, que nomtroa también tenemcm 
qw oomputir, en al sentiQ de que es un precepto en la 
Unea de rigor da loa pncdcntea que llevamor examina- 
das, pem preciumante asta not. de dgor no re hace me- 
recedora, digamar, del acogimiento de las enmiendas en 
pro de la supresih de aste artículo 17. Ya conocemos los 
argumentos que nos ha expuerto brevemente el compa- 
nem y Diputado, icnor Budrés, y, por tanto, pidiéndole 
~ICCUW y compnrui6n en aras la brevedad del tiem- 
po, que ea de todor, vantoa a puu por alto lo0 mismos, 
remiti6adonor a lu anteriorea ugumentacionu. 
Lo que sí noa ha llamado la atención es lo que ha 

asublecido en su tumo de intervend6n el aekr  Ruiz 
Galludán, porque h8 untado w .flnnOcidn que w u l -  
ta, por lo snum, chountc; es un8 aprrci8ción 8ubjetiv8, 
p m ~  que ~hirrlmrate h8ce como port8vorr dc su Grrrpo, 
en -8 que 1. red8ccb de este artículo 17 deamerece 

Ruiz 0.llUdbn y d Gnipo Popular que estunos daen- 
volviéndoaar en el supwrto excepei0n.l del utícuío 55 3 
de la Canrtltuch, que el proyecto da ley es ascmpuloeo 
en no nbamr ni un bpice esta frontera y que si el utícu- 

crudo dc m. YO t-qw 1yco1c1u 81 WnW 
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lo 55.2 de la CoMtitUCi6n dice que una ley orgánica po- 
drá determinar la forma y los casos en los que, de forma 
individual y con la necesaria intervención judicial y el 
adecuado control parlamentario, los derechos reconoci- 
dos en los artkulos 17, apartados 2 y 18, apartados 2 y 3, 
pueden ser suspendidos para personas determinadas, no 
puede ‘desmerecer ante un estado de Derecho que está 
siendo escrupuloso con el acatamiento a la Constitucibn. 
Si esto dice el artículo 55.2, que es lo que motiva - 
vuelvo a insistir- la promulgación de esta ley orgánica, 
el artículo 18.2 es, por lo demás, claro, puesto que, tras 
sentar el principio de que el domicilio es inviolable, dice 
que ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial salvo en 
caso de flagrante delito. Luego ya el propio artículo 18.2 
de la Constitución sienta un caso excepcional a este prin- 
cipio de que el domicilio es inviolable, salvo el casa de 
flagrante delito. El c m  de flagrante delito, señorías, está 
suficientemente reconocido en esa Ley de Enjuiciamiento 
Criminal a la que tan repetidamente se acude cuando se 
quiere poner un modelo de perfección y de garantías jurí- 
dico-procesales, y el artículo 553, al establecer los casos 
en que los agentes de la Policía pueden proceder .de 
propia autoridadr - d i c e -  al registro de un lugar habi- 
tado, contempla, en primer lugar, el supuesto de que 
haya mandamiento de prisi6n; a continuación, cuando 
un individuo sea sorprendido en flagrante delito, y, ter- 
cero, cuando un delincuente, inmediatamente perseguido 
por los agentes de la autoridad, se oculte o refugie en 
alguna casa. De forma que ya incluso la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal está estableciendo unos supues- 
tos concretos, pero excepcionales, a esa imperatividad y 
a esa autorización previa de la autoridad judicial. 

Si se analiza con un ánimo objetivo y Sereno el texto 
del artículo 17 del proyecto, compaginándolo con estos 
artículos de la Constitución y con el 533 de la vigente Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, se podrá ver en seguida un 
paralelismo muy claro con el párrafo primero, que está 
asimilando precisamente los supuestos de delitos en fla- 
grante, todos estos que permiten a los miembros de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado proceder, sin 
la previa autorización judicial, al registro y detención de 
presuntos responsables, de personas implicadas en he- 
chos delictivos contemplados en el artículo 1.0 de esta 
ley, y es una asimilación que no fuerza ninguna norma 
jurídica y mucho menos presenta la imagen de desmere- 
cimiento en un estado de Derecho, sino que es respetuosa 
precisamente con la legislación vigente, y con el párrafo 
segundo, donde se establece una precaución, digamos, 
UM prevención, una garantía ra pooteriori. en cuanto a 
la obligación que tienen estos autoridades del estado - 
se cita concretamente al Director General de la Seguri- 
dad del Estado- de comunicar inmediatamente al juez 
competente el registro efectuado, las causas que lo moti- 
varon y los resultados obtenidos del mismo. De forma 
que no se violenta ningún precepto constitucional, nin- 
gún precepto en vigor re trastmeca; por el contrario, lo 
que se está haciendo es reforzar los ~ u p u ~ ~ t o s  en que esta 
intromisión, por decirlo de una manera gráfica y que 

todos entendamos, policid, anta de Ir autorizaci6n judi- 
cial, se puede producir. 

Sobm la enmienda del seibor Mudonca, espero que nos 
permita la licencia de utilizar también argumentos en 
contra, y no con ese tono agrio que nos ha imputado 
antes el señor Vizcaya respecto a nuestra anterior inter- 
vención, que está lejos de nuestro ieimo. Al introducir 
expresamente como excepcioh a esta facultad, más o me- 
MB libre, de la autoridad gubernativa para efectuar un 
registro domiciliario en las sedes consulares y diplomáti- 
cas, tendríamos que decir, también, que se prohíben los 
registros domiciliarios, por ejemplo, en el domicilio de la 
señora Thatcher, de Dowing Street, 10, porque, por un 
principio de extraterritorialidad, resulta que la embaja- 
da británica en España es como el vestíbulo o el salón de 
Dowing Street; es decir, es un principio internacional de 
Derecho que ya está en los tratados internacionales, que 
está en las normas de Derecho Internacional, que está en 
los usos y costumbres diplomáticos, y esta excepcibn re- 
sulta tan obvia como innecesaria, porque hasta intrudu- 
ciría problemas de interpretación el día de mailana, dan- 
do lugar a que se preguntase por qué ésta y no, por ejem- 
plo, las sedes diplomáticas de otro tipo o de grupos que 
no son reconocidos por ere Estado pero sí por otros, pero 
que tienen su sede establecida. Esto nos llevaría a unas 
complicaciones en las que no tenemos por qu¿ meternos 
cuando es algo tan obvio. Quede tranquilo el señor Mar- 
dones, porque realmente esto es así y está establecido 
por todas las normas y convenios de Derecho Internacio- 
nal. 

Creo que no dejamos nada sin contestar, pero si estu- 
viéramos en un error, en el turno de réplica tendrlamos 
ocasión de justificar nuestra oposición a las enmiendas 
que faltaran. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguno de los enmendantes 
quiere intervenir? Tiene la palabra el señor BandreS. 

El señor BANDRES MOLET: Muy brevemente, señor 
Residente, para indicar que el discurso del señor Grana- 
dos ha dado la razón a los oponentes precisamente, por- 
que nos ha leído el texto constitucional -y luego lo ha 
ampliado con la Ley de Enjuiciamiento Criminal- en el 
que se establece que el delito flagrante da lugar a la 
detencibn en el lugar habitado sin necesidad de manda- 
miento judicial, pero es que no estamos en el caso de 
delito flagrante, si lo estuviéramos no habría discusión. 
Nos sometemos, como es lógico, a las dirposiciones nor- 
males de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Pero, ade- 
más, creo que este precepto es peligroso no s610 por los 
domicilios consulares o diplom6ticos de que ha hablado 
el smior Mardones, sino porque tal como está concebido 
y siendo ley excepcional, que, por tanto, prevalece sobre 
la ley ordinaria, tendríamos algo que se me ha ocurrido 
al hilo de la discusi6n y es que al no establecer excepcio- 
nes y decir rcualquiera que fuese el lugar o domicilio., 
nos encontraríamos con que lor miembm de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad del Estado podrían proceder, sin 
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necesidad de previa autorización o mandamiento judi- 
cial, a registrar, por ejemplo, el domicilio del Jefe del 
Estado o el de estas Cortes Generales, del Presidente del 
Gobierno o de los Ministros, es decir, domicilios que es- 
tán amparados en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Insisto en que ésta es una Ley excepcional que prevalece 
sobre la general. Por tanto, es de una pésima redacción, 
es muy criticable, incluso desde una perspectiva pura- 
mente jurídica, sin matices políticos de ninguna clase, 
c m  que es un precepto deleznable que tendríamos, por 
honradez y prestigio, que rectificar con seriedad. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ruiz 
Gallard6n. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, seiior 
Presidente. 

Quiero señalar al señor Granados que no me ha contes- 
tado a una primera parte que yo he advertido y que me 
parece que tiene una gran importancia, que es la falta de 
concordancia que existe entre el título del artículo 17 y el 
contenido del precepto. El título se refiere s610 a regis- 
tros domiciliarios, y el contenido se refiere a la detención 
de los presuntos responsables y, además, a los registros 
domiciliarios. Ahí hay evidentemente una falta de con- 
cordancia. ¿Qué se puede salvar poniendo: .de la deten- 
ci6n y registros domiciliarios,?, es otro tema, pero está 
mal redactado, no hay concordancia. 

Segundo, evidentemente, como ha seaalado el señor 
Bandrés, la Ley de Enjuiciamiento Criminal es muy clara 
y muy terminante a este respecto. Si estamos en presen- 
cia de un delito flagrante, la autoridad policial puede y 
debe, viene obligada -conforme he leído antes- por la 
Ley a proceder a la detención, a la confiscación de los 
elementos con los que se hap perpetrado el ,delito y a la 
adopci6n de las medidas conducentes para el esclareci- 
miento de los hechos, cuales pueden ser, evidentemente, 
el registro domiciliario del lugar donde se han cometido. 
Precisamente por entender que eso ya está en los delitos 
flagrantes es por lo que no entendemos esa necesidad de 
autorización rpost facto., después de la autoridad judi- 
cial competente a la que se refiere el párrafo segundo. 
¿Por qué no antes si no hay flagrancia del delito? ¿Por 
qué no se acude? Yo lo voy a decir, porque hay una ini- 
cial desconfianza en este proyecto de ley hacia algo que 
no es de este proyecto de ley, que lo estudiaremos en la 
Ley Orghica del Poder Judicial, que es la configuración 
de la policía judicial, y subrayo lo de judicial. 

Dicho lo anterior, es evidente que conforme a los pre- 
ceptos de la Constituci6n que ha citado el señor Grana- 
dos, puede establecerse esta norma con carácter excep- 
cional, pero yo le rogaría al señor Granados que tenga 
presente aquella máxima latina que a todos nos enseña- 
ron cuando estábamos en la Universidad: .Odiosa sunt 
restringendam. Las normas excepcionales deben de ser 
restringidas al máximo. Esta es una ley excepcidnal, co- 
mo no va a conducir a nada que no se pueda obtener por 
la vía de la mejor aplicación de las normas generales de 

la Constitución, entiendo que procede la supresión de 
este artículo. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mar- 
dones. 

El sefior MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
iior Presidente. Yo había pensado ingenuamente que era 
casi de cortesía internacional reflejar en esta ley mi en- 
mienda, pero veo que hay una serie de objeciones, que se 
me han hecho por el señor Granados en el mejor tono. 
Pero quiero decir lo siguiente: en la justificación de mi 
enmienda hay dos puntos de reflexión que yo he tenido 
en cuenta: uno, que acabo de citar, respecto a que cuan- 
do en el Derecho comparado por otros países en luchas 
antitemristas España presente sus documentos legales y 
jurídicos en los foros internacionales, se vea que también 
aquí existe este sentido del reconocimiento explícito e 
implícito del respeto al fuero de las sedes diplomáticas. 
Pero aquí, señor Granados, no estoy hablando de una ley 
ordinaria o de un reglamento de intervención de la poli- 
cía, sino que estoy muy preocupado, porque esta ley que 
estamos debatiendo - q u e  se aprobará en el Pleno en su 
momento- es una ley orgánica, y no quisiera que los 
elementos policiales tuvieran una interpretación, en una 
lectura equivocada, superlativa de lo que significa una 
ley orgánica y creyeran que están por encima de los 
acuerdos ordinarios firmados bilateralmente entre dos 
países en el respeto a las sedes diplomáticas, porque si el 
texto de la frase que trae el proyecto del Gobierno dijera: 
U ... cualquiera que fuese el domicilio donde se Ocultasen., 
todavía habría una reserva a favor de la ley orgánica, 
porque el punto 2 del artículo 18 de la Constitución lo 
que declara inviolable es el domicilio, salvo el consenti- 
miento del titular o resolución judicial, con la salvedad 
de los casos de flagrante delito, pero vuelvo a insistir en 
que la Constitución en su apartado 2 del artículo 18 de- 
clara inviolable s610 el domicilio, y aquí se habla tam- 
bién del lugar, y esto es lo peligroso, la ambigüedad que 
tiene para ser interpretado como texto de ley orgánica 
por los elementos policiales. Por tanto, al decir ael lu- 
Bar,, el policía puede interpretar que esté refugiado en 
lugar religioso, aunque el tema del registro de las iglesias 
iría por otra vía, pero también está el tema de las sedes 
diplomáticas. Por favor, señor Granados, yo no he pensa- 
do que un termrista se refugie en el domicilio de la seno- 
ra Thatcher, podría refugiarse en el domicilio del Coro- 
nel El Gadafi, por poner un caso; pero no he hecho esa 
excepción refiriéndome a territorios cuya nacionalidad 
está perfectamente asentada en la geografía, me estoy 
refiriendo a aquellas extraterritorialidades que existen, 
reconocidas por derecho internacional, dentro del propio 
territorio nacional español, como son las embajadas, los 
consulados y las delegaciones que tengan reconocido este 
principio de extratemtorialidad en cuanto a fuero diplo- 
mático, no por otra razón jurídica. Vuelvo a insistir en 
que estamos debatiendo un articulo de una ley orgánica 
yo no sé si este apartado será verdaderamente orgánico o 
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no; tengo m i s  dudas, como en otros puntos del articulado 
de toda esta ley orgánica, de si determinadas instniccio- 
nes que aquí se constituyen serán más propias de un 
reglamento de funcionamiento policial o general, aunque 
tengan rango de ley, pero ley ordinaria, que de una ley 
orgánica. No vaya a ocurrir que algún miembro de estos 
Cuerpoa y Fuerzas de Seguridad del Estado, interpretan- 
do que esta utilizando un texto de ley orgánica, lo consi- 
dere jurídica y legalmente por encima de otros textos 
legales que tengan carácter de ley ordinaria y se vaya a 
producir este contencioso, esta anomalía en las relacio- 
nes diplomáticas, y lo vuelvo a decir porque aquí se in- 
cluye no s610 la palabra rdomiciliom, sino la palabra rlu- 
garm, que es lo que me hace ser cauto. Este es el motivo 
de la presentación de mi enmienda, porque la Constitu- 
ci611, insisto, reconoce la inviolabilidad del domicilio pe- 
ro no la del lugar. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gra- 
nados. 

El seiior GRANADOS CALERO: Señor Presidente, de la 
intervención del señor Ruiz Gallardón recojo la posibili- 
dad de que en sucesivos trámites se pueda replantear el 
cambio del título del artículo 17, añadiendo también rre- 
gistros y detenciones domiciliarios.; simplemente con 
e80 quedaría exactamente igual su redacción y creo que 
satisfecha esa duda que nos ha planteado tan ilustre en- 
mendante. 

Con respecto a las demás intervenciones, voy a hacer 
una afirmaci6n con la que estoy seguro que SS. SS. se 
tienen que mostrar de acuerdo. Estamos contemplando 
una serie de preceptos de índole o de naturaleza procesal 
dentro de este proyecto de ley orgánica. Quiere decirse 
entonces que aquella norma de naturaleza procesal que 
no suponga una especificidad concreta dentro de esta 
normativa tendrá que regularse por la que venga recogi- 
da en la Ley de Enjuiciamiento Criminal; es decir, la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal sigue siendo supletoria de 
esta ley. Este es un principio en el que creo que todos 
estamos de acuerdo. 

Partiendo de este aserto, se resuelven las dudas que 
nos planteaba el señor Bandds. El ponía un ejemplo, 
digamos, muy singular en apoyo de sus afirmaciones: si 
se puede hacer un registro en el Palacio Real. Esto está 
resuelto con absoluta claridad en los artlculos 554,555 y 
556 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en el artículo 
555 y en el 556. Vayamos a lo que dice la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal sobre este supuesto. El artículo 554 
dice: cSe reputan domicilio, para los efectos de los artí- 
culos anteriores. -es decir, el 553, en casos de flagrante 
delito, etdtera- c 1 ? Los Palacios Reales, estén o no ha- 
bitados por el Monarca al tiempo de la entrada o regis- 
tro.. Partiendo de este ejemplo que establece el número 
1 P del artículo 554 creo que sobran todas las demás posi- 
bilidades. 

i.a duda y la suspicacia que siguen manteniendo el 
sefior Mardones respecto a su pretensión de incluir esta 

excepcional alusi6n a las sedes diplomáticas y consulares 
está prevista en el artículo 559 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal: rpara la entrada y registro en los edifi- 
cios destinados a la habitaci6n u oficina de los represen- 
tantes de naciones extranjeras acreditadas cerca del Go- 
bierno de España, les pedirá su venia el Juez, por medio 
de atento oficio, en el que les rogará que contesten en el 
término de doce horas., Por favor, no vayamos a caer en 
un exceso casuístico de algo que está suficiente y previso- 
ramente regulado en una ley tan exhaustiva y tan com- 
plete como es la de Enjuiciamiento Criminal. 

En consecuencia, vamos a limitamos estrictamente a 
lo que está diciendo de una manera genérica pero certera 
el artículo 17 y no pongamos ejemplos que están ya re- 
sueltos en la legislación adjetiva ordinaria. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos, pues, a votación, 
en primer lugar, las enmiendas que pretenden la supre- 
sión de la totalidad del precepto: la número 30, del seiior 
Rodríguez Sahagún; la 11 1, del seiior Bandrés, y la 214, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 1 1 ;  en contra, 14. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan rechazadas estas en- 
miendas. 

Sometemos a votación la enmienda número 54, del se- 
ñor Mardones, de adición de unas palabras en el artículo 
17. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 1 1 ;  en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación las enmiendas 84 y 85, del se- 

ilor Pérez Royo, de nueva redaccidn del artículo 17. 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: votos a 
favor dos, en contra, 14; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Sometemos a votación el artículo 17 en su totalidad. 

Efectuada la wtacibn, dio el siguiente resultado: votos a 

miendas del señor Pérez Royo. 

favor, 14; en contra, 11 .  

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
17. 

En relación con el artículo 18 se mantienen algunas 
enmiendas. Alguna de ellas pide la supresión, pero en 
general todas las enmiendas solicitan la supresión de al- 
gunos párrafos o de la totalidad del artículo 18: la núme- 
ro 30, del señor Rodríguez Sahagún; la número 12, del 
señor Vicens; Ha nurtrero 112, del señor Bandrés; las nú- 
meros 156 y 157, del Grupo Vasco y la número 215, del 
Grupo Popular. 

Señor Vicens, para defensa de su enmienda 12, tiene la 
palabra. 

Mlaib 18 
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El señor VICENS 1 GIRALT: Scnor Presidente, retiro 
mi aamlmd. a este artlculo 18 porque el informe de la 
Ponencia ha hecho una modificaci6n que yo estimo sus- 
-cid, que u sustituir el término rirtmediatnmcntes 
por asimultlneamentes cuando se refiere a IM escuchas 
telcf6nicu, telcgrAficaa, etcétera, decididas en caso de 
urgencia'por la autoridad gubernativa. Bfectivamente, el 
término ainmediatamentes cuando re trata de a c t a  ad- 
ministrativos también significa actuación inmediata- 
mente porterior sin que se intercale una actuación inter- 
media; es decir, el término ainmediatamentes puede no 
hacer ninguna referencia al factor tiempo. En cambio, el 
término asimultimamente. que ha introducido la Po- 
nencia elimina toda ambigüedad en cate aspecto. 

Retiramos, por tanto, esta enmienda como una prueba 
mis de que estamos a favor de facilitar la investigación 
policial mientras haya un real control judicial cuando se 
trate de surpensi6n de derechos constitucionales. 

El sefior PRESIDENTE: Seilor Bandrh, para defender 
su enmienda 112 tiene la palabra. 

El Senor BANDRES MOLET: Señor Residente, trata 
a t e  artlculo de regular la peligrosa y conocida cucati6n 
de las escuchas telefónicas y de todos los demás medios 
de control de la comunicaciOn privada entre las perso- 
nas, es el awatergate. a la eapañola. Esta intervencibn 
curiosamente casi todoa los ciudadanos espafioles dan 
por supuesta y que estin todos en la creencia generaliza 
de que eso se produce, e incluso parece que uno es muy 
poco importante si no se escucha su teléfono. Es casi una 
falta de prestiaio social y una sella1 de calda en la desgra- 
cia el que a una persona con cierta npresentaci6n públi- 
ca ni siquiera se le escuche ya el teléfono. 

Sefior Presidente, yo entiendo que sobre todo el párra- 
fo 2: de este artículo 18, el que establece que en casos de 
urgencia -urgencia que naturalmente decide la propia 
autoridad gubernativa, nunca lo decide el juez-, eso po- 
M ordenarlo directamente el Ministro del Interior o, en 
su defecto, el Director de la Seguridad del Estado, me 
parece una práctica tan innecesaria como peligrosa. Digo 
tan innecesaria porque justamente en esta presunción de 
que casi todo el mundo tiene el teléfono intervenido na- 
die dice nada por teléfono que pueda resultar importan- 
te. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Vasco, el señor Vizcaya tiene la palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: !Mor Presidente, al hilo 
de h a  uwmentaciona a IM que hacía referencia una 
anterior intervenci6n al comentar que la existencia del 
artículo 55.2 permite la swpcnsi6n del pbrrd, 2 del artí- 
culo 18 de la Conrtitución y que ello no significa que 
estemor obligados a asf hacerlo y podamos y debamos 
atenemos al artículo 18, que es el fundamental en el 
reconocimiento de este derecho, que es el de la inviolabi- 
lidad de IM cornunicacionca portales, tclegdficas y tele- 
foiiicas, el primer párrafo de este artlculo 18 es intacha- 

bie; ea decir, aEl  Juez podi.6 acordar en reroluci6n moti- 
vadas, pusrto que w1,lo dice el artículo 18 de nuestra 
Constitución cuando habla de que erre garantiza el -re- 
to de las comunicaciones, y en especial de ha postales, 
telegrAficas y telef6nicas, salvo resoluci6n judicial.. Has- 
ta ahí atamos totalmente de acuerdo. 

Pero hecha la ley, hecha la trampa. El artículo 18 de 
este proyecto de ley en su apartado 2, con la simple excu- 
sa de la urgencia, atribuye esta pibil idad de decretar la 
obrcrvaci6n poatal, tele@ca y telefónica al Ministro 
del Interior o, en su defecto, al Director de la Seguridad 
del Estado. Yo no creo, señor Residente, en la urgencia 
en la obrervacibn postal, telegráfica y telef6nica. No creo 
en una urgencia que haga i m p i b l e  el recabar el manda- 
miento judicial oportuno para realizarlo. En otros casos, 
por ejemplo en el caso de detenciones, en el caso de regis- 
tros, todavla podrlamos pensar en la posibilidad de no 
poder acudir al juez de guardia, pero en una obwrvaci6n 
postal, telegráfka y telef6nica, que se supone normal- 
mente, y así lo dice la propia policía, es una observación 
temporal alrededor de unas determinadas circunstancias 
y durante un cierto tiempo, yo pienso que no es imposi- 
ble, aun existiendo urgencia, el solicitar la autorización 
judicial para realizar esta observaci6n postal, telegrafica 
y telef6nica. 

Este apartado 2, cuya supresión solicito en mi enmien- 
da, empaña el respeto, empaña la buena técnica del r a to  
del artlculo porque en el apartado 3 del artlculo 18 se 
dice que *el resultado de la obacrvaci6n debe comunicar- 
se puntualmente al Juez. y se habla también de que la 
pr6rroga K somete al mismo trámite de mandamiento 
judicial. Yo pienso que este párrafo 2 del artículo 18 
sobra, que no existen casos de urgencia que impidan o 
que hagan imposible la autoriuci6n judicial y, por tan- 
to, vuelvo a solicitar que nos ajustemos al artículo 18 de 
la Constituci6n. 

El se!ñor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Popular, tiene la palabra el sefior Ruiz Callard6n en rela- 
ci6n con su enmienda 215 al artículo 18. 

El sefior RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, real- 
mente, yo estaría dispuesto a retirar mi enmienda, que 
en definitiva tiende a poner en manos del juez el que se 
acuerden en moluci6n motivada todas las observaciones 
postales, telef6nicas o telegrdficas, siempre que las facul- 
tades extraordinarias que en el número 2 se otorgan al 
Ministro del Interior o, en su defecto, al Director de la 
Seguridad del Estado se confirieran de manera que de 
forma inmediata, no simplemente puntual, rino de forma 
inmediata o seguida, re diera cuenta de ellas al juez un- 
patente, que en su caso podrp revocarlas o mantenerlas. 
A mf lo que me perturba, porque además creo que no es 
castellano correcto, es, en primer término, la expmi6n 
*punturlmentes, creo que debe ser ainmediatamenteB o 
*seguidamentea; en segundo lugar, habría que añadir a 
rengl6n seguido de la palabra ajuez. la de acompetenten, 
con lo cual, evidentemente, sobraría el párrafo 3 bis de 
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cate precepto. Con esas dos modificaciones yo retiraría 
mi enmienda. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alfin turno en relación con 
estas enmiendas mantenidas al artículo 183 (Pausa.) El 
señor Granados tiene la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Rrsidente, 
nuestro Grupo quiere presentar en este momento una 
enmienda transaccional a los divenos apartados del artl- 
culo 18 por si pudiera ofrecer puntos de coincidencia 
mayores que los que se han manifestado respecto al 
mantenimiento de estas enmiendas, sin perjuicio de apu- 
rar después el turno correspondiente en contra de las que 
acabamos de escuchar. 

El señor PRESIDENTE: Pues adelante con la enmien- 
da transaccional antes de saber si es a favor o en contra. 

El señor CRANADOS CALERO: Le ruego un minuto 
nada más para ponernos de acuerdo sobre la redaccibn 
de un p h a f o  muy concreto. Pausa. El seaor Granados 
entrega al seiior Presidente la enmienda transaccional.) 

El señor PRESIDENTE: Es una enmienda que modifi- 
ca todo el artículo 18, en algunos casos con introducción 
de algunas frases y en otros volviendo al texto del 
proyecto del ley. Considero que lo mejor sería -ya que 
el señor Mardones tambidn ha presentado una enmienda 
al artículo 19 que tiene relaci6n con su enmienda 55, 
pero que la transforma en ésta-, si les parece a SS. SS., 
que fotoco piemos estas enmiendas para repartirlas a 
continuación. El artículo 18 seria entonces el primero 
que debatiríamos esta tarde y podemos ahora continuar 
con el artículo 19, que tiene menos problemas que este 
artículo 18. Si les parece, mando hacer las fotocopias; 
ustedes se llevan la fotocopia de la enmienda transaccio- 
nal del artículo 18 y podemos entrar a debatir el artículo 
19 y esta tarde el primero que debatiríamos seria el artí- 
culo 18. (Asentimiento.) 

Dejamos, pucs, pendiente el artículo 18 y entramos en 
el debate del artículo 19. 

En el artículo 19 4 i  vamos por párrafos porque trata 
de temas un poco diverso- en su párrafo primero, 
aparte de la enmienda del señor Rodríguez Sahagún nú- 
mero 30, estaba la enmienda número 55, del señor Mar- 
dones, que tiene que manifestar en cate momento su in- 
tenci6n en relaci6n con la misma; es decir, si mantiene 
en este momento la supresión del nrimero 1 del artículo 
19 o si la reconduce a su enmienda en relación con el 
nrimuo 2 de este articulo 19. El señor Mardones tiene la 
palabra. 

~ b u b  19 

El señor MARDONES SEVILLA: Seiior Presidente, 
crco que con el Reglamento en la mano son dos caeos 
distintos. Yo mantengo mi enmienda número 55, que 
afecta a los apartados 1 y 2 del artículo 19, ya presenta- 
da, por supuesto; mientras que a1 amparo del artículo 
114.3 del Reglamento de la Cámara he presentado una 

enmienda en Comisión ante la Mesa al punto 2, que es de 
ámbito y de justificación de técnica gramatical, y nada 
mas, porque son justificacloncs distintas. Por tanto, las 
mantengo. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, entonces se man- 
tiene la enmienda 55, del señor Mardones. 

También en relación con el apartado 2 ya de este artf- 
culo, estin mantenidas las enmiendas 86 y 87, del señor 
Pénz Royo, y la 113, del señor Bandrés; pero aquellas 
enmiendas en que se solicitaba la supresión, la exigencia 
de dos Grupos Parlamentarios, al haber sido aceptadas 
por la Ponencia, entiendo que han quedado asumidas en 
su informe. Eran la 158, del Grupo Vasco; la 202, del 
Grupo Socialista; la 216, del Grupo Popular, y la 235, del 
Grupo de la Minoría Catalana. No sé si el Grupo Popular 
desea mantener el criterio del mes o acepta el criterio de 
la Ponencia. 

El señor RUIZ GALLARDON: No, señor Presidente, no 
lo mantenemos; aceptamos el criterio de la Ponencia. 

El senor PRESIDENTE: Estas enmiendas que he leído 
quedarían asumidas en el informe de la Ponencia; no así 
las enmiendas 159 y 160, del Grupo Parlamentario Vas- 
co. En realidad, pues, nos quedan por debatir la 55, del 
señor Mardones; las 86 y 87, del señor Pérez Royo; la 
113, del señor BandrCs, y 159 y 160, del Grupo Vasco. 

Así, pues, tiene la palabra el señor Mardones en rela- 
ción con sus enmiendas. 

El selior MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, la 
enmienda 55 solicita la supresión de los puntos 1 y 3. La 
justificaci6n es, señorías, que no se me alcanza qué vir- 
tualidad real tiene en esta cuesti6n del artículo 19, de 
garantía y control de las medidas, el hablar de alas reso- 
luciones en que se decreten las suspensiones de derechoa 
contenidos en los artículos precedentes. y no decir qué 
artículos son. Podemos estar pensando en el artículo 18 
en cuanto a la intervención postal y teiegráfica o telef6ni- 
ca. Si se refiere 8610 a ése, no d qué artículos pueden 
motivar que se haga una notificación de las resoluciones 
gubernativas adoptadas, porque, además, dice asalvo 
cuando en ello se comprometa el resultado de las investi- 
gaciones . 

Pues bien, yo p r e v t o :  da juicio de quidn se compro- 
mete el resultado de IM investigaciones? Porque si va a 
ser siempre a juicio de la autoridad policial o gubernati- 
va, dudo mucho de que w le comunique a alguien cual- 
quier resolución de rupensibn de demchos contenidos en 
los artículos precedentes. Se d i d  siempre que compm- 
meten el multado de lu investigaciones y, por supuesto, 
resulta obvio que a quien se le coloca una escucha tele- 
grifica o telefónica o una observación portal no se le va a 
notificar que está sometido a la misma, pcm no se me 
alcanza a comprender este texto en cuanto a otras medi- 
das que pudiere haber. 

Igual diría para el apartado 3 porque dlcc: rauiencs 
utilicen injustificada o abusivomente lu facultades con- 
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tenidas en los anteriores artlcul os...,. Nuestra justifica- 
ción para pedir su supresión es que no se dice qut artlcu- 
los anteriores son en concreto, porque hay artículos ante- 
riores que nada tienen que ver con un grado mayor o 
menor de injustificacióa o abuso en medidas contenidas 
en los mismos. Aqul también vuelve a surgir mi gran 
duda: ¿a juicio de quién se considera que es injustificada 
o abusiva la medida? Si fuera a criterio de un magistra- 
do, de un juez, lo aceptaría, pero estoy pensando que 
quien tiene que aplicar lo dispuesto en el punto 3 del 
artlculo 19 va a ser también la autoridad policial o gu- 
bernativa. Si también en la utilización injustificada o 
abusiva de las medidas se están comprendiendo aqutllas 
a que hace referencia el texto presente, que no hemos 
debatido, por supuesto, del artículo 18, que es el Ministro 
del Interior o, en su defecto, el Director de la Seguridad 
del Estado, jes que de los ambientes gubernamentales o 
gubernativos o policiales va a salir un principio de dccla- 
rar injustificada o abusiva la medida que adopte el pro- 
pio Ministro del Interior o el Director de la Seguridad del 
Estado? ¿Va a ser dejado esto a la competencia del Mi- 
nisterio Fiscal o del Magistrado cgrrespondiente? 
No se me alcanza, señor Presidente, que del propio 

seno de quien tiene que aplicar la ley salga la declara- 
ción de #injustificada o abusivamente. que señala el 
punto 3 del articulo 19. Nosotros creemos que esto debe 
llevar otra redaccih, más claro, más concreto, referido a 
qué y a quiénes son los órganos de opinión o la autoridad 
competente para juzgar esto, y que no ocurra aquí que 
estemos diluyendo una especie de patente de corso en 
todas las actuaciones que aqul se tratan de llevar a un 
texto legal, que debe de tener, por su importancia orgáni- 
ca y por lo'que afecta y alcanza a derechos y libertades, 
la mejor y mayor concreci6n posible. 

De aqul que nosotros, en principio, en nuestra enmien- 
da número 55 pidamos, lisa y llanamente, la supresión 
de los apartados 1 y 3 porque consideramos que, en su 
aplicación, lo peor que le puede suceder a esto es que sea 
auténtico papel mojado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ban- 
drés para defender su enmienda nQmero 11 3. 

El señor BANDRES MOLET: La enmienda 113 se refie- 
re exclusivamente al punto 2 del artículo 19, es decir, a 
la comparecencia que deberá hacer el Ministro del Inte- 
rior -el precepto dice ael Gobierno., pero lo hace el 
Ministro del Interior- al menos cada tres meses para 
informar sobre la aplicación de las medidas contenidas 
en esta ley. 
Yo no sé cuál será la opinión de los ilustres miembros 

de esta Comisión que lo son, a su vez, de la Comisión de 
Justicia e Interior, pero mi opinión es que Iris compare- 
cencias del señor Ministro del Interior que se han produ- 
cido, tanto de este Ministro como de todos los anteriores, 
han sido una cosa aburrida, burocdtica e ineficaz. Nos 
sollan traer una pequetia lista numérica, estadlstica, de 
unas cosas que hablan pasado y que la víspera. habían 

publicado ya los periódicos. Era algo tremendamente 
aburrido e ineficaz. 

Para evitar eso, precisamente, señor Presidente, es por 
lo que yo propongo un texto que yo comprendo que es 
como muy casuíotico, como muy reglamentarista, pero 
que pienso que podría paliar esos inconvenientes a los 
que me estoy refiriendo. Esta especie de minuciosidad en 
la regulación de esa comparecencia que yo pretendo en 
mi enmienda tiende, simplemente, a asegurar un autén- 
tico control parlamentario. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Viz- 
caya para defender sus enmiendas números 159 y 160 a 
este articulo 19. 

El seiior VIZCAYA RETANA: En primer lugar, la justi- 
ficaci6n de la enmienda 159, al párrafo 3 de este artículo, 
es que intenta introducir, en la garantla y el control que 
supone el apartado 3, la previsión de que también se 
consideren como uso abusivo de facultades contenidas en 
los anlculos anteriores, el incumplimiento de las forma- 
lidades o plazos en ellos establecidos y que se les casti- 
gue, como contempla el proyecto, con las penas previstas 
en el artículo 194 del cbdigo Penal. 

La idea de que se introduzca la frase: a... o incumplie- 
sen las formalidades o plazos en ellos establecidos ... vie- 
ne avalada por la sencilla razón de que, en muchos casos, 
a lo largo de este proyecto de ley, las formalidades o 
plazos se constituyen en auténticas garantlas de enorme 
trascendencia. Una cosa es utilizar injustificada o abusi- 
vamente una facultad contenida en el artículo anterior, y 
otra cosa es violar una formalidad o plazo que, dadas las 
caracterlsticas que contempla este proyecto de ley, son 
de una sustancial relevancia. 

Por tanto, mi enmienda propone ampliar, extender el 
campo de los supuestos a los cuales debe aplicarse el 
articulo 194' del C6digo Penal. 

La enmienda número 160 a este mismo artlculo es de 
adición de un apartado 4, nuevo, a este artículo 19 y 
solicita la contemplación de la pena de los delitos de 
tortura añadiendo, sobre lo que ya establece el artlculo 
204 bis del W i g o  Penal, el hecho de que en este caso la 
pena se impondrá en su grado máximo. Esto precisamen- 
te porque estamos en una situaci6n muy delicada, esta- 
mos suspendiendo derechos fundamentales, libertades 
fundamentales, con garantías que, como ya hemos .visto 
a lo largo de este debate, se prestan a interpretaciones, 
con problemas en esta ley. Por tanto, más que nunca, 
sería bueno que, dado que el proyecto de ley conlleva 
una extraordinaria dureza represiva, que debilita las ga- 
rantlas que todo ciudadano tiene en virtud de la Consti- 
tución y las leyes generales, precisamente por esa razón 
se acentúen las medidas para reprimir algo que aqul, a lo 
largo de la maiiana.de hoy, se ha considerado como de- 
leznable, que es la práctica de la tortura. 

Por tanto, mi Grupo solicita la adición de este aparta- 
do nuevo al articulo 19, donde, además de recalcar la 
existencia de artículo 204 bis del W i g o  Penal que casti- 
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ga las torturas, lo haga, como dice mi enmienda, en su 
grado máximo. 

El señor PRESIDENTE: Se ha presentado a la Mesa 
una enmienda de corrección del p h a f o  2 del artículo 19, 
por el senor Mardones, que solicita que el precepto, tal 
como está en el informe de la Ponencia, termine diciendo 
.del uso que se hace y de los resultados obtenidos de la 
aplicación de esta Ley., sustituyendo la expresión ade 
las medidas adoptadas., por la expresi6n ude esta Ley.. 

¿Para turno en contra de esta enmienda? (Pausa.) Tie- 
ne la palabra el señor Cranados. 

El señor CRANADOS CALERO: Comienzo por replicar 
y contraargumentar las enmiendas defendidas por el se- 
ñor Mardones, y precisamente por la que acaba de pre- 
sentarse de modificaci6n al párrafo segundo del artículo 
19 para mejor redacci6n. A nosotros nos parece que cam- 
biar el singular por el plural no introduce ningún ele- 
mento clarificador supletorio al concepto del resultado 
obtenido en las medidas de control parlamentario. 

Respecto a que este control y rendimiento de cuentas 
se refiera a las medidas adoptadas en lugar de a la apli- 
caci6n de la ley, no lo podemos admitir porque nos pare- 
ce que es salirse del contexto preciso en que está redacta- 
do este párrafo segundo. No se trata de dar cuenta de la 
aplicación genérica de la ley, sino, concretamente, como 
dice aquí, de las medidas excepcionales adoptadas en 
relacioh con la restricción de los derechos individuales 
que vienen claramente precisados en los artículos prece- 
dentes. Por tanto, de momento y en este trámite la vamos 
a rechazar. 

Con referencia a las enmiendm de fondo a los párrafos 
primero y tercero de este mismo artículo, queremos acla- 
rarle, puesto que parece que tiene una confusi6n y una 
duda tremendas, que desde nuestro punto de vista la pre- 
cisión que introduce en su redacci6n el párrafo primero 
hay que interpretarlo también de una manera racional, 
teniendo en cuenta el principio genérico de que esta sus- 
pensi6n de derechos contenidos en los artículos prece- 
dentes ha de ser notificada inmediatamente a los intere- 
sados, con la excepción que introduce la última parte de 
este párrafo primero, salvo cuando ello comprometa el 
resultado de las investigaciones. Esto teniendo en cuenta 
los anteriores preceptos que llevamos vistos, jcómo lo 
tiene que interpretar un juez? Como lo interpretarla 
cualquier hasta profano en la materia jurídica. Si los 
artículos 14, 15, 16, 17 y 18 están restringiendo derechos 
concretos que se refieren a la situaci6n de libertad, de 
comunicación o incomunicación del detenido, etcétera, 
es lógico que se tenga que notificar para que la persona 
detenida se entere. El articulo 15 cuando habla, por 
ejemplo, del control judicial de la detención y faculta al 
juez para revccar la autorización de prolongación de la 
dctench,  lo normal y 16gico en cualquier estado de de- 
recho, y en aplicación de las normas procesales más ele- 
mentales, es que el juez le notifique el alzamiento de la 
prolongación de la detenci6n al detenido. Este es uno de 
los ejemplos que permite la notificacidn inmediata 

- c o m o  dice este pArrafo primero del artículo 19-, al inte- 
resado. 

Lo mismo diríamos del artículo 16 respecto a la situa- 
ción de incomunicación. ¿Por qué no se le va a notificar 
inmediatamente a la persona detenida que ha cesado su 
incomunicación? Me parece que es un derecho elemental 
de la persona saber en cada momento que se han modifi- 
cado las circunstancias que estaban restringiendo situa- 
ciones procesales excepcionales. Ahora bien, cuando se 
va a practicar un registro domiciliario a nadie se le ocu- 
rriría ir a notificarle inmediatamente la decisión al inte- 
resado, al dueño de ese domicilio o a la persona que está 
en él; esto es evidente, señor Mardones. En consecuencia, 
no supone, como S. S. ha dicho, una indefinici6n y una 
confusi6n, sino todo lo contrario. O sea, sentar el princi- 
pio de que estas resoluciones restrictivas de las situacio- 
nes individualizadas de cada persona en un momento 
determinado, deben ser informadas a los interesados, sal- 
vo aquellas en que, naturalmente, se comprometa el re- 
sultado de las investigaciones. 

El párrafo tercero hace una simple transcripción, seiior 
Mardones, del párrafo último del artículo 55.2 de nuestra 
Constitución. Está empleando con absoluto respeto las 
mismas palabras. Dicho párrafo último del artículo 55.2 
de la Constitución dice: .La utilizaci6n injustificada o 
abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgá- 
nica producirá responsabilidad penal...*. Y el párrafo 3 
del proyecto dice: u Quienes utilicen injustificada o abu- 
sivamente las facultades contenidas en los anteriores ar- 
tículos serán sancionados ... n. Es decir, parece un poco 
chocante que S. S. trate de pedir la supresión del párrafo 
que está estableciendo el control de las garantías proce- 
sales y de los derechos individuales de la persona que 
está sometida a una situaci6n penosa individualizada de 
restricci6n de su libertad. No entendemos, por tanto, el 
alcance y quisiéramos que S. S. comprendiera las expli- 
caciones que acabamos de dar desde un ánimo construc- 
tivo y no polemista. 

Respecto a la enmienda número 113, del seiior Ban- 
drés, tengo que repetir lo que dije, creo recordar, al co- 
mienzo de mi intervención a prop6sito de la discusi6n 
del artículo 14. Su seiioría lo que hace es llegar, por vía 
de ejemplo pormenorizado, a desmenuzar exactamente 
cual es el alcance de la información que tiene que dar 
necesariamente el Ministro del Interior. Parece, simple- 
mente, que está olvidando la potestad que los Reglamen- 
tos de las Cámaras conceden a los miembros de las mis- 
mas, diputados o senadores, respecto a la facultad ilimi- 
tada de pedir lo que quieran a los 6rganos del Ejecutivo. 
Con decir que el Ministro del Interior tiene que dar cuen- 
ta cada tres meses del resultado de la aplicacibn de esta 
ley, nos parece más que suficiente. Su señoría sabe que 
tiene posibilidades reglamentarias para concretar, exac- 
tamente los datos que precisa para eaa comparecencia. 
Pero llegar aquí, por ejemplo, en este derroche de minu- 
ciosidad a decir que uarimismo, el Ministro del Interior 
deberá, de manera detallada, dar cuenta de todos y cada 
uno de los supuestos de aplicaci6n de los artículos 17 y 
18 de la ley, aportando al respecto toda la documenta- 
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ci6n que dc el Gobierno ante las Cámaras sea ade la 
aplicaci6n de esta ley, y no de otra cosa, porque si esto 
se remite al a d t a d o  obtenido por la aplicacith de las 
medidas adopudum, medidas rdoptadas ai amparo de 
qué. Estaríamos aquí ante la ambigLledad de que el señor 
Ministro de Juaticia o el señor Ministro del Interior o el 
miembro del Gabinete que compareciera ante las cima- 
ras para informar a este respecto, podría hablar & medi- 
das adoptadas, pero extra cuerpo legal de esta ley, por 
encima o por debajo, o de medidas colaterales de otnn 
cuerpos y documentos jurídicos que el Estado tiene a 
través de sus distintos Poderes, Ejecutivo y Judicial, para 
luchar contra la delincuencia en cualquiera de sus acep- 
ciones y no solamente en la que está contemplando este 
proyecto de ley orghnica de lo0 elementos terroristas y 
bandas armadas. De aquí que la comparecencia singula- 
rizada de un miembro del Gobierno o del Gabinete ante 
las Cámaras, entiendo yo que debe concretarse aquí, di- 
ciendo que es sobre la aplicaci6n de esta ley. Si se dice, 
como se expresa en el proyecto, que apor  la apliC8Ci6n de 
las medidas adopudum, a t a  @e& quedar en ia d i -  
gfkdad de que unos lean de las medidas adoptadas al 
amparo de esta ley, y otroe puedan interpretar que son 
medidas adoptadas al amparu de otra ley. Por eso, mi 
enmienda pretendía subsanar estas incomcciones gra- 
maticales, señalando una mayor c4mcrcci6n y no tenía 
más trascendencia ni profundidad sino la clarificacidn 
objetiva y singularizada en la concrcci6n gramatical ade- 
cuada. 

Nada más. 

El seiior PRESIDENTE: Si no hay peticiones de pala- 
bra en relaci6n con el artículo 19 y sus enmiendas, va- 
mos a someter éstas a votaci6n. 

Votamos, en primer luaar, la enmienda 55, del seiior 
Mardones, que solicita la supmi6n de los números 1 y 3 
de este artículo 19. 

Efectuadtl la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, dos; en contra, 22; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
55. 

Sometemos a votaci6n las enmiendas 86 y 87, del se- 
iior Pérez Royo, de nueva rcdacci6n del número 2 del 
artículo 19. 

Efectuada la wtacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, dos; en contra, 23; abstencioncs, una. 

El sefior PRESIDENTE: Quedan rechadis. 
Sometemos a votaci6n la enmienda 113, del señor Ban- 

drés, de nueva rcdacci6n del número 2 del artículo 19. 

Efcctuada la votaci6n, dío el siguiente multado: votos a 
favor, trrrr; en contm. 22; abstancwnrs. una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

Sometemos a votación las enmiendas 159 y 160, del 
Gmpo Parlamentario Vasco, de nueva red8ccibri del nQ- 
mero 3 y de adici6n de un número 4 nuevo al irttculo 19. 

Efictuoda la votación, dio e4 siguiente multa&: votos a 
foyor, trcr; en contra, 22; abshnclonu, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas estas en- 

Sometemos a votaci6n el artículo 19, salvo que solici- 

Tiene la palabra el señor Mardones. 

miendas. 

ten... (El señor Mardones Sevillo pide la palabm.) 

El señor MARDONES SEVILLA: Sehr  Residente, 
queda por votar mi enmienda de corrección gramatical 
que he pracntado ante la Mesa de la Comisi6n, al ampa- 
ro del artículo 114.3 del Reglamento. 

El seiior PRESIDENTE: Tiene raz6n. Se trata de votar 
la enmienda que sustiniiría, al final del número 2 del 
artículo 19, la frase a ... del uso que se hace y del resulta- 
do obtenido por la aplicación de las medidas adoptadas., 
que figura en el texto de la Ponencia, por la frase a... del 
uso que se hace y de los resultados obtenidos de la apli- 
caci6n de esta ley,. 

Efcctuada la votación, dio el siguiente riuulrado: votos a 
favor, 10; M contra, 16. 

El sefior PRESIDENTE: Queda rechazada esta enmien- 

Tiene la palabra el señor Granados. 
da. (El señor Gmnados Calcio pids la palabrul.) 

El señor GRANADOS CALERO: SeW Presidente, 
nuestro Grupo, atendiendo lo que antes dije respecto a 
sustituir en el número 3 del artículo 19 el participlo 
asancionados, por el m6s comcto de acastigados,, tal 
como propugna la enmienda 159 del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco, quisiera introducir aquí la posibilidad de que 
se sustituya realmente dicha expresi6n por la palabra 
=castigados,. En este sentido, solicitaría la mctificaci6n, 
a través de enmienda truiuccionril a cate apartado. 

El Wtior PRESIDENTE: No h y  inconveniente en so- 
meter a votaci6n las enmiendas que son correcciones 
gramaticales y entiendo que ésta lo ea. Por tanto, en vir- 
tud del artículo 114.3 del Rqlamento, no hay ningún 
problema en someter a votación la rustitud6n del térmi- 
IIO asancionadosm por acastigadosm. 

Efsctuada lo votacibn, dio d siguiante d t a d o : .  Votos a 
favor, 24; abstenciones, siete. 

El sehr  PRESIDENTE: Que aprobada la enmienda 
del G ~ p o  Parlamentario Socialisia. Por tanto, se susti- 
tUid 18 palabra aMllCiOnd~D por acutig.do0.. 

Sometemos, pues, a votrcibn, pinrfo a pámfe, el artí- 
culo 19 por la mlicitud del Gnipo Puiamenurio Centris- 
ta. ¿Es así, señor Mardones? 
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El seiior MARDONES SEVILLA: Sí, señor Presidente. 
Yo pedía no votar mi enmienda separadamente, sino el 
artículo 19. 

El señor PRESIDENTE: Pues a eso vamos. Votamos el 
párrafo primero del artículo 19, en la redacción ofrecida 
por la Ponencia. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 22; en contra, uno; abstenciones, m. 

El seiior PRESIDENTE: Queda aprobado el párrafo 

Párrafo segundo del artículo 19. Pasamos a votación 
primero del artículo 19. 

del texto ofrecido por la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 23; en contra, uno; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedo aprobado el párrafo se- 

Pdrrofo tercero del artículo 19. 
gundo del artículo 19. 

Efrctuada la wtacibn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 22; en contra, uno; abstenciones, tres. 

El sedor PRESIDENTE: Queda aprobado el párrafo 
tercero del artículo 19. Ya fue votada la enmienda de 
adición del Grupo Parlamentario Vasco. 

Terminamos aquí, y esta tarde empezaremos a las cua- 
tro y media de la tarde con el artículo 18, y a continua- 
ción el 20 y siguientes, para terminar hoy el articulado 
de wta ley. 

Hasta las cuatro y media se suspende la sesión. 

Eran lrrs trece y cincuenta y cinco minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesi6n a las cuatro y cuarenta y cinco 
minutos de la tarde. 

El seiior PRESIDENTE: Sin duda, SS. SS. conocen los 
hechos ocurridos en el dta de hoy, y, naturalmente, sien- 
do la única Comisión que está reunida en el Congreso de 
los Diputados y el hecho de que sea la Comisión Consti- 
tucional obliga, sin duda, a condenar una vez más los 
atentados criminales ocurridos en el día de hoy y a refle- 
xionar todos, y concretamente esta Comisión, dado el te- 
ma que nos ocupa hoy y el cometido de esta Comisión, 
que es la elaboración de la legislación de desarrollo di- 
recto de la Constitución, y a procurar transmitir el con- 
vencimiento y la firmeza en nuestros planteamientos y 
en nuestros criterios, y, por tanto, creo que podemos uná- 
nimemente hacer constar en acta nuestra condena y 
nuestra solidaridad con las familias y las personas afec- 
tadas y con tados los ciudadanos que desean vivir en paz 
y sin esta serie de atentados y de actuaciones criminales. 
(El seitor Ruiz GaUarddn pide la palabra.) Tiene la palabra 
el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, sim- 
plemente que conste que, efectivamente, los Grupos, por 
lo menos el mío, se suman con absoluta adhesión a las 
palabras pronunciadas por la Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: He señalado que me parecía, 
porque había tenido conversaciones con todos ustedes, 
que debía hacer público este sentimiento compartido con 
todos, que el Presidente debía, y era su obligación, hacer- 
lo público y que constara en el *Diario de Sesiones. y en 
el acta de la Comisioxí del dfa de hoy. 

do una enmienda del Grupo Parlamentario Socialista, 
que han podido consultar todos los Grupos y, por tanto, 
a efectos de saber exactamente qué relación tiene con las 
enmiendas planteadas, habían mantenido en relación 
con dicho artículo sus enmiendas los seiíores Bandrés, el 
Grupo Vasco y el Grupo Parlamentario Popular, que qui- 
zá serían en este momento los que deberían dar su opi- 
nión directamente sobre le fórmula propuesta y, consi- 
guientemente, si mantienen o no, o tienen que modificar 
a la vista de ese texto sus enmiendas, que han mantenido 
esta mañana. Por eso, yo rogaría que fueran ellos los que 
expresaran el criterio en relación con esta enmienda y 
con las suyas propias, si se mantienen o se modifican a 
los efectos de este debate. 

El sefior Ruiz Gallard6n, por el Grupo Popular, tiene la 
palabra. 

El artículo 18 había quedado pendiente. Se ha reparti- Aitlarb 18 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. El Grupo Popular va a retirar la enmienda 
215, que tenía presentada al artículo 18, aceptando la 
transaccional propuesta por el Grupo Socialista, y única- 
mente expresando que si en sucesivos trámites fuera po- 
sible cambiar el término apuntualmentes por otro que, 
de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia fuera 
más acorde con el espíritu del propio precepto, estaría- 
mos muy agradecidos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, mi 
Grupo sigue manteniendo la enmienda de supresión del 
phrafo segundo del artículo 18, con ánimo constructivo, 
ya que quiere llamar la atención sobre la redundancia 
del inciso final del párrafo primero de la enmienda pro- 
puesta por el Grupo Socialista cuando habla de que are- 
sulten indicios de responsabilidad criminal o bien pres- 
ten algún tipo de colaboración.. La colaboración a este 
tipo de actos que contempla esta Ley ha sido tipificada 
como delito autónomo en el propio texto, y yo creo que 
se debe decir aresulten indicios de responsabilidad cri- 
minal.. Si decimos: ao bien presten algún tipo de colabo- 
ración., parece que nos referimos a algo que está com- 
prendido en los delitos de colaboracibn que contempla el 
artículo 10 como delito autohomo, y debería definirse y 
matizarse, ya que queda una expresión muy vaga, muy 
general. 



- 6173 - 
COMISIONES 5 DE SEPTIEMBRE DE 1984.-NoM. 202 

Yo pienso que la responsabilidad criminal abarca todo 
tipo de delitos de los que contempla est. ley, donde están 
colaboración, apología, autoría, etcétera. 

El seaor PRESIDENTE: Seaor Bandrés, ¿mantiene 
también su enmienda 1123 

El seaor BANDRES MOLET: Sí, seaor Presidente. 

El seaor PRESIDENTE: Tiene la palabra. 

El seaor BANDRES MOLET: Para agradecer simple- 
mente al Grupo Parlamentario Socialista el esfueno que 
hace por mejorar el texto del proyecto, pero indicar que, 
pese a ello, vamos a mantener nuestra enmienda de su- 
presión del número 2 de este artículo. 

El seaor PRESIDENTE: ¿El Grupo Parlamentario So- 
cialista tiene alguna manifestación que hacer? Tiene la 
palabra el seaor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Sí, seaor Presidente. 
Quiero destacar que el alcance de la modificaci6n que se 
ha hecho en virtud de esta enmienda transaccional con 
respecto al apartado 1.” supone un cambio cualitativo, 
puesto que en el proyecto se introducía la palabra asos- 
pechosasr en relación con la actitud de las personas su- 
puestamente implicadas en la comisión de algunos de los 
hechos tipiflcados como delito en este proyecto de ley 
orgánica; se cambia la mera sospecha, que realmente era 
mucho más amplia, por algo tan concreto como es acudir 
a lo que define y justifica el auto de procesamiento, que 
es la existencia de indicios racionales de responsabilidad 
criminal. 

Creo que en este sentido hay que ver el avance de esta 
modificaci6n, que supone una mayor equiparaci6n en su- 
puestos también análogos. 

La pretensión que encierran las enmiendas de supre- 
sión del párrafo 2.“ tiene que merecer nuestro rechazo, 
como Grupo mayoritario, teniendo en cuenta que preci- 
samente este párrafo 2.” es el que contiene los elementos 
excepcionales que, una vez más, tenemos que poner en 
relación con el objeto de la ley, que no es ni más ni 
menos que el desarrollo del artículo 55, ZP, de la Consti- 
tución, con respecto a estos-derechos individuales garan- 
tizados por la Constitución, y aquí concretamente en el 
artículo 1 8 , 2 ~  Si no fuera esta excepcionalidad, natural- 
mente habría que suprimir el párrafo 2.0 Como estamos 
contemplando esta excepcionalidad de suprimir concre- 
tos derechos individuales, hay que prever la posibilidad 
de que en casos de urgencia la medida de esta observa- 
ción postal, telegráfica y telef6nica pueda ordenarla el 
Ministerio del Interior o, en su defecto, el Director Gene- 
ral de la Seguridad del Estado, con unas prevenciones 
que son, volvemos a decir una vez más, cautelas y garan- 
tías constitucionales y procesales que son las de poner en 
conocimiento del Juez competente la ad~pcibn de estas 
medidas, con lo cual se vuelve otra vez a la vía común, al 
camino procesal de las garantlas, ya que, en definitiva, el 

Juez es el que tiene que conducir el proceso y determinar 
si e m  medidas son objeto de censura o merccen su apro- 
bación. 

Por esta serie de rnnsideraciones, nuestro Grupo se va 
a oponer a estas enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos, pues, a votación 
las enmiendas que se mantienen al artículo 18. (El señor 
Granados Calero pide la palabra.) El seaor Granados tiene 
la palabra. 

El seaor GRANADOS CALERO: Simplemente es para 
una mejora gramatical. Donde dice el texto: atelegráfica 
o telef6nica respecto de aquellas personas*, decir, des- 
pués de apersonasr, asobre las que*. 

El sedor PRESIDENTE: *Sobre las que de las investi- 
gaciones resyltenr ... 

El señor GRANADOS CALERO: Es decir, que se aliada, 
después de apersonasr, asobre las que.. 

El señor PRESIDENTE: Está claro. Sería: arespecto de 
aquellas personas sobre las que de las investigaciones 
sobre la actuaci6n de bandas armadas o elementos t e m -  
ristas resulten indicios ... 

El señor RUIZ GALLARDON: Hay muchos asobrer. 
Sería mejor decir aacerca de las cuales las investigacio- 
nes sobre la actuación de bandas armadas ... 

El seaor PRESIDENTE: El sedor Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, dado 
que el Grupo Socialista ha presentado esta enmienda ain 
vocer como transaccional, ¿sería mucho solicitar de ellos 
la aclaración de a qué se refieren en aalgún tipo de cola- 
boración~, que no sea la que contempla la propia ley, y 
de la cual se deduce responsabilidad criminal; o hay 
otras colaboraciones que no contempla este proyecto de 
ley y a las que se están refiriendo? 

El scaor PRESIDENTE: El señor Granados tiene la 
palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Nosotros entendemos 
que no es una limitación, sino que es una referencia ex- 
presa a los supuestos que está contemplando la ley. No 
es que puedan existir otros, sino que se está haciendo 
una alusi6n directa a ICM supuestos contemplados en la 
Ley. No vemoa otro ánimo en la forma de redactarlo. 

El scfior PRESIDENTE: El sefior Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El sefior VIZCAYA RETANA: Es que o la colaboración 
está tipificadn en cata ley como delito del cual se deduce 
una responsabilidad criminal, o estamos hablando de la 
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colaboración que no oriw rrrpoaríbilldd criminal, o 
reat6B.blrndo de lacdabariórique tipiflcad uticu- 
lo 10 como delito autónomo del cu.1 se deduce la respon- 
ab i l idd  criminrl, y par lo t.nt0 d ladido de -- 
bilidad criminal abarca tanto k odrborrddn Como la 
induccibn, la cooperaciOn, etcétem. 

El sedor PRESIDENTE: El señor Bermgtm tiene la 
palabra. 

El Senor BERENGUER FUSTER: Gracias, señor Presi- 
dente. Así, de forma inmediata, y contestando a la obser- 
vaci6n miizada por el señor Vizcaya, queríamos aclarar 
que el propio texto del artículo 55,2:, de la Comtituci6n, 
que tiene como derurollo, en pute, esta ley, nos exige 
que es& pnceptos rean aplicadcm &lo y exclurivamente 
a aquellas pcrsonm de las que my4ten indicioa de res- 
ponsabilidad criminal, puesto que nuestra propia ley 
fundamental habla de 8peImIm determinadas, en reia- 
ciba con lu i n v t r t i g a c i ~  oorrarpondientes a lo octua- 
ci6n de bandas umodar o elementos t e d ~ t a ~ ~ .  

Quiero decir con ello que es posible plantearse, desde 
el punto de vista de laborritorio, a@n tipo de daboza- 
cibn, incluso involuntuia, que no esté tipitlcrd. como 
tal colaboraci6n en esta propia ley, puo que jurtmue, 
de acuerdo y con respeto absoluto a. nuestro propio texto 
constitucional, y es lo que pretende d e j a r  el número 1 
del artículo 18, ate tipo da intcrvenci6n portal, t e l e d -  
ca o telefonico. 
Voy a poner un ejemplo. El intcgrmdo en una banda 

terrorista que pan conectar con sus cdmplices o con 
ouw integrmtem de la propia bada temrista realiza 
sus  llamad^ dede un b u  cercano a su domicilio, con 
autorización, por supuesto, del propietario del b u  donde 
ata inatdido el tel6fon0, pem sb qw d propio propie- 
tario m z c a  que la psrroni que rullu ias 1lrmrii.r 
desde el mismo es un elemento integrado en una banda 
terrorista. 
Pues bien; si s ~ r i m i h m a s  apresten al@n tipo de 

c o i a k i 6 n ~ ,  o bien caiifidmnoa ia col.borrici6n co. 
mo aquella que esti tipiauda en ata ley, indudable- 
mente este teléfono derde dande se dictan consignas o se 
& iMtnicdoocr pU8 h rctuaci6n de la8 
b.ndu terrínisw no podri. 88r intervenido. 

la redacci6n en los tcrmlnor transcn 'tos. 

la p8l .h .  

El rdlor RUIZ GALURDON: Coa simple .fin de cola- 
borrción, a mi .picge LUL Buaigua tango que decirio 
que el dueao del bu dadecup - 0  .cuyo tel* 
no re h8cendeterminiidu Ilur.rrli.noprcst8 ninoJn ti- 
po de aoliborrcibn. Luqp en- lo que h.brl. que 
suprimir es la p.l.brri apmstenm, Por hvm, seamos un 
pooo coherentes. 

Precisamente por ata tuQ es por ia que proponemor 

El señor PRESIDENTE: El ador Ruir Gdlard6n pi& 

El reñor RUIZ GALURDON: Si nos deja pensar un 
minuto la Presidencia ... 

El redor PRESIDENTE: El seiior Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El adior VIZCAYA RETANA: Y6 no tengo vela en este 
cntlulo, porque ea una enmienda transaccional del Gm- 
po Socialista, pero, cluo, ea que entolicts es m h  cxicto 
d texto dcl p k d ~  1: de la Pontnci., d a d e  por 10 m ~ -  
IK# se dice aiorpechoru de estar integriidrs o relaciona- 
das con los gmpae armadom. Por lo menos yo sé que al 
6 1  bu ,  como 110 sea mspdumo de atar nlaclorudo con 
el gnipo d, no le van a controlar el teléfono. Con la 
explicaci6n del seiior ñerenguer se abre ilimitadamente 
el abanico de las cd.borrcioner pon que. sin p i b l e  
intervend6n judicid, o rin murdamiento judicial previo, 
se le puede controlar telef6nia, portal o tekgrificamen- 
te. 
Por tanto yo simplemente ea este aspecto de coiaboreu 

en la raiacciOn de lo que pretade el Grupo Socialista, 
apunto ata idea, pero es que el d b o r a d o r  como tal 
ccco que es el que ac sell.lo en d artículo 10 de ata ley. 
A o t r u  p~onu  no u la puede aplicar la ley de bandas 
tmwistas, que u lo que suspende dtnchos y garantías 
fludunaubr. puci ero hamir hecho un U t h l o  entero 
h.bl.nd0 de la 0ol.bOracibn y de los colaboruiores, y 
hemarintcnudodefhirlar ynutkulos poLIwcOdesn 
la uulogi. o en la generalizoCiOn, que siempre es peli- 
v 

El uLIOr PRESIDENTE: El señor Bemnguer tiene la 
pahbra. 

El redor BERBNGUER PUSTER: No entiendo la obje 
cidn murifaud. por el mdhr Vizcaya, ya que lo que está 
duo, unto en el propio texto de la enmienda tramccio- 
d como m el prpyecto y en cl i d k m  de k hnencia, 
u que quien dcbe acordar en a t e  n h e m  1 la interven- 
d6n pul ,  telef6dc.a o tele@f¡Cri es el Juez competen- 
te. Es cierto que en el número 2, en caso de urgencia, 
pem siempre oon intervencIdo judicial, pueden realizarlo 
L. Mrccddn General o l a  servicios del Ministerio del 
Intuior, pero el control judicial re produce tanto en el 
texm que hemor ofrcddo como ea el texto del proyecto y 
en el infame de la Ponencia. 

orwd.adoclur,dea son lu 1100llc1 que nos inducen 
a modi&ar atoa tcrmhw# el texto del proyecto en 
dobh -ti&, en prhwr 1- de mayor garantía, al in- 
tmducir la necui&¿ de que d t e n  indicios de mpon- 
nbi1id.d -y por CIO inuoduci.mor ere segundo incicio 
pan los supuestoa que anteriormente trc indica&+ o- 
tuaor abiertos a cualquier otra i.ed.cci6n que cumpla 
con el fin que pretendemor. 
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El Senor PRESIDENTE: El señor guiz Gallard6n tiene 
la palabra. 

El sefior RUIZ CALLARDON: Para ver si le sirve al 
Grupo Porlmentuio Socialista esta ndocción. Iría exac- 
tamente igual que lo que ellos dicen: a ... resulten indicios 
de responsabilidad criminal o de las que se sirvan para 
la realizaci6n de su8 fines ilícitos penados en esta Ley,. 
De las que se sirvan los bandas armadas. En eae caso se 
puede efectivamente intervenir un teléfono o una corres- 
pondencia. Repito: ... o de lo0 que se sirvan para Ir rea- 
lización de sus fines ilícitos penados en esta Lep. 

El wñor PRESIDENTE: (Se entendería entonces .de 
las pemnasm? 

El señor RUIZ GALLARDON: Claro, señor Presidente. El 
sujeto sigue siendo alas personasr. 

El sefior PRESIDENTE: a,.. o de las que se si rvan... m, 
dice el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: a ... o de las que se sirvan 
para la realizaci6n de su fines illcitosm. Es precisamente 
la idea que se ha expuesto. 

El señor PRESIDENTE: El señor Berenguer tiene la 
palabra. 

El seiior BERENGUER FUSTER: En nombre del Gru- 
po Parlamentario Socialista, estamos de acuerdo con la 
redacci6n propuesta por el señor Ruiz Gallard6n. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias. 

El sefior PRESIDENTE: El texto quedaría así en su 
número 1: aEl Juez podd acordar en resoluci6n motiva- 
da, por un plazo de hasta tres meses, prorrogable por 
iguales períodos, la observaci6n postal, telegrifica o tele- 
f6nica respecto de aquellas personas sobre las que de las 
investigaciones acerca de la actuaci6n de bandas arma- 
das o elemento8 terroristas a que se refiere esta ley resul- 
ten indicios de responsabilidad criminal o de las que se 
sirvan para la realizaci6n de sus fines ¡lícitos.. 

Con esto, sometemos en primer lugar a votaci6n las 
enmiendas al artículo 18 y desputs el texto de dicho artf- 
culo. 

Enmienda 112, del señor Bandrés, al artículo 18. 

Efcctuada la wtación, dio el siguiente multado: wtos  a 
favor, m ~ ;  en contra, 20; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos las enmiendas númeroa 156 y 157, del Grupo 

Efwtuada la wtacibn, dio el siguiante resultado: votos a 

Parlamentario Vasco. 

fawr, m; en contra, 21. 

El seaor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 

Sometemos a votaci6n la enmienda tranaaccional del 
Grupo Parlamentario Socialista con la número 215, del 
Grupo Popular, que c o n f i v  una nueva redacci6n del 
artículo 18 del proyecto de Ley, de conformidad con la 
lectura y con las fotocopias que obran en poder de 
ss. ss. 

El señor Vizcaya tiene la palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: ¿Pueden votarse separa- 
damente los números 1 y 23 

El seiior PRESIDENTE: Votamos entonces, según la lec- 
tura que he hecho, el número 1 del articulo 18, de confor- 
midad con la enmienda propuesta por el Grupo Socialis- 
ta. 

Efsctuada la wtacibn, dio el siguiente resultado: wtos  a 
favor, 20; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Oueda aprobado el número 1 
conforme a la propuesta dicha. 

Votamos a continuacibn el número 2 del artículo 18, 
que será el que figura en el informe de la Ponencia con la 
adición de la palabra acompetentem tras el término 
a Juez.. 

Efsctuada la wtación, dio el siguiente resultado: wtos a 
fawr, 20; en contra, t ru;  abstenciones, una. 

El sefior PRESIDENTE: Oueda aprobado el número 2 
del artículo 18. 

Sometemos a votaci6n los nrimems 3 y 4, puesto que el 
número 3 bis quedaría suprimido en la propuesta formu- 
lada por el Grupo Socialista. Votamos, pues, el texto de 
los números 3 y 4 y la supresioii del 3 bis que figura en el 
informe de la Ponencia. 

Efectuada la wtacibn, dio el siguiente rcsultado: Votos a 
fawr, 20; abstenciones, cuaho. 

El señor PRESIDENTE: Oueda aprobado el artículo 18 
de conformidad con la nueva redacci6n dada. 

Pasamos al articulo 20. En nlaci6n con el número 1 MLd090 
del artículo 20, la Ponencia estima aceptadaa las dos en- 
miendas planteadas, la número 203, del Grupo Socialis- 
ta, y la número 236, del Grupo de la Minoría Catalana. 

En relaci6n con el número 2, la Ponencia ha dado un 
nuevo texto al proyecto de Ley y, por tanto, el informe de 
la Ponencia seiiala que apancen aceptadas, dada esta 
nueva redacción, las enmiendu 161, 163 y 164, del Gru- 
po Parlamentario Vosco, así como la número 204, del 
Grupo Socialista. 

El señor Ruiz Gaiiard6n tiene la palabra. 

El seiior RUIZ,GALLARDON: Respecto del número 2 
-aunque no tengo el texto delante, y no lo podemoa 
tener porque, en definitiva, todavla atli en tramitaci6n 
parlamentaria-, yo me permitiría señalar la convenien- 
cia de adecuar el limite de treinta meses al que resulte en 
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su momento de la redacci6n definitiva que a partir de 
mañana y en el subsiguiente Pleno K dé a los artículos 
503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para 
cohonestar uno y otro precepto. No digo que no vayan a 
ser treinta meses, aino que sería bueno que tanto en un 
texto como en otro fuera el mismo periodo, puesto que, 
además, ¿se es el propio espíritu del precepto. 

El acelior PRESIDENTE: Entiendo que el informe de la 
Ponencia no guarda relaci6n directa con el proyecto. Pa- 
ra decirlo más claramente, esta ley podría decir que, en 
todo caso, treinta meses, y si hay que promogar, esa p i -  
ble pr6rmga serfa por el lfmite máximo de las pr6rmgas 
que señale la b y  de Enjuiciamiento Criminal, pero que 
en todo caso loa Jueces espplloles podrfan entender que 
la prisi6n preventiva puede durar treinta meses. Es de- 
cir, que operan dos plazos: uno, el de treinta meses, y 
otro, el plazo de las pr6mgas, a partir de ahf, por el 
tiempo máximo que señale la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
mind. O sea, si la Ley de Enjuiciamiento Criminal dice 
prdmga por un año más, &lo podrfa ser prorrogable por 
esc año más que setiala la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal * 

De todos modos, corno mcidana hay Comisi6n de Justi- 
cia, a la vista del texto resultante, este tema podría ser 
objeto de debate en ulteriores trámites parlamentarios, 
para precisar el contenido del número 2. Porque la Po- 
nencia tuvo sin duda presente el plazo de treinta meses 
que señala el proyecto de ley de reforma de los artfculos 
503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Cdminai. 

En relaci6n con el número 3, sí que subsisten en este 
caso las enmiendas 88, del sellor Pérez Royo, y 114, del 
señor Bandrés, así como la 162, del G ~ p o  Parlamentario 
Vasco, que propone la adición de un nuevo número a este 

Si el señor Bandrés desea mantener su enmienda 114, 
articldo. 

al número 3 del artículo 20, tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: SI, seáor Residente. Se 
trata de la supmi6n del número 3, el hecho de que el 
recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal paralice la 
decisión judicial. Fisto no ha existido en nuestro Derecho 
positivo hasta ¿poca reciente y en materias relacionadas 
con la que esta ley tiene que ver. A nuestro juicio es una 
irrupci6n del Poder Ejecutivo por la vía indirecta, pero 
cierta, del Ministerio Fiscal en la efectividad de las reso- 
lucionsc judiciales. 

Nosotros sepuimos entendiendo, y M hay raz6n para 
que no lo creamol mí, que la decisi6n del Juez es una 
decisión recudble, pero que tiene efecto inmediato, 80- 

bre todo en materia penal. No estamos en aquellas apela- 
ciona a ambos efectos o a un efecto del Derecho Civil, 
sino que la rrsoluci6n debe tener eficacia. Y el hecho que 
toda  mbemos de que un Juez decida una libertad provi- 
sional que viyi 8 aor recurrida por ci Ministerio Fiscal 
con UMI plpzoc, tiempos, demoras en la resoluci6n final 
por parte de la Audiencia provincial (en este caso por la 
Audiencia Nlcionai, la Sala comapondiente, que es el 
órgano superior) prácticamente determina la indicada 

cierta y abaoluta de la decisi6n judicial. Nos parece que 
esto no es jurídico. No re conforma con nuestra idea de 
un Estado de Derecho y por eao pedimos la supresi6n. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Viz- 
caya en relaci6n con su enmienda 162. 

El seiior VIZCAYA RETANA: S e h r  Presidente, lo que 
intenta la enmiende de cate Grupo es limitar la posibili- 
dad de que se suspenda la excarcelaci6n cuando recurre 
el Ministerio Fiscal, en el supuesto que proceda ésta, por 
el cumplimiento de loa plazos a que nos acabamos de 
referir en el número 2, es decir, los treinta meses o el del 
límite miximo que establezca la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. En ese supuesto, haga lo que haga el Ministerio 
Fiscal, debe procederse a la libertad del detenido. Por 
tanto, la raz6n de mi enmienda es que esto no queda 
claro en el número 3. Es decir, el número 3 no juega 
cuando la excarcelaci6n procede al haberse agotado los 
plazos a que se! refiere el número 2. 

El señor PRESIDENTE: Para un turno en contra de 
estas enmiendas tiene la palabra el sefior Granados. 

El sefior GRANADOS CALERO: Respecto a la enmien- 
da 1 14, que acaba de defender el sciiér Bandrts, nos ate- 
nemos no &lo a lo que acaba de explicar, sino a la justi- 
ficaci6n publicada que aparece en su enmienda 114. 

Llama la atenci6n esta justificaci6n puesto que en ella 
se indica que supone una indirecta, pero manifiesta, in- 
tromisión del Poder Ejecutivo a través del Ministerio Fis- 
cal en la efectividad de las resoluciones judiciales. 

A esta justificaci6n tenemos que hacer dos observacio- 
nes. En primer lugar, una que parece por demás obvia y 
es que el Ministerio Fiscal no es un apéndice del Poder 
Ejecutivo, como parece darse a entender aquí, y ¿Sta es 
una tesis que supondría la initaci6n, al menos, de la 
Asociación Profesional de Fiscales. En este momento es 
un tema debatido, puesto que ya sabemos que la Consti- 
tución espafiola no configura al Ministerio Fiscal como 
formando parte del Poder Judicial; es un tema que será 
objeto de debate y que va a dar lugar a muchas interpre- 
taciones, artículos periodísticos, estudios jurfdicos, etcé- 
tera, y aquf re da por rentado que el Ministerio Fiscal es 
un 6qano del Poder Ejecutivo. 

En -do lugar dice que esta supuesta intromisi6n 
del Poder Ejecutivo en la efectividad de las resoluciones 
judiciales está precisamente atacando este principio de 
la efectividad de las resoluciones judiciales. Nosotros en- 
tendemos que con ello se ignora que la efectividad de 
una resoluci6n judicial es la consecuencia inmediata de 
su firmeza legal. De tal manera que cuando una disposi- 
ci6n judicial no es firme, carece de efectividad. Este es 
un principio jurfdico. Precisamente, lo que aquí se trata, 
en todo caso, es de demorar el comienzo de esta efectivi- 
dad, pero no se puede decir que se está atacando al prin- 
cipio de efectividad de una reaoluci6n que, por no ser 
firme, no es ejecutiva y, por tanto, no es efectiva. Parece 
que estamos en un círculo vicicwo de palabras, pero no es 
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así, puesto que M está confundiendo la efectividad con la 
firmeza y es lo que nosotros queremos distinguir. Esto 
por lo que respecta a esta enmienda. 

La enmienda del Grupo Parlamentario Vasco, la 162, 
pretende que se aiiada un párrafo clarificador, según su 
punto de vkta, en el sentido de que esta impibilidad de 
llevar a cabo la excorcelaci6n de los presos o detenida, 
en tanto en cuanto la reooluci6n no sea firme por haber 
sido recurrida por el Ministerio Riblico, no opere en los 
supuestos en que por haber cumplido el plazo máximo 
de la prisión preventiva, establecida en el número 2 del 
mismo artículo 20, proceda la puesta en libertad de este 
ciudadano detenido. A nosotros nos parece que es obvio y 
como es obvio no tiene por qué reflejarse. Porque puede 
ocurrir que en la práctica el auto declarando la libertad 
de un detenido sujeto a las medidas que prevé este 
proyecto de ley orgánica sea precisamente y como conse- 
cuencia de haber apurado el tiempo máximo de prisión 
preventiva. Lo que no cabe pensar es que el Ministerio 
Fiscal va a recurrir este auto, que seria el único supuesto 
previsible que justificaría esta adici6n que está reflejan- 
do el enmendante en su propbsito. 

Este caso nos parece verdaderamente ins6lito. iC6mo 
va a oponerse el Ministerio Fiscal a un auto donde el 
Juez decreta la libertad de un detenido por haber cum- 
plido precisamente los plazoa máximos que está señalan- 
do el propio artículo 20 en su número 2? Nos parece 
insólito. En todos los demás casos, el Ministerio Fiscal 
puede, naturalmente, hacer uso de su derecho de recu- 
rrir, en cuyo caso no se hará ejecutivo. 

Cabe un tercer supuesto. Que durante la sustanciación 
del correspondiente recurso que ha anunciado el fiscal 
contra el auto declaratorio de la libertad se rebase el 
tiempo máximo en que el detenido ha apurado esta si- 
tuaci6n de preventivo. No cabe duda que el Juez, inme- 
diatamente, tendrá que cumplir el número 2 de este artí- 
culo y dará lugar a un nuevo auto. Y volvemos, entonces, 
a enlazar con el primer supuesto que decíamos. No es 
previsible puesto que parece il6gico que el fiscal se opon- 
ga a este auto y vuelva a interponer recurso, ya que la 
fundamentaci6n legal coincide, en este caso, correcta- 
mente con la interpretaci6n 16gica y racional del precep- 
to. Nos parece obvio reflejarlo y nos vamos a oponer a la 
introduccibn de esta enmienda. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ban- 
drés. 

El señor BANDRES MOLET: Para decir que el señor 
Granados ha interpretado muy bien la justificaci6n de 
mi enmienda de supresi6n del número 3 del artículo 20. 
Lo que pasa es que yo intento hablar de realidades, y el 
señor Granodor habla de derecho-ficci6n. 

Ya sé la definici6n que en la Constitución y en otras 
leyes tiene la Fiscalía, pero él no me va a negar a mí que 
la Fiscalía es jerárquica, que los individuos del Ministe- 
rio Fiscal obedecen, o tienen que obedecer, sin rechistar, 
si se me permite la expmsi611, a su superior jerárquico, 
que la cúpula de la jerarquía fiscal es el Fiscal General 

del Estado y que el Fiscal Cenen1 del a t a d o  es un cargo 
político de nombramiento dimcto del Consejo de Miais- 
tros, y es bueno y constitucional y no lo critico. Digo 
simplemente lo que es. Y que hoy el Ministro de Justicia 
no llamaría, ni llama, ni se le ocurriría hacerlo, directa- 
mente a un juez para explicarle qué es lo que el Gobierno 
quisiera que ese juez hiciera. En épocas anteriores sí lo 
hacfan abundante y diariamente, eso sí que era habitual 
en el sistema. Hoy no se atreverían, tampoco desearía el 
señor Ministro d e  Justicia hacerlo, pero sí llamaría, y 
llama, al Fiscal General del Estado -4c6mo no lo va a 
hacer si es para eso precisamente?- y le dice lo que el 
Gobierno desearía que en esa materia mantuviera el Mi- 
nisterio Fiscal. Y es legítimo. A e80 le Ilaino yo una inter- 
venci6n indirecta pero efectiva del Ejecutivo en la efecti- 
vidad de las resoluciones judiciales, en la materia con- 
creta que contempla el punto 3 del artículo 20. Y eso lo 
sabe el señor Granados exactamente igual que yo. 

El señor PRESIDENTE: El señor Granados tiene la 
palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente. 

Todos sabemos lo que pasa delante y detrás de los 
bastidores, pero vuelvo a insistir en que la afirmaci6n 
tajante que aqul se hace no es correcta. Por mucho que 
sea así el nombramiento y la jerarquizaci611, dentro del 
Ministerio Fiscal hay un Estatuto orgánico del Ministerio 
Fiscal que está por encima de 6uién sea la persona que 
haga el nombramiento del Fiscal General del Estado. No 
hay que confundir, por otra parte, las instrucciones con 
las brdenes; ni tampoco hay que confundir que los deseos 
sean &denes, porque eso puede coincidir en un momento 
determinado, pero no es extrapolable al resto de la insti- 
tuci6n del Ministerio Fiscal, ni tampoco puede ser extra- 
polable, en un momento determinado, a cualquier perso- 
na en la que recaiga la titularidad del cargo de Fiscal 
General del Estado. 

En consecuencia, no nos ha aclarado nada el que la 
práctica vaya por un lado y la teoría por otro, porque en 
este caso la práctica y la teorfa llevan camino de ponerse 
de acuerdo muy pronto. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el sefior Viz- 
caya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Yo creo que es obvio, pe- 
ro en el texto no queda reflejado el contenido de mi en- 
mienda. Además, hay más supuestos de los que ha citado 
el señor Granados y los citaré en el Pleno. Lo cierto es 
que esta enmienda es absolutamente necesaria si no se 
quiere que en algunos casos sea papel mojado el hecho 
de los plazos que sefiala la prisión preventiva en el nú- 
mero 2 y se pueda prorrogar ésta, aunque &lo sea el 
tiempo que tarde en sustanciarse el recurso del Ministe- 
rio Fiscal, que ya es tiempo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gra- 
nados. 
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El aeñor GRANADOS CALERO: !Mor Preaidente, ya 
c n o  que motivas para la surpicada y para la posibilidad 
de aumontar al texto de este proyecto los hay. No voy a 
quitar a nadie su legítimo derecho a hacerlo. Pero una 
lectura simpie y objetiva del número 2 del artículo 2ü 
c m  que no da lugar más que a una d a  intexpntaci6n: 
la prisi6n preventiva podrá duror siempm hasta el iímitc 
de trcinh meses, que d o  sed prorrogable en la forma 
que determine la Ley de Enjulchmiento Criminal. Y na- 
da mir. Si esto ea así de tajante, cualquier otro supuesta 
de mcumo es en contra de la interpretación estricta en 
un tema tan delicado c011lo ea la libertad de una persona, 
y toda tendrlm que reconocer que Lor juocer ahí sí que 
son riilw#omente estrictos en el cumplimiento. Eso in- 
cluso se ve dentro del fen6meno de la pamiizacih de la 
Mminirtraci6n de Justicia; en las audlonciaa provincia- 
les, cuando ias CMU llevan prem tienen sehlamiento 
preferente. Y siempre se acuerda la libertad cuando llega 
su momento, incluso antes de que se celebre el juicio. 

Luego, cntoncea, para mf el n b e r o  2 consagra el prin- 
cipio que está por encima de todas las demás excepcio- 
nes. C m  que esto debe ser suficientemente tranquiliza- 
dor para los señores enmendantes y así va a aparecer en 
el .Diario de Sesiones.. 

El scíior PRESIDENTE: Tiene la palabra el seíior Ruit 
Galld6n. 

El señor RUIZ GALURDON: Simplemente para tratar 
de colaborar con las poricianes de uno y otro, porque 
c m  que estAn dando los doa la misma interpretación y 
es simplemente un p b k m a  de redacción. 

¿Habría al@ inconveniente -pregunto al portavoz 
del Gmpo Socialista- de que el número 3 comenzara 
con estas u otras palabras similares: *Respetando lo dis- 
puesto en el PImfO anterior no ac llevard a cabo la ex- 
carcelación de presos o detenidos. ... Porque si se pone 
asf, entonces no cabe la menor duda. O decir: *Sin 
perjuicio de lo dispuesto ... . 

El Knor PRESIDENTE: Yo hago notu un tema que 
surgió ya en Ponencia y que puede dame en la pdctica y 
es que la discusi6n esté precisamente en el cumplimiento 
del plazo. Es decir, que el Fiscal recurre porque estima 
que el plaza no se ha cumplido, incluso el máximo. ¿Por 
quC? Pues porque la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
como ustedes conocen, no computa cuando la dilaci6n es 
debida al reo por inuiatsndu injustificadas, etcctera. 
Entonces hrtroducir la expraián *a& perjuicio. 7 0  no 
entro en puede dar lugar a que privemos al Fiscal 
de lo q w  no privé nuertra legislri6n ordinaria, que es 
la *biiMid de recurrir. h q u e  en lo que no enti de 
acuerdo el Fiscal ea en el cumplimiento de loa pl- 
porque entiende que no d.bi6 camputar, por ejemplo, 
una semana, diez das, o b que fuera por un retraso 
imputable al reo. En definitiva, ésta es la cuwtiken 
relacioti con el número 3. 

El número 3 tiene planteada esta enmienda por parte 
del Grupo Parlamentario Vasco. Ahora propone el Grupo 

Parlamentario Popuiar la posibilidad de introducir la ex- 
pmi6n: *Sin perjuicio & lo dispuesto en el número an- 
terior, no se llevad a cabo la excarcelaci6n de los presos 
cuya libertad se hubiera rcord.do...~. 

El Wior RUIZ GALLARDON: Perdón, a&or Presiden- 
te: *Sin perjuicio del cumplimiento de lo diapuesto en el 
p h d o  anterior, no w llevará a cabo la excarcelaci6n de 
loa prc8cm.... 

El señor PRESIDENTE: ¿Hay ai@n problema, señor 
Gruudor? 

El soñor GRANADOS CALERO: Señor Rusidente, co- 
mo el número 2 hace menci6n expnro a lo que establece 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y va a quedar con- 
templada esta posibilidad de que 110 se computarki en el 
plam laa ¿iiacioMr que m m  imputables directamente al 
propio procesado, entendemor que no puede haber nin- 
@n inconveniente ea que se haga esa expresa mención. 

El sciior PRESIDENTE: ¿El señor Vizcaya está de 
acuerdo? (Pausa.) Bstá y no está. Se mantiene la enmien- 
da nrimero 162. 

Sometemos a votaci6n la enmienda 114, del sciior Ban- 
drér, que propone la suprrri6n total del número 3 del 
artículo 20. 

Ejktwda br votación, dio d sipuktr  1wuittado: votos a 
favor, dos; m contra, 22; abs~cioncc, una. 

El señor PUSIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
número 114. 

Antes de votar el número 3 deberíamor de votar la 
enmienda de adici6n mlmuo 162 del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco, porque me imyino que este Grupo vota de 
manera distinta se@n se admita su enmienda de adicibn 
o no. 

Por tanto, lo mejor sería votar la enmienda del Grupo 
Parlamentario Vasco por crear el precedente de que, en 
caso de que en aigb trámite parlamentario esta enmien- 
da K accptua, l6gicamutte tendría un juicio distinto el 
artfculo y el número 3, r e a p t o  del Grupo Vasco. 
Votamos, pues, la enmienda nrlmero 162 del Grupo 

Parlamentario Vasco que propone la adici6n de un nú- 
mero 4 a eate artículo 20. 

Efectuuda la votación, dio d siguiente d t & :  votos a 
favor. tres; m contra, 21; abstenciones, una. 

El reáor PRESIDENTE: Oueda rech.o.& la enmienda 
niimero 162 del Grupo Parhrnentario Vasco. 

¿Hay C0nsgimid.d en que no es -o votar la pro. 
puerta del señor Ruiz G.llud6n y podrl.mor votar el 
número 3 incluyendo la expresión inicial: *Sin perjuicio 
del cuniplimiento de lo dispuaato en el apartado ante- 
rior, no se llevará a cabo la excudadh. .m? ( h t i -  
m h t o . )  
Sometemos e votaci6n el númcro 3 CÍM osta COR*C- 

dbn. 
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Efwtuada la wtacibn, 'dio el siguiente multado: wtos a 
favor, 22; en contra, uno; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 20 
del proyecto. 

El artículo 20 bis que figura en el informe de la Ponen- 
cia trae causa de la admisi6n de la enmienda 209 del 
Grupo Parlamentario Popular en el artículo 5: Por tanto, 
no tuvo enmiendas este artículo 20 bis sino que la nueva 
f6rmula del artículo 5.' incluy6 esta nueva introducción 
del artículo 20 bis. Por consiguiente, lo sometemos direc- 
tamente a votación. 

A<t(ouio 
b'r 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 23; en contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 20 
bis. 

El seiior RUIZ CALLARDON: Seiior Presidente, una 
observación de puro orden. Supongo que ya no será artl- 
culo 20 bis, sino que en la redacción definitiva que se 
haga del texto del proyecto de ley, una vez dictaminado, 
será el 21 y correrán los números. 

El señor PRESIDENTE: Eso normalmente lo haremos 
tras el debate en el Pleno, para que los Grupos manten- 
gan sus enmiendas a los artfculos 21, 22 y 23, como eran 
originalmente, y, después, cuando la ley se remita al Se- 
nado, ya que empieza un trámite parlamentario nuevo, 
se pone la numeración. ¡Ojalá se cumpla esa obligación!, 
porque, después, a pesar de nuestras previsiones, aparece 
en el aBoletln Oficial del Estado., como en la ley del 
Seguro, recientemente, un artículo 2: bis. 

Entramos en el artículo 21 del proyecto de ley. Sobre 
este artículo, podríamos hacer también el uebate en dos 
partes: primero, el debate de supresión total del artlculo 
21 y, después, algunas enmiendas que plantean modifica- 
ciones puntuales o concretas, mejor dicho, al artículo 21. 

Entre las enmiendas que proponen la supresión del 
artfculo 21, están la número 13, del seiior Vicens; la nú- 
mero 3 1 ,  del señor Rodríguez Sahagún; la del señor Ban- 
drés; la número 165, del Grupo Vasco, y la número 238, 
de Minoría Catalana. Y, después, las enmiendas que pro- 
ponen correcciones concretas serlan la número 89, del 
setior Pérez Royo, y la número 239, del Grupo Minoría 
Catalana. 

Por tanto, debatimos, en primer lugar, las enmiendas 
de supresi6n. El señor Vicens, para la defensa de su en- 
mienda número 13, tiene la palabra. 

Artlarb21 

El señor VICENS 1 GIRALT: Mi enmienda número 13 
pretende, como acaba de decir la Presidencia, la supre- 
sión de todo el artlculo, porque me parece una amenaza 
grave para todos los medios de comunicación, pues pare- 
ce que este artículo esté hecho para apretar aún más las 
clavijas a lo dispuesto en el artfculo 1 1 ,  que debatimos a 
fines de junio. Como recordarán SS. SS., en el artfculo 1 1  
M establece implícitamente el principio de autocensura, 

es decir, se coloca a los directores de peri6dicos en una 
situación en que se ven prácticamente obligados a censu- 
rar su propio periódico, puesto que con una tipificación 
penal abierta como la que hace ese artículo 1 1  y con la 
previsión de una pena de prisión menor y multa de hasta 
750.000 pesetas, se les hace responsables no 6610 de aque- 
llo para lo que son responsables según el artículo 15 del 
W i g o  Penal, es decir, de los artículos de autor descono- 
cido o residente fuera de Espafia, sino que, de acuerdo 
con el artículo 11, son responsables además de los artícu- 
los firmados, en el lenguaje del artículo 1 1  de esta ley, los 
artículos de opinión. Pero parece que con esto no era 
suficiente, no bastaba, y aquí, en el artículo que debati- 
mos ahora, el artículo 21, se amenaza la existencia mis- 
ma de los propios medios de comunicación, es decir, de 
la prensa y de la radio, que, informando verazmente, han 
sido grandes motores para la recuperaci6n de la demo- 
cracia en la etapa final del régimen anterior. 

El artlculo 21 es una verdadera espada de Damocles 
sobre los medios de comunicación, pero una espada de 
Damocles que no intimida a los que apoyan al terrorismo 
y al golpismo. La Constitución autoriza los secuestros de 
periódicos -lo sabemos-, pero no los cierres de perió- 
dicos. La autorización de secuestros está prevista en el 
artículo 20, punto 5, de la Constitución cuando se pro- 
duzca mediante resoluci6n judicial. De ahí la gravedad 
de este artículo 2 1 ,  que debatimos ahora, que consiste en 
que bastará 13 simple querella admitida del ministerio 
público para clausurar de oficio cualquier peribdico, re- 
vista o emisora de radio. A mi juicio, la intimidación que 
esto supone atenta directamente al derecho a la libertad 
de expresión. ¿En qué quedará el derecho a comunicar y 
recibir información veraz de que habla el artículo 20 de 
la Constitución? Yo cro que, a partir de la aprobación de 
este artículo 21, si se aprobase tal como nos lo propone el 
Gobierno, las empresas periodísticas quedarían conside- 
radas como industrias toleradas en cuanto a las condicio- 
nes para la clausura de sus instalaciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Bandrés tiene la pa- 
labra. 

El señor BANDRES MOLET: Para hacer mías en reali- 
dad las palabras del señor Vicens e indicar que este artí- 
culo establece de hecho una especie de pena de muerte, si 
vale la expresión, para un medio de comunicación. Todo 
el mundo sabe que, dada la lentitud de nuestra justicia, 
una medida precautoria, provisional en principio como 
ésta, representa y representará en realidad la bancarrota 
de la propia empresa periodística. A mí me parece que 
esto es casi institucionalizar en un precepto legal aquel 
penoso procedimiento empleado contra el periódico 
=Madrid., triste suceso de nuestra historia reciente. Ade- 
más, yo creo que este artículo tiene muy difícil encaje 
constitucional, porque, como se ha dicho ya, el artículo 
20 de la Constitución sf permite el secuestro de las publi- 
caciones, es decir, la tirada de libros, de revistas, de pe- 
riódicos, de la publicacibn, en defintiva, de grabaciones, 
porque la técnica ha avanzado ya a otros sistemas, ya 
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sean visuales, ya sean auditivos, u otros medios de infor- 
maci6n, pero no autoriza de ninguna manera el cierre 
provisional ni definitivo de los medios de difuói6n de la 
propia empresa periodística. 

Entonces, a mí me parece que esto es no s610 un grave 
sino un gravísimo atentado a la libertad de expresión 
-no qukla emplear esta expresión pero es así-, una 
espada de Damocles, no hay más remedio que decirlo; 
algo que está ahí pendiente encima, pelignwamente, so- 
bre la libertad de los medios de expresi6n y me parece 
evidentemente peligroso. 

Por todo ello, señor Residente, estamos solicitando la 
supresibn total del artículo 21. 

El señor PRESIDENTE: El señor Vizcaya, para la de- 
fensa de su enmienda número 165, tiene la palabra. 

El sefior VIZCAYA RETANA: Pienso que nos encontra- 
mos ante uno de los artículos que mayor oposición susci- 
ta. A pesar del lógico cansancio de la jornada y el hecho 
de que el tema hubiese sido abordado con bastante pro- 
fundidad con motivo del estudio del artículo 11, no lo 
parezca así, lo cierto es que estamos en presencia de un 
artículo sumamente peligroso y, por otra parte, yo pienso 
que iníitil. 

La Ley de Defensa de la democracia, si mal no recuer- 
do, ya que estaba yo presente, pues era miembro de la 
Ponencia y de la Comisión, aprobada después de los suce- 
sos del 23 de febrero, que contenía una norma similar a 
la discutida en este artículo 21, no fue aplicada nunca, y, 
sin embargo, bien que ha habido en unos u otros medios 
de comunicaci6n, no ya artículos de opinión, sino incita- 
ci6n directa a actos de bandidaje, a actos de terrorismo o 
actos de rebeli6n. No se ha aplicado el precepto, ¿por 
qué? Yo pienso qhe porque a los propios socialistas en el 
poder y en su momento a la UCD en el Gobierno les 
repugnaba la aplicaci6n de este artículo. (E2 serfor Ruiz 
Gaüardbn, dirigiéndose al sertor Vizcaya Rerana, pronuncia 
oaiabras que no se perciben.) No; no le estoy dando la 
razón, senor Ruiz Gallardón, porque, si no se va a apli- 
r r ,  mejor que no esté. Usted habla en alto, yo le oigo, y 
te respondo. Entonces, es mejor que no esté. 

Vayamos a estudiar este artículo 21 en alguno de sus 
aspectos más llamativos. Yo parto del supuesto de que 
ma setencia firme puede acordar la clausura de un me- 
iio de comunicaci6n, pero aquí no estamos hablando de 
ina sentencia; atamos hablando dé un auto o de un 

acuerdo del Juez de oficio o a petici6n del Ministerio 
Fiscal. Lo de oficio, lo entiendo; que sea obligatoriamen- 
te a petici6n del Ministerio Fiscal, e8 decir, que el Juez 
esté obligado a acordar esta medida por el solo hecho de 
que en la querella así lo solicite el Ministerio Fiscal, creo 
que no solamente es ya una interferencia graie, sino que 
a una limitaci6n tremenda en las facultades jurisdiccio- 
nales de la judicatura de los jueces y de los tribunaks 
que juzgan a este respecto. 

Se dice que admitida la querella presentada por el Mi- 
nisterio Fiscal, el Juez, de oficio o a petici6n de dicho 
Ministerio, cuando solicite esta medida, cuando lo solici- 

te el Ministerio Fiscal, ordenará, esta obligado a ordenar 
la medida del cierre provisional del medio de difusi6n a 
que hace referencia este artículo. 

Por tanto, aquí sí que hay una invasión clara de la 
esfera de independencia que tiene el Juez. Al Juez, el 
legislador le está diciendo: cuando lo pida el Ministerio 
Fiscal, usted cierra, acuerda el cierre provisional del me- 
dio de comunicaci6n, piense usted, como Juez, lo que 
piense al respecto. Es decir, nos podríamos encontrar con 
la paradoja de que el Juez manifiestamente sea contrario 
a esta medida, porque no la considera oportuna, no la 
considera necesaria o no la quien tomar. El hecho de 
que en la querella se solicite del Ministerio Fiscal fuerza 
al Juez a adoptar esta medida. Esto me parece sumamen- 
te grave en un Estado de Derecho que consagra la inde- 
pendencia del Poder Judicial. Eso, en primer lugar. 

En segundo lugar, ya no se trata del secuestro de una 
publicaci6n, que en todo caso se podría entender por re- 
soluci6n judicial, como dice la ConstitucMn. Un ejemplar 
donde de forma manifiesta se incita, por ejemplo, a la 
rebeli6n, se podría entender que el Juez acordase (aun- 
que, por cierto, el texto no habla de resoluci6n motivada, 
dice simplemente #acordar, y yo no sé si sería una reso- 
lución motivada o no, podría hacerlo sin resolución moti- 
vada) el Secuestro de esa publicacibn primero, porque al 
no ser firme tampoco son definitivos los danos que se 
provocan al medio de difwi6n al que se hace referencia, 
porque un secuestro puede originar un mal econ6mic0, 
una pérdida incluso de prestigio, de imagen, unos danos 
econ6micos, pero, fundamentalmente, no tiene nada que 
ver con lo que podría suponer que durante tres, cuatro o 
cinco días esté cerrado un medio de comunicaci6n. Es 
decir, que no me opongo al secuestro por resoluci6n judi- 
cial, a lo que me opongo es al cierre de este medio de 
difusi6n y a la ocupaci6n de los instrumentos del delito 
como son instalaciones, maquinarias, enseres, etcétera; 
yo creo que es una medida desproporcionada. Hasta que 
no haya sentencia, hasta que no haya el juicio contradic- 
torio donde se manifiesten las partes y se aporten prue- 
bas no se puede tomar una medida tan grave como es el 
c iem provisional de un medio de comunicaci6n teniendo 
otra posibilidad como es el secuestro de la publicaci@, 
que es un aldabonazo muy fuerte de ese medio de comu- 
nicaci6n y, por tanto, no creo que debamos acudir a esta 
medida que considero desproporcionada y absolutamen- 
te grave. 
Más tarde se dice que a los tres días siguientes de la 

adopci6n de las medidas anteriores o dentro de los tres 
días, el Juez, oído el Ministerio Fiscal y a la vista de las 
alegaciones de las partes, las ratificará o dejad sin efec- 
to, en todo o en parte, mediante auto. Si para ratificar o 
no ese ciem provisional el Juez va a dar audiencia a las 
partes, ~c6mo no da audiencia a las partes cuando ha 
ordenado el cierre por tres días cuando y, como he dicho, 
los donos que 8c pueden derivar son enormes? ¿Por qué 
después a la hora de decir -aunque es provisional tam- 
bién- ratificará o no esta medida por medio de auto se 
da audiencia a las partes y no antes? Si estuviésemos 
pensando en un delincuente al que se le coge en un delito 
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flagrante y hay que detenerle, se entendería, pero es que 
estamos pensando en una publicación que sigue publi- 
cándose, que iguai un día publica un artículo de grave- 
dad por su incitación - c o m o  he dicho antes- o apolo- 
gía a la rebelión y al terrorismo, pero maiiana no dice ni 
una palabra al respeto y publica las noticias de fútbol. 
Atengámonos a la importancia y a la gravedad del hecho. 
La publicación del día de hoy es la que ha &do origen a 

esta situación?, sccuéstrese con resolución judicial o, en 
todo caso, vayamos al juicio contradictorio con la exposi- 
ción de las pruebas de las partes. En el peor de los casos, 
acúdase a un sistema procesal en virtud del cual desde el 
primer momento las partes puedan comparecer y alegrar 
sus razones o lo que estimen pertinente y que no se 
acuerde una medida tan grave y con tan graves repercu- 
siones con una total y absoluta indefensión. 
Yo no soy un experto en medios de comunicación, pero 

por lo que he oído de personas para mí de toda credibili- 
dad y confianza, tres días desde que se acuerda la medi- 
da -ya sabemos cómo camina nuestra Justicia y aunque 
diga la ley dentro de los tres días siguientes es posible 
que nos presentemos en cinco-, yendo a lo que dice 
expresamente la ley, dentro de tres días, según los exper- 
tos tres días en un medio de comunicación pueden cau- 
sar un dafio irreparable, un daiío por lo menos muy 
grande, muy peligroso y no estoy ya s610 hablando del 
prestigio, sino incluso material. 

Por tanto, mi Grupo se opone rotundamente a este ar- 
tículo 21 y solicita del Grupo Socialista que aunque evi- 
dentemente no se vaya a prestar a aceptar nuestras en- 
miendas, por lo menos aminore la rigidez y las conse- 
cuencias del párrafo primero, d t  desde el principio au- 
diencia a las partes, es decir, permita un derecho funda- 
mental que consagra la Constitución, que es el derecho a 
la deiensa. Si un detenido tiene derecho a ser defendido, 
a ser asistido por letrado desde el mismo momento de su 
detención, un medio de comunicación debería tener de- 
recho a ser asistido a ser oído y a exponer sus puntos de 
vista desde el momento en que le detienen, que es ni más 
ni menos que prohibirle salir adelante y ocupar sus ins- 
talaciones. Démosle también a esta persona jurfdica que 
es el medio de difusioxi los derechos que les correspon- 
den. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da 238, tiene la palabra el señor Trías de &s. 

El sciior TRIAS DE BES Y SERRA: Muchas gracias, 
seiior Presidente. Ante todo, manifestar que nuestro G y  
po Parlamentario va a retirar en este caso todas las en- 
miendas que tiene vivas a este proyecto de ley, excepto la 
referencia al artículo 21 que ahora se debate. Ello no 
quiere decir, setior Presidente, que nuestro Grupo Parla- 
mentario esté de acuerdo con el texto que se nos somete 
a debate, que acepte todos y cada uno de los artículos, 
irá vc:tndo en las sucesivas tramitaciones parlamenta- 
rias según su propio criterio y apoyando o no enmiendas 
de otros G r u p a  Parlamentarios, pero cree que este artí- 

culo es fundamental, es quizás el más importante de la 
ley y me explicaré en la defensa de nuestra enmienda de 
supresión. 

Este artículo, seiior Presidente, ya se ha dicho que trae 
causa, como es evidente, del artículo 1 1  ya debatido, el 
de la apología del terrorismo o de las acciones terroristas 
que se contemplan en esta ley, y en ese artículo 1 1  nues- 
tro Grupo Parlamentario no atinó en aquel momento en 
solicitar alguna enmienda que hubiera tenido que pre- 
sentar consecuente con esta de supresión del artículo 2 1, 
pero sí apoyará otras enmiendas, por ejemplo, las del 
Grupo Parlamentario del PNV que solicitan la supresión 
del artlculo 11, o, cuando menos, de algunas de las ex- 
presiones o de los párrafos de ese propio artículo 1 1  que 
hacen referencia a la apología como son, por ejemplo, los 
referentes a la publicación y difusión en los medios de 
comunicación social de artículos de opinión, reportajes 
informativos o cornposiones graficas que tiene relación, 
señor Presidente, y por eso lo cito, con el artículo 21 que 
ahora debatimos. Nosotros creemos que es una extrali- 
mitación en la elaboración de un proyecto de ley como el 
que nos ocupa el introducir lo que ya se ha citado, lo que 
se llama la censura previa o la censura indirecta en el 
artículo 21; es también un atentado a la libertad de ex- 
presión, reconocida en el artículo 20 de la Constitución 
-ya se ha dicho también pero yo lo reitero-, el artículo 
1 1  en su actual redacción y lo es mucho más el llegar a 
cerrar un medio de difusión por un artículo de opinión a 
petición del Ministero Fiscal por la admisión de una que- 
rella por un delito de los comprendidos en esta ley. 

El artículo 50.2 de la Constitución, señor Presidente, 
permite desarrollar o limitar las libertades de la Consti- 
tución contenidas en el artículo 17 y en el artículo 18, 
pero no nos permite limitar las libertades contenidas en 
el artículo 20, y de ahí que yo haya utilizado la expresión 
extralimitación en las funciones de esta propia Comisión 
elaborando este proyecto de ley que desarrolla, como se 
ha dicho repetidas veces, el artículo 50.2 de la Constitu- 
ción. La libertad de expresi6n no puede limitarse en este 
proyecto de ley y cualquier limitación a la libertad de 
expresión, como se hace en el artículo 1 1  y en el artículo 
21 que está relacionado con él, es un gravísimo atentado 
a la libertad de expresión. No se puede, no ya a los direc- 
tores de Los peri6dicos, sino a los profesionales de la in- 
formación, someterles a una censura indirecta que les va 
a limitar su libertad de actuación y de información y 
que, por tanto, va a atentar a una libertad y derecho 
fundamental reconocido en la Constitución y por el cual 
todos los grupos políticos de esta Cámara han luchado 
durante tantos aiios. 

Está bien que se intente reprimir la actuación de ban- 
das armadas y terroristas, que se limite la apología, que 
se castigue la apología, pero utilicese la imaginación pa- 
ra buscar otros medios y no los que se utilizan en este 
artículo 21 que pueden causar, como ha dicho el PNV en 
la intervención anterior, un mal irreparable. 

Por otra parte, señor Presidente, el sistema arbitrado 
en el artículo 21 atenta contra la libertad del Poder Judi- 
cial, es una intromisión, como ha dicho el seiior Bandrés 
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en alguna ocasi6n esta tarde, en la libertad del Juez de 
decidir, puesto que quien tiene la potestad jurisdiccional 
es el Juez y no puede venir limitada a la admisibn de una 
querella por un delito para, a petición de Ministerio Fis- 
cal, tener que cerrar un medio de comunicación. Cree- 
mos que éste es un error grave, que se introduce en esta 
ley una cuesti6n que no se deberfa introducir, que va 
mucho más allá de todas las otras leyes y que tampoco 
va a servir para nada en la lucha o la represidn contra el 
terrorismo, sobre todo con los planteamientos que hoy 
tiene el Ministerio del Interior para luchar contra el te- 
rrorismo. Por tanto, evitemos el bochorno de limitar la 
libertad de expnsi6n y eliminemos de este ley este artf- 
culo 21 y luego, en su caso, en el Pleno eliminemos el 
artículo 11 en lo referente a los artículos de opini6n que 
se Castigan como delito en esta ley. 

Por otra parte, este artículo, y ya por último, senor 
Presidente, hace referencia al artículo 48 del Cbdigo Pe- 
nal, que no viene a cuento, puesto que el artículo 48 del 
Cddigo Penal de lo que está hablando es de delitos ya con 
sentencia firme y en este caso estamos hablando de sim- 
ple admisión de la querella para decretar el cierre de un 
medio de comunicaci6n. Yo solicito reflexión a todos los 
Grupos de la Cámara, es decir, a los que pretenden el 
mantenimiento de este texto para que, desde aquí y por 
mucha y muy buena voluntad que se tenga en la repre- 
sión contra las bandas armadas y el terrorismo y para no 
ser influidos por los acontecimientos de hoy mismo, se- 
iior Presidente, no introduzcamos en una ley un precepto 
que no esta autorizada esta Comisión, ni siquiera por la 
Consti tuci6n, para introducir . 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El seiior PRESIDENTE: Para turno en contra de las 
enmiendas planteadas, el senor Granados tiene la pala- 
bra. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Residente, 
nuestro Grupo, el Grupo Parlamentario Socialista, hubie- 
ra comprendido que el conjunto de las enmiendas que 
los distintos Grupos de la oposici6n mantienen a este 
artfculo 2 1 hubieran incidido en resaltar determinados 
fallos que, indudablemente, existen desde un punto de 
vista de técnica jurídico-penal más que poner el énfasis 
en las valoraciones polfticas y en las argumentaciones 
que vuelven otra vez a reproducir viejas argumentacio- 
nes que incluso alguno de estos Grupos enmendantes se 
apresuraron a poner de relieve con motivo de su primera 
intervenci6n en la mafiana de hoy. Pero como, efectiva- 
mente, se ha producido una enmienda de este matiz de 
carácter técnico-jurídico que acaba de sernos recordada 
y mantenida por el wnor Trfas de Bes, voy a empezar 
primero contestando a ésta para después entrar dincta- 
mente a responder a esas argumentaciones políticas que, 
en el fondo, mantienen y subyacen al resto de las en- 
miendas que interesan la supmi6n de este artículo 21 
del proyecto de ley orghica que nos ocupa. 
Dice el renor Trías de Bes que resulta desafortunada la 

cita que se hace en el segundo apartado del niimero 1 de 

este articulo al articulo 48 del W g o  Penal, puesto que 
este artículo se refiere ya prácticamente a la ejecuci6n de 
una sentencia del Juez, naturalmente, de los trimites 
procedes del juicio. Puea nosotros no vemos que aea 
ddortunada,  sino que, por el contrario, al- dla ocu- 
pará la atención de los estudiosos del Derecho Penal y 
algún día ocupará la atención de no pocos fallos jurispru- 
bdenciales que hay que entender por efectos o instnimen- 
tos del delito a efectos de distinguir si, de acuerdo con lo 
que dispone el articulo 48 del código Penal, ha de decre- 
tarse el decomiso de los mismos y su destino conforme 
establece el citado articulo y cuáles otros no pueden ser 
objetor calificadas como instrumentos de delito, con lo 
cual no correrán este destino. Para ser más claros, el 
propio precepto,contempla ya aprima facies una distin- 
ci6n muy clara cuando habla de que el c iem provisional 
del medio de difusi6n tendd que elevarse a definitivo o 
levantarse. Es el último inciso del pámfo segundo. Pero 
cuando está hablando de los instrumentos del delito, las 
instalaciones, maquinarias y enseres con los que se hu- 
bieren realizado las actividades tipificadas anteriormen- 
te está incidiendo y llevándolos expresamente a la consi- 
deración de instrumentos del delito con el destino que les 
da el artículo 48. Luego no es ociosa la referencia que se 
hace del artículo 48, sino que está estableciendo una dife- 
rencia muy sustancial que, repito, va a dar origen a di- 
versas interpretaciones en la casuistica diaria que se 
plantee, porque una máquina de escribir está muy claro 
que puede ser instrumento del delito, un teletipo ya va 
siendo más dificil, la instalaci6n eléctrica, las termina- 
ciones de télex, etcétera, ya van planteando mayores difi- 
cultades al juzgador. En consecuencia, aquf es donde, 
desdc el punto de vista jurídico-penal, yo creo que se 
podlan haber lanzado las mayores críticas a este articu- 
lo. 

Los compañeros Diputados enmendantes han preferi- 
do, como dije al principio de mi exposición, llevar al 
terreno polftico exclusivamente la defensa de sus inter- 
venciones, y entre éstas hay que destacar -y lo decimos 
con el mismo respeto que siempre queremos manifestar 
y reiterar en nuestro ánimo- a esa especie de fijaci6n 
obsesiva del senor BandrCs cuando se refiere a la época 
pasada, la época de la represión de los tribunales espe- 
ciales, de la falta de libertades, para decir a continua- 
ción, unas veces muy abiertamente, otras de manera en- 
cubierta, que el Partido Socialista parece que tiene cierto 
empeño en rrmemomr aquellos tiempos. No es así, seiior 
Bandrés. No es así porque nosotros y nuestro Grupo no 
pmtendemos, ni mucho menos, coartar la libertad de ex- 
preribn, que wmol uno de los primera o como el que 
máa en defender y mantener en sus justos límites. No 
queremor cercenar ninguna libertad ni querernos Cenar 
ningh periá$ico, y prueba de ello es que ahí tenemos 
diariamente cómo desde un lado y d d e  otro se están 
lanzando editoriales, opiniones, comentarios, artículos, 
etcétera, que mucha de ellos merecerían incluso esta 
medida criutelar. Sin embargo, hasta ahora hay muy po- 
cas querellas de ese apéndice del Poder Ejecutivo que 
ustedes calificaban a1 Ministerio Fiscal; pocas inrtruccio- 
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nm tiene que tener cuando no se ha producido, que yo 
sepa, n i n m  de estu  acciones en loa J l t i m  años y, 
derde luego, desde que hay un Gobierno sociaiista. . 
No. La explicaci6n es mucho mii rencilla. Usteder, al 

poner el érúmis, como =tea &a, en el upecto político, 
están olvidando d a  88pecto0 fundunmtdes que yo voy a 
poner de dieve: en primer lugar, el propio artículo 21 
en la foamul.ci6n, que presenta el texto & la Ponencia, 
dice que ata medida de cierre pmdsional del medio se 
pduci rá  cuando la solicite de manera excepcional el 
Ministerio Fiscal, es decir, que ya incluso en su formula- 
ci6n le está imponiendo un freno que entrará dentro & 
su libre criterio, por supuesto, pero al mbmo tiempo un 
marco de ponderación al ministerio público, con el fin de 
que no sea automática la querella y la petición de cierre 
provisional de este medio de comunicaci6n o dibMn de 
la noticia. Dice: .cuando solicite esta medida excepcio- 
nal de aseguramiento ... m. ñimer punto de referencia. 

Segmdo punto de referencia: los precedentes legislati- 
vos que tenemos actualmente en el propio código Penal 
vigente. 
Y lee recuerdo a SS. SS. que no está tan lejos la modifi- 

cación de la Ley Orgánica, de 25 de junio de 1983, de 
reforma parcial y urgente del cddigo Penal, sobre cuya 
reforma, de loa Grupos que hoy están aqul poniendo de 
relieve intenciones torticeras, que no existen en el Grupo 
Socialista, ninguno de ellos dijo absolutamente nada, o 
al menos ninguno se 1-8886 las vestiduras -y ahí estd el 
.Diario de Sesiones- cuando se aprob6 el artículo 216 
bis a) y cuando se aprob6 el 452 bis d) de este W i g o  
Penal. Y les voy a recordnr -poque la memoria paree 
que está frágil- que el artlculo 216 bis a) del a l g o  
Penal dice, en su pirrofo segundo, que admitida la que- 
rrlla presentada por el Ministerio Fiscal por los delitos 
comprendidos en este artlcuio - q u e  son los de rebeli6n- 
-, el Juez, a petici6n de aquél, ordenad el cierre provi- 
sional del medio de dihi6n y, si lo creyere procedente, 
la ocupacidn material de los instnimentos del delito. En- 
tonces a SS. SS. les p m l a  muy ju to  que por tratarse 
de acudir a sofocar una medida de rebeli6n re pudiera 
cerrar un medio de comunicacidn por la simple querella 
del Ministerio Fiscal, y ahora no les parece tan justo 
porque, quizá, no o s t h  uimilurdo en el subconsciente el 
delito de rebelión al delito de terrorismo de bandas ar- 
mados. Y eato hay que decirlo mí; con la misma claridad 
con que ustedes se expresan, porque yo tampoco tengo 
pelos en la lengua. 

Después, en el artlculo 452 bis d) del cddigo Penal, 
delkm que favorecen la pmtitucith, dice el párrafo ter- 
cero que en cuo & procedimiento judicial, por cuales- 
quiera de 106 delitos pnvistcm en erte artículo, el Juez 
instnictor podri ordenar el cierre provisional del local o 
pute &i mismo a que hace r&mncIa este articulo, cuyo 
duetio, gerente, e, administrador o .rruidiwio 
fuere procesado; no dice fuuv condenado. Luego, en con- 
lecuancia, no estuno8 acudiendo a ninguna medida & 
excepcididad, no estamos vulnerando la Coartituci4nn, 
no non estunor dtando ni estamor r tmpel l~do princi- 
pios jurídicos que estls perfectamente comolidadoa en 

nuestro Derecho y asimibdos en n w m s  convicciones 
políticar, señores enmenduites. Estamos, simple, lisa y 
llanamente, extendiendo a un supuesto, sin duda más 
grave que los delita que favorecen la proetltuci6n, y tan 
grave como el de la nbeli6n, supuestos excepcionales 
que ya rtin contemplados en nuestro código Penal. Y 
vuelvo a reiterar que ahl está el aDivio  de Sesiones*, a 
ver si empleuon SS. SS. los mismor argumentos políti- 
tm que nos acaban de lamar en ertos momentos. Esto lo 
tienen que saber la opinión pilblica y los medios de co- 
municaci6n, porque el Partido Socialista de ninguna ma- 
nera cst i  dispuesto a arrostrar con un sambenito que no 
les pertenece y que no va de acuerdo con las intenciones 
que busco a1 poner esta ddstica medida, que será dura, 
pero que es neceooria, como todas 1aa que contempla esta 
ley excepcional. 

El señor PRESIDENTE: El señor Bandrés, para répli- 
ca, tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: Utilizar6 esta mi Última 
intervenci6n, porque ya no me quedan más endiendas, 
para decir que tengo que reconocer que es verdad que ha 
habido prudencia en la apiicacibn de este tipo de precep- 
tos, en alguno que se parece mucho a éste, y que espero y 
deseo siga habiendo suma prudencia en lo sucesivo. Pero 
tambih he de decir al señor Granados que yo no tengo 
ninguna fijaci6n obsesiva por períodos pasados. Yo me 
he p m d o  la vida pidiendo amnistía: la amnistía es olvi- 
do y yo ya me he olvidodo de casi todo. Lo que pasa es 
que si ustedes me traen un proyecto de ley jurídicamente 
antediluviano, tengo que referirme al Cuatemario, no 
puedo referirme a los tiempos futuros, sino a los anterio- 
res. Y si a mí esto que uatedca proyectan es el artículo 2 1 
me recuerda lo que pas6 con el peri6dico *Madrid*, lo 
tengo que decir, por honradez simplemente. Al peri6dico 
*Madrid* no se le secuestraron los números del peri6di- 
co, sino que se le clauur6 el sistema de producir peri6di- 
cos, y esto es lo que prevé esta ley, ni más ni menos, para 
supuestos excepcionales, en casos muy raros, a petici6n 
del fiscal, con una querella por medio ... Pero cuando el 
Ministerio Fiscal un dia se decida a hacerlo, yo le asegu- 
ro que no serán tres días, que serán tres más cinco y más 
lo que cuelgue, que ya sabemos, y ese peribdico se habrá 
cerrado definitivamente. Eso es u1 de claro y yo si lo 
picnso uf tengo que decirlo, y haciendo uso de esa, muy 
reconocida, saei.pda lilwrtod de expresi611, así me he ex- 
presado y así sigo penundo pe8e 8 108 argumentos, por 
otra partc serioa y muy respetables, que el señor Grana- 
dos ha mifertado m cata tarde. 

El seiior PRESIDENTE: El señor Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El señor ViZCAYA RETANA: Señor Presidente, en pri- 
mer lugar, c m  que cuando se ha uuüzado el artículo 2 1 
por lo0 enmendames, en concreto por &te que ahora uti- 
liza el turno de róplica, a n d o  se ho criticado el artículo 
21, yo he hecho referencia a phafos concretos del artí- 



COMISIONES 
- 6184 - 

5 DE SEPTiEMBüñ DE 1984.-NUM. 202 

culo, a su contenido, a lor riesgos, a loa daiios que puede 
producir, a la cOnrtituci6n... Yo no he hecho n i n m  jui- 
cio de intenciones. Juicio dc intcnciaucs es el que ha 
hecho e1 UiQr Granados cuando puace que ha dejadc 
caer que hay detorminador gnipoa que pnsuitan esta 
enmien4, que cuando se refieren a peri6áicoa que inci- 
tan a la rebeliOn piden la aplicación de esta ley, y cuanda 
se trata de otros que apoyan al terrorismo no. Esto a 
intolerable. No es ésta In visi6n ni el punto de vista por 
lo menos del Grupo Parlimcntyio que en estos momen 
tos está repruentado por mí, en abroluto. 

Hay dos cosas duar. Una, si Cui la ley, se aplica. Si cl 
Ministerio Fiscal, como decía el señor Granados, ha visc 
pasar por delante de sus ojer múitiplw ocasiones, graves 
ocoricmes, exaepcionaies ocasiones en que se ha inciuda 
a la rebelión o al terrorismo y no ha aplicado la ley, muy 
mal hecho, porque la ley está para aplicarla. O se deroga 
la ley, o se modifica, o su aplica, o se manda aplicar por 
aquellos que dicen que este precepto es bue~o. Otra com 
es que ate Gobierno, hasta tanto se dicte esta ley que 
tenla la posibilidad do modificar lo que est8 en el Cddigo 
Penal, o aquella llamada Ley de la deknis de la demo- 
cracia, apmvechasc la ocui6n para modificar este artl- 
culo, si a que no estaba de acuerdo con él. 

Dice el senor Granados que les colgamos el sambenito. 
Pues claro qut"ia colgamos el sambenito porque, eviden- 
temente, (quién ha presentado este proyecto de ley? Me 
puede decir que ya existía, Por supuesto, pero también 
está la posibilidad del Ejecutivo de haber derogado, de 
haber modificado, de haber cambiado este artículo 21. 
Por supuesto que tiene toda la responsabilidad del artl- 
culo 21. 

En segundo lugar, en cuanto a la doctrina de los pro- 
pios actos, señor Granados, este G ~ p o  votó en contra y 
c m  que el seiior Bandrts también; no sé otros grupos. 
Lo cierto es que este G ~ p o  voto én contra de aquel artl- 
culo de la Ley de la defensa de la democracia y vot6 en 
contra cuando se trat6 en el Cúdigo Penal. @ue tenemos 
que raagama Las vestiduros cada vez que no estamos de 
acuerdo con algo? Pues no, esto no. Tampoco me he ras- 
gado las vestiduras hoy. Creo que simplemente he inten- 
tado poner sobre la mesa, para conocimiento de la Comi- 
siáa, loe graves defectos de coarecumcias jurídicas y de 
consecuencias políticas que tiene este precepto. 

Cuando ha hablado de las cama de pmrtituci6n y srte 
tipo de COUI), usted mismo, cuando ha citado el artículo, 
si no recuerdo mai, ha hablado de rpmcesadoa. El artí- 
culo 21 no habla & procesado. El p h a b  primero dice 
que admitida la quereh premntada por el Ministerio 
Fiscal se cierra provisionalmente el medio de dihión; 
no dice para nada que baya habido un auto $e procera- 
miento. Por tanto, no los equipare porque no mn equipa. 
rabler, primero, en sus consecuencias; segundo, ni en su 
contenido ni carecterístius del atableclmiento que UI- 
ted ha citado con lor media de d h i d n ,  que no tienen 
nada que ver; y, en terser lugar, ni siquiera tCcnicpmente 
tiene vaior de precedente o de explicación, porque ahí se 
esti hablyido de eprocerado~ y en el artículo 21, párrafo 

primero, no se habla de que K hubiese pmccrcrdo ai titu- 
lar del mcdio de W n  q w  m cierra provisionalmente. 

V a l o r u h m  pcdlticu. Usted ha debido uiiuiau lo que 
atasrm panmn¿o, pero no lo que hemor dicho. Yo me he 
limitado a rshlar lo que dice la Conrtitución en cuanto 
a la clausura de medios de comunicrici6n por medio de 
resoluci6n judicial. Le he habido precisamente de la po- 
aibilidad de no acudir a una medida tan grave como es el 
secucst~p del ejemplar. Imagínese usted que aquí está la 
Televisi611 y piense ea el supuesto de cierre provisional 
de la Televisi611 durante cinco o seis dios -porque sabe- 
mos que eww tres se van a promgar-, lo que es la 
ocupación de instalaciones, maquinacias, enseres de Te- 
leviai6n Eapathoh, porque a veceo se fiji uno en un perib 
dico pqwfio, pero eete artículo permite todo esto. Por 
tanto, &re usted en que yo estaba habiando de las con- 
secuencias graves e irreparables de una medida como 
ésta sin eentencia, sin auto de proccmmiento, sin audien- 
cia de lar partes. Otra cosa sería si usted me mdeore la 
deciri6n del artículo 2 1.1 de uua serie de medidas o de 
garantías para que el propietario o el responsable del 
medio pudiese hacer ver al juez la inconveniencia, puesto 
que no ha sido ésa la intcnci6n, etdtera; pero no, es que 
e0 automáticamente. 

Esta -a, en un momento determinado usted ha 
dicho que esta ley refuerza la autoridad de¡ juez. Dígame 
usted c6ma queda reforzada la autoridad del juez que, 
aunque esté en contra de esta medida, está obligado a 
tomarla si se lo pide el Ministerio Fiscal en la quereila. 
¿En qué se rrfusrza iquí la autoridad del juez? ¿Me quie- 
re explicar, seiior Grados, cbmo el juez queda refona- 
do en su independencia y en la exclusividad de la potes- 
tad jurisdiccional cuando una querella le obliga, porque 
así lo solicita el fiscal, a adoptar una medida tan grave 
como ésta? ¿En quC medida queda potenciado el juez? 

El Senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el sefior Trías 
de &s. 

El sefiar TRUS DE BES 1 SERRA: Yo le agradezco al 
seiior Granados qw mc haya contestado, en primer lu- 
gar, a lo que se refiere a mi alusi6n a1 articulo 48 del 
c6di(lo P e d  que se citaen a t e  rrticuio 21, y que me 
haya expuerto su tesis rerpecto I la interpretecidn que w 
va a áar en d futuro por im -tudiosos del D e d o  sobre 
lo que son Los irutnimcntoci del delito y la finalidad de 
los miamos, en cuanto a la nueva redrccin de este artí- 
cuio 21, y la diferencia que hay entre el C6digo Penal y 
esta ley respacto de l a  mismos. 
Le agradezco que hubiera quuido centrar el debate en 

UM dkusión técnico-jurídica, que yo he querido citar 
para que no K diga que solrmente hemos enfocado nues- 
tra oposición desde el punto da vista exclusivamente po- 
lítico. Elle no puede disimular, m&r Granada, que nos 
e h n t a r s m  políticamente a un articulo que lo que hace 
es atentar contra Ir libertad de expmibn. Así de cloro y 
llano. Habfa instrumentos, y los hay, su€icientes como 
para llegar a m d i d u  similares, no tan drásticas y, sobn 
todo, como para no introducir en los media de dihi6n, 
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tanto dirección como profesionales que trabajan en ellos, 
el miedo a esa censura previa que significa la introduc- 
ci6n de este artlculo. 
Yo creo que el asunto es exclusivamente polltico, y yo 

no sé si tengo que refrescar la memoria para recordar los 
discursos de loa Diputados socialistas cuando, en anterio- 
res leyes de represión del terrorismo, se pretendlan intro- 
ducir artículos de este calibre. Creo -y mi memoria es 
frggil- que hubo discursos que no se asemejan en nada 
a lo que hoy pretende defender el Grupo Socialista. De 
todos modos, señor Granados, hay comparaciones que 
siempre conviene obviar, porque equiparar el negocio pe- 
riodístico con otros negocios suele ser bastante peligroso 
para quien no encuentra otros slmiles. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gra- 
nadas . 
c 

El seaor GRANADOS CALERO: Señor Presidente, ci- 
aéndome a una afirmación que acabamos de oír de boca 
del seiíor Trfas de Bes, yo diría que el articulo 21 de este 
proyecto de ley orgánica atenta a la libertad de informa- 
ción y de difusión de los diversos medios de comunica- 
ción en la misma medida en que un auto decretando la 
prisi6n provisional de un ciudadano atenta al derecho a 
la libertad que ese ciudadano tiene reconocido en la 
Constitución. Exactamente en la misma medida, ni más 
ni menos. 

¿Por qué en uno de los derechos más fundamentales de 
la persona, que es el de su libertad, se tiene que ceder e ir 
a parar a prisión, incluso preventivamente? Porque está 
regulado en la Constituciorí, en determinados supuestos 
delictivos del Cddigo Penal u otras leyes de la misma 
naturaleza. ¿Por qué se puede clausurar provisionalmen- 
te un' medio de comunicaci6n? Precisamente por lo mis- 
mo. Se cercena este derecho a la libertad cuando se usa 
mal y se incurre en un tipo delictivo, que no solamente 
es, y así hay que anticiparlo, dentro del delito especifico 
de apologla del terrorismo. Pensemos también que puede 
instrumentalizarse un medio de comunicaci6n para que 
determinados elementos integrados en bandas armadas 
puedan inacrtar diariamente anuncios, más o menos de 
contraseñas, encubiertos de una u otra manera, y esté 
sirviendo de cobertura al funcionamiento de esta organi- 
zaci6n. Existen muchas maneras de que un medio se vea 
implicado. 

Vuelvo a repetir lo que antes dije: Medida de carácter 
excepcional, de aseguramiento. No estoy de acuerdo con 
la interpretación que ha dado el señor Vizcaya a esta 
supuesta indefensión. No estoy de acuerdo porque él, al 
volcar todo su interh argumenta1 en desvirtuar los razo- 
namientos que yo habla dado antes, ha olvidado el párra- 
fo segundo; párrafo segundo que comienza diciendo: 
=Dentro de loa tres dlas siguientes a la adopción de las 
medidas urteriom, el Juez, oldo el Ministerio Fiscal y a 
la vista de las alegaciones de las parten, lar ratificará o 
dejará sin efectom. Luego quiere decirse que lo más que 
puede imponer la admisión de la querella del Ministerio 
pisblico en la que se solicite la clausura temporal de este 

medio de comunicación van a ser tres dlas, porque den- 
tro de los tres dlas el juez la va a ratificar, si estima que 
hay motivos suficientes, o la va a dejar sin efecto. Primer 
punto que usted omitla. 

Segundo, contra los autos que dicte el juez, dentro de 
las previsiones de esta ley se establece aquí mismo, en 
este articulo, un recurso de apelaci6n que dice que ten- 
drá que estar resuelto dentro del plazo de cinco dlas. 
Segunda garantla, la apelación. Tercera garantla, la ca- 
saci6n contra la sentencia que determine hipotéticamen- 
te la clausura definitiva del medio. La cuarta y última 
garantla es, señor Vizcaya, el recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional. 

Dlganme SS. SS. si, después de apurar todos estos re- 
cursos procedimentales y de carácter extraordinario ante 
un Tribunal Constitucional y finalmente se decreta la 
clausura de un medio, es para que nos lamentemos los 
españoles y nos rasguemos las vestiduras, porque se ha 
cometido una injusticia y se ha cerrado un medio de 
comunicaci6n. Díganme si esto es atentar contra la liber- 
tad de expresión o es ejercitar el derecho inalienable que 
tiene todo Estado democrático de garantizar el libre uso 
de las libertades democráticas reconocidas a todos los 
espadoles en la, Constituci6n. 

El seaor PRESIDENTE: Habían pedido la palabra, en 
relación con este articulo, los seiiores Mardones y Ruir 
Gallardón. Como no son enmendantes pueden intervenir. 
Tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
iíor Presidente. Pedla la palabra al amparo del artículo 
114.1 del Reglamento de la Cámara. 

Sobre este articulo 21, las observaciones de fondo ya 
han sido hechas por los señores parlamentarios enmen- 
dantes. Yo solamente quisiera decir, en continuación de 
estas intervenciones, lo siguiente. Indudablemente -y 
me dirijo al Grupo Parlamentario de la mayoría que sus- 
tenta al Gobierno y al sedor Granados- en cualquier 
sistema las leyes pueden ser duras, pem entiendo que no 
tienen que ser ridículas. Fundamentalmente digo esto 
porque el seaor Granados hacía una observación muy 
atinada, crela que iba a haber una serie de observaciones 
y de enmiendas a la segunda parte del número 1 de este 
artículo 21 de clauiura de los medios de difusi6n. Yo 
quiero adornar mi palabra con la ironla para que se en- 
tienda perfectamente este sentido del ridículo de las 
leyes. 

Después de una cláusula de tal dureza como la que 
aqul se está debatiendo en cuanto al cierre provisional 
del medio de difusión, al traer/aqul las incautaciones de 
los instrumentos del delito en el ámbito de la imprenta y 
de la radiodifusi6n, da la sensaci6n de que el redactor de 
esta parte final del artlculo 21.1 lleva muchos años sin 
pisar la redacción de un peri6dico o de una emisora de 
radio, o se están trayendo aqul viejos textos, ya añejos, 
de la legislaci6n del rdpimen anterior, en que lo precario 
de las instalaciones de los peri6dicos o de las emisoras de 
radio, la serie de rcquieltorr gubernativos que tenían que 

a 



COMISIONES 
- 6186 - 

5 DE SEPTIEMBRE DE 1984.-NUM. 202 

cumplir los vendedores de una multicopista o de un apa- 
rato emisor de radio, y asimismo los compradores, con la 
incautación de lo que se llamaba el instrumento que ha- 
bía servido para preparar o inducir el delito, confeccio- 
nar el comunicado, sustrayéndosele por incautación en 
la ocupación material de estos instrumentos del delito, se 
le quitaba también, sin el recurso del cierre, la posibili- 
dad de continuar. 

Este texto puede llevar a situaciones tan ridículas co- 
mo cuando se hace referencia a aquellos instrumentos 
que hubieran servido para preparar o confeccionar los 
comunicados, asi como para la emisión de la noticia res- 
pectiva. Sería esto, entonces, la realización del absurdo 
ridículo de que una autoridad, judicial en este caso, en- 
trase en la redacción de un periódico o de una emisora y 
tuviera que tener una discusión interna de si el comuni- 
cado se preparó o se confeccionó con la máquina aOlivet- 
ti., aUndenvdn  o aIBMa que existe en el despacho tal 
o cual, o aquello se emitió por el micrófono del estudio 
número 1, del estudio número 2 o de la sala de audición 
número 3. A estas alturas de la tecnología, de los tiempos 
y de la posibilidad que tiene cualquier centro para emitir 
y para comprarse un micrófono, setiores Diputados, raya 
en el más absurdo ridículo meter esto en una ley. Y las 
leyes que pueden tambibn -junto a su condición de du- 
reza y no tener la de ridículo- motivar cualquier discu- 
sión, cualquier debate, cualquier oposición a las mismas, 
lo que no pueden producir nunca en un sistema demo- 
crático es la risa. 

El senor PRESIDENTE: El seiior Ruiz Gallardón tiene 
la palabra. 

El señor RUIZ CALLARDON: Quiero plantear una 
cuestión que creo que va a desembwar en una posible 
enmienda transaccional que, sin merma de la claridad y 
de la excepcional, pero evidente dureza de este precepto, 
acerque las posiciones de los distintos grupos parlamen- 
tarios. 

A mi G ~ p o  y a mí, ciertamente, nos ha llamado la 
atención la alusión, que se ha hecho por los señores Viz- 
caya y Trias de Bes, a la circunstancia de que la petición 
fiscal obligue al juzgador. Inmediatamente. me he ido al 
texto de la Constitución (rememorando por otra parte lo 
dispuesto en la vieja Ley Orgánica del Poder Judicial de 
1870, que por cierto en este punto es reproducido por el 
proyecto de ley que ya conocemos, y que fue remitido en 
su día a las Cortes para informe por el Consejo General 
del Poder Judicial), y me encuentro con que en el articu- 
lo 117 de la Constitución se dicc que .El ejercicio de la 
potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgan- 
do y haciendo ejecutar lo juzgado, correspon de exclusi- 
vamente a los Juzgados y Tribunales.. Este principio de 
la atribución en exclusiva al juzgador del enjuiciamiento 
de la cuestión de acceder a la pretensión de la parte, de 
una o de otra parte, y de que se ejecute o no se ejecute 
esa pretensión de la parte, es el que me lleva a mantener 
que, evidentemente, estaríamos en un supuesto que roza- 
ría la inconstitucionolidad si la sola petición del Ministe- 

rio Fiscal, sin más, produjera, si bien temporalmente y 
por e l  dlo  espacio de tres días - e n  eso le &y la taaón al 
sctior Granados-, la obligatoriedad del Juez de acordar 
en una medida de este tipo. 

Conste que mi Grupo es extraordinariamente claro en 
este tema, y se manifiesta partidario de que cuando los 
delitos de terrorismo se cometan, como dice este artículo 
21, por determinados medios de la imprenta, no se está 
ejercitando la libertad de expresión que debe de ser pro- 
tegida también por los jueces, sino que se está incidiendo 
en contra de la misma. Siendo eso así, yo entiendo que ni 
es función del Ministerio Fiscal obligar al Juez, ni el Juez 
puede verse obligado por una simple petici6n más o me- 
nos fundada del Fiscal, 

Junto a este artículo 117.3, yo quisiera recordar tam- 
bién a mi ilustre compatiero señor Granados cuáles son 
las funciones del Ministerio Fiscal que especifica la Cons- 
titución, que no están en modo alguno encaminadas a 
obligar a los Jueces a que ejerciten su función jurisdic- 
cional en un determinado sentido. El Ministerio Fiscal, 
dicc el artículo 124, tiene por misión promover la acción 
de la justicia en defensa de la legalidad -promoverla- 
de los derechos de los ciudadanos y del interés público 
tutclado por la ley, así como velar por la independencia 
de los Tribunales. Difícilmente se vela por la indepen- 
dencia de los Tribunales cuando una simple petición del 
Ministcrio Fiscal obliga ya al propio Tribunal que la reci- 
be. 

Mas argumentos en favor de la enmienda iransaccional 
quc al final propondre. No parece lógico ni congruente 
que la petición de cierre hecha por el MinisiL*rio Fiscal en 
un otrosí de la querella produzca el efecto inmediato de 
que el Juez se vea obligado a ordenar dicho cierre y, sin 
embargo, sc diga en el propio precepto que rsi lo creyere 
procedente el Juez podrá, cuando se lo solicite el Ministe- 
rio Fiscal, ocupar materialmente los instrumentos del de- 
lito.. i A  qu6 esa diferencia de trato? Si se concede lo 
mas, concidase tambidn lo menos. Hay, ciertamente, 
errores graves en esta redaccioii del precepto. 

Pero voy más allá en algo que sin duda al setior Ban- 
drds le va a gustar, porque en la práctica se da. 

El señor BANDRES MOLET: Hasta ahora, me ha gus- 
tado mucho todo. 

El señor RUIZ CALLARDON: Muchas gracias, setior 
Bandrds. Es la primera vez que le oigo tales elogios. (Ri- 
sas.) 

iQub ocurrirá, setior Presidente, en los supuestos que 
estarnos contemplando? Ocurrirá lo siguiente: que no ha- 
bra Juez que admita la querella donde haya esa petición, 
porque &lo está obli8ado a acordar el cierre del medio 
de comunicacibn - c o m o  dice el inicio del artículo- ad- 
mitida la querella. Y vo, sinceramente, cuando un Juez 
no está de acuerdo con una consecuencia obligada que se 
le impone, lo que va a hacer es dejar de admitir la quere- 
lla, con lo que el interés público va a salir perjudicado. 

Crea, selior Granados y setiores del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, que una recta ordenación de loqw aquí se 
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pretende, que es, efectivamente, sancionar preventiva- 
mente y con medidas graves, pero judicializadas, las ac- 
tuaciones excepcionales también de comisión de delitos 
de terrorismo por medio de los instrumentos de la liber- 
tad de expresión, queda perfectamente salvaguardada si 
esa obligatoriedad no se impone por la simple petici6n, y 
se pone, en lugar de .acordarás, apodrá acordar., en 
atención a la excepcionalidad de la medida solicitada. 
Eso es toda, seiior Presidente. 

El seaor PRESIDENTE: El seaor Granados tiene la 
palabra en relación con la propuesta del Grupo Popular. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presidente, qui- 
siera primero hacer una referencia a las palabras que ha 
tenido a bien pronunciar ante la Comisión el señor Mar- 
dones, puesto que ha hecho repetida alusión al término 
*ridículo. como componente de este precepto, ya que ha 
sido una clara referencia a este artículo 21. Me estaba 
acordando de una vieja ankdota que se cuenta en mi 
pueblo manchego, Manzanares. respecto a una consulta 
que fue a hacer un agricultor iletrado a un abogado del 
lugar, exponiendo que había dejado una gavilla en el 
patio de su casa y que uno de los vecinos se quejaba de 
que le estorbaba el paso y le preguntaba al abogado si 
tenía o no obligación de quitar la gavilla. El abogado, 
que debía ser principiante, cogió el Cbdigo Civil y le dijo 
muy seguro al cliente: *Déjela usted donde está, puesto 
que el C6digo no prevé nada sobre gavillas.. Quiero decir 
con esto que la imputación de ridículo o no ridículo de 
un precepto, cuando está directamente relacionándolo 
con el ejemplo concreto de la máquina de escribir aun- 
derwoodm o .Hispano-Olivetti,, por ser española, es un 
problema que hay que dejar al juez; que no nos torture- 
mos la mente pensando qué va a decir tal Juez cuando se 
encuentre en la necesidad de acordar o no Id ipcautación 
de un supuesto instrumento de delito, que, a lo mejor, es 
una máquina de escribir o a lo mejor no lo es. 

Señor Mardones, anticipar aquí la casuística a que 
puede dar lugar la aplicación de esta ley, como si no 
tuviera ya bastante dificultad su propia formulación y su 
propia enmarcación dentro de los límites jurídicos que 
impone el respeto a la Constitución, es ganas de sacar los 
pies del tiesto, como se dice en lenguaje castellano. Va- 
mos a dejar al juez lo que es del juez, y vamos a dejar en 
la ley exclusivamente los principios que dice, que son 
suficientemente claros, sobre todo con esta alusión que 
se hace a los instrumentos del delito y a lo que, por no 
ser instrumento del delito, como es la empresa, va a dar 
origen, según el último párrafo del apartado 2 ,  al cierre 
del medio de difusión, pero no habla de incautación, que 
es lo que yo quería decir en la explicación que le ofrecía 
a la enmienda de nuestro compaiíero seiíor Trías de Bes. 

Respecto a las manifestacioneo que acabamos de escu- 
char del sehr Ruiz Gallardón, no puedo estar de acuer- 
do con las mismas como aficionado al Derecho. porque 
por la misma razón resultaría que la ley en $1 impone un 
freno y una obligacih a la libre facultad de decidir el 
Juez. Esto es algo absolutamente normal y es el principio 

del que emana la justicia. Es decir, nosotros estamos 
acostumbrados a ver con toda naturalidad lo que se Ila- 
ma justicia arrogada en el ámbito civil. En el ámbito 
penal parece que nos acordamos de que también existe 
una justicia arrogado; es decir, la parte pide la libertad 
de su cliente; el juez la acuerda; principio de justicia 
arrogada; también lo puede hacer de oficio, que es lo que 
aquí se dice, y no pasa nada. Cuando se dice: admitida la 
querella presentada por el ministerio fiscal ..., el juez, de 
oficio o a petición del propio ministerio, acordará ..., la 
diferencia que yo veo es que aquí hay un mandato impe- 
rativo; no es que pueda hacer o no hacer, sino que nece- 
sariamente lo hace, pero, efectivamente, si se dan las 
circunstancias; luego el juez tiene una salida muy fácil: 
como de oficio lo puede actuar, aunque pusiéramos todas 
las salvedades que S. S. pretendía adicionar aquí, siem- 
pre que se mantenga que el juez, de oficio, admitida la 
querella, puede hacerlo, resultaría que en la práctica no 
saldriamos de "la misma consecuencia que se trata de 
acotar con estas precisiones cuya necesidad no veo. Es 
decir, tanto por el principio de justicia arrogada, como 
por la libertad que de oficio tiene el juez de hacerlo, si 
estamos considerando esta posibilidad, que, repito, v a 
este argumento nadie me ha contestado, está copiada 
literalmente del artículo 216 (bis), a)  del Código Penal 
vigente, no entiendo por que sigue causando preocupa- 
ción, alarma e imputaciones de inconstitucionalidad, co- 
mo expresamente dice la enmienda 165, del Grupo Parla- 
mentario Vasco. 

En consecuencia, nos reiteramos en lo expuesto y nos 
vamos a oponer a estas enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Procede, pues, quc votemos. 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
(El  señor Ruiz Gallurdóu pide la palabra.) 

El señor RUIZ CALLARDON: Una simple consulta a la 
Presidencia, como cuestión de orden. Supongo que mi 
enmienda transaccional puede quedar viva para su dc- 
fensa en el Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Naturalrnentc 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. (El señor Castellano Cardalliugiwi pide lu pula- 
bra.) 

El seaor PRESIDENTE: 'Tiene la palabra el señor Cas- 
tellano. 

El seaor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Setior Pre- 
sidente, amparándome en un artículo que ha sido utiliza- 
do por el sedor Ruiz Gallardón en cuanto a la posibilidad 
de intervención de los Diputados en el debate, y sin que- 
rer en modo alguno entrar en la discusión de fondo de la 
filoroffa política de los preceptos, al haberse vertido cier- 
tas expresiones, ante las que a lo mejor el silencio de 
algunos podrfa interpretarse como acogimiento de las 
mismas -y me refiero concretamente a un tema muv 
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jurídico, quc es el suscitado por el señor Ruiz Gallardbn 
respecto de hasta qué punto una petici6n de una parte, el 
fiscal, puede llevar consigo la obligaci6n de cumplimien- 
to por el juez de una determinada medida y que ello 
pudiera atentar a la independencia del Poder Judicial-, 
sin enttar, ya digo, en el fondo de la ley, quiero recordar 
al señor Ruiz Gallardbn algunos supuestos. 

Primero, cuántas veces vemos en la ley que la petición 
de vista por una de las partes obliga a que se celebre; no 
queda al arbitrio judicial el celebrar o no vista y susti- 
tuirla por otro trámite. Segundo, en toda clase de proce- 
dimientos interdictales, como es el de obra ruinosa o el 
de obra nueva, la admisibn de la demanda supone de 
inmediato la paralizaci6n de la obra, porque es una me- 
dida de aseguramiento cautelar -igual que dice este 
precepto amedida excepcional de aseguramientoa- que, 
luego, en el posterior proceso interdictal, se ratifica o 
rectifica sin ningún desdoro de la independencia judicial 
ni la seguridad de las partes. Tercero, hay libertades pro- 
visionales para cuya concesibn se exige preceptivamente 
la conformidad del Ministerio Piiblico que representa el 
interés de la sociedad. 

Por lo tanto, está bien que se utilicen estos argumen- 
tos, pero que no quede jamás en el ambiente de la discu- 
sión que este precepto supone ninguna perversión jurldi- 
ca, porque está en la línea de la filosofía de las medidas 
de aseguramiento que se toman con urgencia y que luego 
el propio brgano que las toma tiene el propio procedi- 
miento para revisarlas. Y como sus afirmaciones, señor 
Ruiz Gallardbn, siempre acertadas y siempre hábiles, se 
esbozan de manera tal que quieren imputarle a la ley el 
cometimiento de ciertas atrocidades jurídicas, quería re- 
flejarle ciertos supuestos, que están en nuestra legisla- 
ción, que no hemos declarado inconstjtucionales después 
de la Constitución de 1978, en materia interdictal o en 
materia de libertades, y queetienen una analogía, porque 
tienen después la subsiguiente garantía del proceso en 
que se rectifican o ratifican. 

Nada más, senor hsidente. (El señor Ruiz Callardbn 
pide la palabra.) 

El seAor PRESIDENTE: Vamos a ver, porque el Regla- 
mento nos permite hablar a todos, pero uno detrás de 
otro, y, sobre todo, no a la mismos de’siempre. Es decir, 
yo no tengo ningún inconveniente en oír a los treinta y 
seis Diputados, pero por orden, y si siempre hablan los 
mismos, ya da igual presentar o no enmiendas a las 
leyes, porque luego todos hablan y se puede cambiar to- 
do con transacciones rin vocea o como sea. Por tanto, yo 
rogaría que cerráramos el debate en este artículo, y vuel- 
vo a decir que si hay alguien que quiera hablar, por 
favor, que levante la mano, y no vayamo- haciendo un 
rosario de peticiones de palabra al hilo de lo que ha 
manifestado el Diputado precedente. 

Habían solicitado la palabra el senor Vizcaya y el se- 
ñor Ruiz Gallardbn. LAlgÚn Diputado o Grupo Parlamen- 
tario más quiere hacer u00 de la palabra en relacibn con 
este precepto? fPuusa.) 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El Wor VIZCAYA RETANA: Muy brevemente, le agra- 
dezco la obscrvacibn, porque, si no, podria dar lugar a 
que cada vez que intervenga un Diputado, intervenga 
otro. Sin embargo, como yo he hablado de la interferen- 
cia del ministerio fiaca1 en la esfera de poder @e le co- 
rresponde al juez con carhcter exclusivo, como ha leído, 
el senor Ruiz Gallarddn y está en la Constituci6n, yo le 
quiero recordar al señor Castellano que los ejemplos que 
ha citado no constituyen precisamente un elemento para 
comparar con la gravedad y las características del 
proyecto de Ley Orgánica que estamos aqui contemplan- 
do. Que diga que es semejante a la interferencia que hace 
el fiscal en el ámbito del juez el hecho de que a petición 
de parte está obligado a celebrar vista, que es un trámite 
exclusivamente procesal, yo crco que no se puede mante- 
ner. Aquí estamos hablando de una medida tan grave 
que ni siquiera la contempla la Constituci6n m8s que a 
través de secuestros de publicacibn o a través de cierre, 
pero con sentencia firme. Por tanto, yo creo que los ejem- 
plos que ha traído a colaci61 el seilor Castellano son 
importantes, pero no guardan la más mínima relaci6n 
con lo que aqui estamos tratando de verdad. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el senor Ruiz 
Gallard6n. 

El sefior RUIZ GALLARDON: Voy a ser muy breve, 
pues no quiero entrar en discusiones jurídicas, que man- 
tendré, desde luego, fuera de este aula con mi distinguido 
compañero señor Castellano, porque me gusta mucho 
discutir sobre estos temas. Unicamente le quiero recor- 
dar que tan no obliga la petici6n fiscal el jugador, que 
hay un precepto -no me acuerdo exactamente del nú- 
mero, mi memoria no es tan feliz como para eso- en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, que es de la que esta- 
mos tratando, en el que llegado el momento de califica- 
cibn por parte de los distintos interesados, fiscal, acusa- 
dor y defensa, admite que el juzgador requiera, por si 
hubiera considerado mal los hechos imputados o la cali- 
ficación jurídica de los mismos, para que rectifique, sin 
que pueda interferirse para nada, y sin que obligue por 
otra parte esa calificacibn al propio tribunal, en una ins- 
tancia como en la instancia penal, en la que ciertamente 
rige el principio acusatorio; creo que es el articulo sete- 
cientos y pico, uno de los últimos, que se refieren al jui- 
cio oral. 

¿Qué se quiere decir con esto? Que siendo el principio 
acusatorio base y fundamento de toda la acci6n penal, 
exigiéndose para que w pueda pronunciar un tribunal 
penal que haya una acusacibn, sin embargo, ni siquiera 
la acusacibn puede obligar hasta el punto de que se vea 
el juzgador maniatado para seguir la norma, el camino, 
ni siquiera la indicacibn contenida por esa acusacibn. 
¿Qué se quiere, en definitiva, decir con todo esto? Todo 
aquello que pueda herir o vulnerar el principio de exclu- 
sividad de juzgar y ejecutar lo juzgado, vinculando la 
deciribn judicial a algo en lo que no puede ni siquiera 
entrar, como ocurre en el caso presente, a no ser que se 
admita la enmienda transaccional, es algo que interfiere 
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dentro de lo que son las facultades de exclusividad que el 
artículo 117 de la Constitución señala para los que for- 
man parte del Poder Judicial. (El señor Castdfano Carda- 
Uiaguet pide la palabra.) 

El sellor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Cas- 
tellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Con toda 
brevedad, señor Presidente; además, la intervenci6n del 
señor Ruiz Gallard6n es perfectamente aclaratoria del 
tema. ¿Quién ha discutido el principio de exclusividad en 
juzgar y ejecutar lo juzgado? No lo discute nadie. Aquí 
estamos discutiendo si la petición de una medida asegu- 
ratoria, que va pareja a una petición, obliga al juez. Y yo 
le digo, sefior Ruiz Gallardón, que este supuesto, sin 
perjuicio de que yo no quiero hacer una analogía entre 
procedimientos civiles y penales, y menos en una ley de 
esta gravedad, este supuesto, en virtud del cual una peti- 
ción del justiciable trae pareja la inmediata adopción de 
medidas cautelares, está suficientemente repetido en 
nuestra legislación. 

¿Concibe el señor Ruiz Gallard6n la admisi6n a trámi- 
te de un juicio ejecutivo que no vaya seguida del embar- 
go? ¿Concibe el señor Ruiz Gallard6n la admisión a trá- 
mite de una medida de aseguramiento de bienes litigio- 
sos que no lleve consigo la adopci6n de las medidas de 
aseguramiento? ¿Concibe el sefior Ruiz Gallard6n la ad- 
misi6n a trámite de lo que podríamos llamar un embar- 
go preventivo que no vaya seguido de la traba o embargo 
de los bienes? En el momento mismo en que el juez ad- 
mite la petición inicial tiene que tomar las medidas, y 
ahí no está ni juzgando, ni haciendo ejecutar lo juzgado; 
está admitiendo una petición precautoria que luego su 
propia decish,  al juzgar y ejecutar lo juzgado, ratificará 
o rectificará. Y este párrafo primero del artículo 21 le da 
a esta petición el carácter de medida excepcional, asegu- 
ratoria o precautoria, sujeta a posterior revisi6n. Es en la 
siguiente decisi6n donde se cumple el principio de exclu- 
sividad de juzgar y ejecutar lo juzgado. Y la petici6n del 
fiscal que pueda llevar aparejado el mandato imperativo 
de tomar esas medidas en modo a lgdo  supone atentado 
a la facultad del juez. Supone ni más ni menos que el 
acogimiento de otro principio constitucional muy claro y 
del que muchas veces nos olvidamos: el derecho a la 
tutela efectiva de la jurisdicci6n por parte de las peticio- 
nes de los ciudadanos, que luego, en el trámite ya ordina- 
rio del plenario o de la resolución, verán confirmadas o 
rechazadas sus peticiones. (El señor Ruiz Callardbn pide 
la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: No, ya no más intervenciones. 
Vamos a cerrar porque han hecho ustedes algo que está 
prohibido ya desde la Ley Villar Palasí, creo que es ala 
trinca,, ¿no? (Risas.) Está prohibida, y desde luego 
prohibida por la Ley de Reforma Universitaria. Esta Me- 
sa no es ri tribunal de las oposiciones, sino que son uste- 
des, con los votos, los que deciden; tampaco es un Juez 
Central de Instrucción, que en los casos planteados por el 

señor Castellano no tendría. más remedio que decirle que, 
admitida la peticih, tendría que dar lo que se ha señala- 
do. 

Vamos a proceder, pues, a las votaciones en relación 
con el artículo 2 1. 

Primero las enmiendas que proponen la supresi6n del 
artículo 21: número 13, del señor Vicens; 31, del setior 
RodrIguez Sahagún; 121, del señor Bandrés; 165, del 
G N ~ O  Vasco, y 238, del Grupo de la Minoría Catalana. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, t m ;  en contra, 16; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Sometemos a votación la enmienda número 89, del se- 
miendas de supresi6n. 

ñor Pérez Royo, de redacción distinta del artículo 21. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, uno; en contra, 16; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

Votamos la enmienda transaccional del Grupo Parla- 
da. 

mentario Popular al número primero del artículo 2 1. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, cuatro; en contra, 16; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 

Sometemos a votación, seguidamente, el artículo 21, 
transaccional. 

de conformidad con el informe de la Ponencia. 

Efcctuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos a 
favor, 16; en contra, tres; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
21. 

En relación con el artículo 22, admitida la enmienda Mímb22 
205, del Grupo Parlamentario Socialista, el informe de la 
Ponencia señala que, asimismo, se entienden admitidas 
la 217, del Grupo Popular, y la 240, del Grupo de la 
Minoría Catalana, esta última literalmente. Por tanto, 
continúan vivas la enmienda 32; del senor Rodríguez 
SahaNn; la número 90, del sefior Pérez Royo, y la 166, 
del Grupo Vasco. 

Salvo que los enmendantes digan otra cosa, el señor 
Vizcaya tiene la palabra, ya que es el único presente, en 
relación con su enmienda número 166, al artículo 22. 

El señor VIZCAYA RETANA: Gracias, senor Presidente. 
Mi Grupo, aun reconociendo la mejora sustancial que 

supuso la admisi6n de la enmienda del Grupo Socialista 
en fase de Ponencia, exigiendo la sentencia condenatoria 
para suprimir el derecho a scr elegido para la provisi6n 
de cualquier cargo de representación popular, lo que 
mantiene -y vuelvo a decir, reconociendo esa mejora 
sustancial- es que no basta un auto de procesamiento 
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para suspender a alguien en el cargo público que estuvie- 
se ostentando. Es decir. el cargo público puede ser un 
cargo de representación popular. Una cosa es que por 
sentencia se impida ser elegido para un cargo de repre- 
sentación popular, y otra cosa es que por auto de proce- 
samiento se suspenda en el ejercicio del cargo público 
que se estuviese ostentando. Porque, por ejemplo -e 
igual me asesoran mis c o m p a k m  socialistas-, un di- 
putado, ademas de ser un cargo de representación popu- 
lar, es un cargo público. Podría suceder que, simplemen- 
te con la admision de un auto de procesamiento, se sus- 
pendiese automáticamente el ejercicio del cargo de dipu- 
tado. Un cargo público, aunque tenga su origen en un 
acto de representación popular, sigue siendo un cargo 
público como el que tiene su origen en una designación, 
como puede ser un ministro. Yo entiendo que cargo pú- 
blico puede ser tanto el ministro como el diputado. Si 
buscásemos la interpretación exacta y la extensión de 
cargo público, podría estar de acuerdo con el articulo 22, 
pero me preocupa que en cargo público estén comprendi- 
dos, por ejemplo, un ministro, un diputado. En tanto en 
cuanto no se me aclare el alcance de cargo público, dis- 
tinto de función, me quedo muy preocupado y, por tanto, 
mantengo la enmienda a este artículo 22. 

El seilor PRESIDENTE: Turno en contra de esta en- 
mienda número 166. El seilor Berenguer tiene la palabra. 

El señor BERENCUER FUSTER: Gracias, señor Presi- 
dente, y agradeciendo igualmente al señor Vizcaya el re- 
conocimiento de la mejora - c r e o  que todos estamos de 
acuerdo con ello- que en virtud de la aceptación de la 
enmienda que en su día present6 el Grupo Parlamentario 
Socialista y también, directa o indirectamente, de otras 
enmiendas presentadas a este precepto, se ha producido 
en su redacción. 

El señor Vizcaya ha defendido exclusivamente, en la 
enmienda 166, que se incluya que la suspensión que se 
produce por el auto de procesamiento no afecte a las 
funciones O cargos públicos de elecciod popular. Ha plan- 
teado el tema de que le cabe la duda de si a un ministro 
le es aplicable este supuesto. Por supuesto, pero tanto si 
se aceptara la redacción que consta en el informe de la 
Ponencia como si se aceptara la redacción propuesta por 
el serior Vizcaya, porque hasta donde mi leal saber y 
entender puede alcanzar, el cargo de ministro no es un 
cargo de elección popular. Está claro que nos encontra- 
mos ante una consecuencia del auto de procesamiento; 
no de la admisión de la querella, sino del auto de proce- 
samiento. Y, como todas sus sehoorias saben, la adopción 
del auto de procesamiento lleva aparejada una serie de 
medidas aseguratorias, medidas isegur,;'.orias en su 
mayor parte mucho más graves que la suspensi6n del 
ejercicio de una funci6n o cargo público que estuviera 
ostentando, entre ellas la prisión provisional, en su caso. 
Por tanto, no vale la pena rasgamos las vestiduras por 
las consecuencias a que puede llevar la aplicación de este 
precepto, ya que en todo supuesto, dictar un auto de 
proesamiento - q u e  se exige, y es otra mejora que se ha 

introducido en el precepto, que ha de ser firme para que 
tenga estasconsecuencias- llevará aparejada en los su- 
puestos de esta ley casi en su totalidad la prisión provi- 
sional y, por tanto, el que lleve aparejada también la 
suspensi6n en la función o cargo público es perfectamen- 
te compatible, no vulnera n i n g h  precepto de la Consti- 
tución, no vulnera ningún principio jurídico si lo concep- 
tuamos como una medida de aseguramiento. como con- 
secuencia, digo, de un auto de procesamiento. 

Otra cosa es lo que estaba en el texto del proyecto, que 
ha quedado solucionado mediante la introducción del 
párrafo segundo por la adopción del texto propuesto por 
la enmienda socialista. 

En consecuencia, el que un procesado por alguno de 
los delitos de esta ley, que no olvidemos que son delitos 
de terrorismo o de rebeldía, M) pueda estar desempelian- 
do un cargo público, nosotros lo consideramos política- 
mente procedente y oportuno, y como jurídica y consti- 
tucionalmente na vemos inconveniente alguno para ello, 
proponemos mantener el texto del inbrme de la Ponen- 
cia y el voto en contra de las enmiendas que, defendidas 
o presentadas, se mantienen al precepto. 

El seilor PRESIDENTE: El sctior Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El seilor VIZCAYA RETANA: Seilor Presidente, yo me 
quedo con la misma perplejidad y duda que he expuesto 
al principio. Le pregunto al señm Berenguer, en nombre 
del Grupo Socialista: ¿El diputado es un cargo público, 
sí o no? iPara el Grupo Socialista el diputado es un cargo 
público? Porque al corresponder automáticamente la in- 
munidad tendría que pedirse el suplicatorio y no se le 
puede suspender en sus funciones. 

El selior PRESIDENTE: El artículo comienza dicien- 
do: *Firme un auto de procesamiento ... a. El diputado no 
podrla ser procesado sin previo suplicatorio. Suponiendo 
que el suplicatorio ya se haya dado, es cuando se podrá 
dictar un auto de procesamiento. 

Ahora pregunto al seaor Vizcaya: ¿Qué sucede, conce- 
dido un supkatorio. firme un auto de pracesamiento? 

El señor VIZCAYA RETANA: Lo que yo pregunto es si 
la expresión *cargo pÚbko. a que se refiere el artículo 
22, número 1 ,  se comprenden los Diputados o Senadores. 

El seilor PRESIDENTE: Tiene la palabra el setior Be- 
renguer. 

El serior BERENGUER FUSTER: Señor Presidente, es- 
taba recordando el texto del artículo 22. La intención de 
este Grupo Padamentario es referir la excepción que se 
contiene en el número 2 a todos los supuestos dci ortícu- 
lo 22; es decir, excluir de este supuesto lo que la Ley 
electord diga sobre los Diputados y Senadores. De todas 
formas quedan trámites ulteriores de esta Ley. Prcvisa- 
mente en la Ponencia se consideró admitida la enmienda 
217, del Grupo Parlamentario Popular, por estar incluida 
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en la 205, del Grupo Parlamentario Sodalista, que englo- 
baba los supuestos de inmunidad de los parlamentarios 
del Estado espahol. 

Por ello es por lo que ante este supuesto, ante las con- 
secuencias de un auto de procesamiento de un Diputado 
o de un Senador por los delitos incluidos en esta Ley, 
nuestro Grupo Parlamentario anuncia que reflexionará 
sobre las mismas, ya que era nuestra intenci6n que el 
último inciso del número segundo fuera referido a todo el 
artículo. 

De todas formas, pensemos que ésta es una cuesti6n 
que solamente discutimos a efectos de laboratorio, ya 
que tampoco sería tan grave que un Diputado o un Sena- 
dor que estuviera procesado por un delito de rebeli6n o 
de terrorismo fuera suspendido en el ejercicio de su re- 
presentacián popular, de la misma forma que pueden 
serlo, de acuerdo con el texto del proyecto, los concejales 
u otros cargos de representaci6n popular. 

El seMr PRESIDENTE: Queda pendiente el tema. N o  
se aceptará la enmienda en este momento. Se ha setiala- 
do que quedan trámites ulteriores en relaci6n con este 
punto. 

Tiene la palabra el sehor Vizcaya. 

El sehor VIZCAYA RETANA: Creo que estamos violan- 
do la Ley Electoral. Entre las causas de inelegibilidad, de 
incompatibilidad y aquellas por las cuales se puede cesar 
a un Diputado no está el auto de procesamiento; está la 
condena por sentencia firme, pero no el auto de procesa- 
miento. Si el Grupo Socialista entiende que en la expre- 
sión acargo público. están incluidos los Diputados y Se- 
nadores, estamos violando manifiestamente la Ley Elec- 
toral.'Además, como me argumentaba muy bien el sehor 
Ruiz Gallardbn, el articulo 119 del Código Penal dice: 
a Se considerará funcionario público. -por tanto, cargo 
público- ... todo el que por disposición inmediata de la 
Ley o por elecci6n ... . desempeiia funciones públicas. Mu- 
cho me temo que estemos incluyendo en acargo público. 
a los Diputados y Senadores de representacih popular, 
que por el mero hecho del procesemiento se les cesa en 
su actividad. 

El sehor PRESIDENTE: Yo  quisiera hacerles notar que 
el caso planteado por el senor Vizcaya es el siguiente: Se 
solicita por el Tribunal Supremo el suplicatorio respecto 
a un Diputado por tener abierta una causa en relaci6n 
con rebeli6n o con terrorismo. Esta Cámara concede el 
suplicatorio. Consecuentemente, se produce un auto de 
procesamiento y, posteriormente, un auto de prisi6n. La 
pregunta es: ¿No cabrán nunca autos de prisiones respec- 
to a Diputados o Senadores aunque concedamos el supli- 
catorio? Morlas,  parece un poco extraho. 

Efectivamente, si el señor Vizcaya rehala: quedará au- 
tomPticamente suspendido en el ejercicio del cargo pú- 
blico, por ejemplo, queda suspendido del derecho de 
asistencia a las sesiones, del derecho de voto, etcétera. 
Naturalmente, si w ha dictado un auto de prisi6n. jclaro 
que queda suspendido!, si no se ha dictado un auto de 

prisión, en principio está libre, aunque esté procesado. Si 
hay un auto de prisi6n sí queda suspendido, de lo contra- 
rio el suplicatorio no sirve para nada. 

N o  pienso s610 en estos delitos, sino en cualquier otro. 
Quitemos estos delitos, hablemos de un talón sin fondos. 
hablemos de un delito de circulaci6n. Hoy, con la legisla- 
ción vigente en la mano, dictado un auto de prisi6n con- 
tra un Diputado, concedido el suplicatorio, que ha sido 
procesado, jes que no ingresa en prisión? Naturalmente 
que ingresa en prisi6n con la legislaci6n vigente y,  I6gi- 
camente, queda suspendido de alguna manera al menos 
en el ejercicio del derecho de asistencia, del derecho de 
voto, etcétera. Yo lo decía a los efectos de que vieran el 
artículo 14 del Reglamento del Congreso, en el que se 
sehala la consecuencia del suplicatorio y que dice: a ... el 
Presidente del Congreso dará traslado del mismo a la 
autoridad judicial, advirtiéndole de la obligación de co- 
municar a la Cámara los autos y sentencias que se dicten 
y afecten personalmente al Diputado.. Parece que el Re- 
glamento no ha querido hacer otra previsión, pero Cse cs 
un tema de discusión abierto que, como está viva la en- 
mienda 166, del Grupo Vasco, el Grupo Socialista puede 
modificar o no, así como los demás Grupos en los poste- 
riores debates parlamentarios. 

Tiene la palabra el setior Berenguer. 

El seiior BERENGUER FUSTER: Yo creo que la objc- 
ci6n formulada por el setior Vizcaya podría resolverse en 
los términos anunciados por este Diputado anteriormen- 
te si el último inciso del actual númer o 2: del articulo 
22: u... sin perjuicio dc lo que la Ley electoral disponga 
para los Diputados y Senadores., se convirtiera en un 
número 3 que dijera: a ... lo dispuesto en los párrafos an- 
teriores se entiende sin perjuicio de lo que la Ley Electo- 
ral disponga para los Diputados y Senadores.. 

El seAor PRESIDENTE: En este momento, ¿lo dejamos 
como está? (Pausa.) Se somete a votación la enmienda 
166, del Grupo Vasco, v quedan pendientes trámites ulte- 
riores para reflexionar sobre el artículo 22. 

Sometemos a votación la enmienda 166, del Grupo 
Parlamentario Vasco, al artículo 22. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, tres; en contra, 15; abstenciones, tres. 

El sehor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
166, del Grupo Parlamentario Vasco. (€1 señor Ruiz Ga- 
llardón pide la palabra.) 

Tiene la palabra el sehor Ruiz Gallardbn. 

El sehor RUIZ GALWRDON: Para una cuestión de or- 
den de un minuto; ya he consultado con el G ~ p o  Parla- 
mentario Socialista y parece que estaría dispuesto a ac- 
ceder a mi petición. 

En este artículo 22 entiendo que debería alterarse el 
orden y que el número 2 debería ser el número 1 y que el 
número 1 deberfa ser el número 2, la razón es muy clara: 
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en 01 núns6m 2 se contempla ndn mls y nridi me- que 
el efecto del dwrcho de elacci6n, que a m h  amplio y 
más importante que el derecho de ejercicio de la función 
o cargo pilblico. p.ncC que UM buena técnica p-1 y 
normativa debe empezar par lo más importante y tenni- 
nar por lo menos importante. Lo he conrultado con e1 
señor hrenguer y, si no me equivoco, a U  conforme con 
ello. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el seiior Be- 
renguer. 

El señor BERENGWER FUSTER: Reconociendo la pa- 
ternidad de la pretensión, que pertenece indubitadamen- 
te al señor Ruiz Gallardb, quiero aiiodir que su pro- 
puerta contenía una regunda parte, que es lo relativa a h 
modificoci6n de la denominaci6n del artículo y que dije- 
ra: aSuspensi6n de derechos electorales y cargos públi- 
cos.. 

El señor RUIZ GALLARDON: Efectivamente, debería 
decir aSwpenri6n de denchoa electorales y cargos piibli- 
COSD en vez de aSuspensi6n de cargos ptiblicos y den- 
&OS ClCCtOralCSm. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. Con estas modifi- 
caciones, que no alteran el fondo del artículo 22, podría- 
mos wmater a votación el mismo, cuyo título diría: 
aSuspenri6n de d e d o s  electorales y cargos púbiicorm. 
El número 2 pasarla a ser el 1 y el número 1 p d a  a ser 
número 2. 

Sometemos a votaci6n el artículo 22, de conformidad 
con el texto ofrecido por la Ponencia. 

Efcctuada la wtacibn, dio el siguiente muft4do: wtos a 
favor, 18; en conm, &s; abstmcioncs, una. 

El aeñor PRESLDENTE: oucdo aprobado el artículo 
22, con estas c o m i m c a  introducidas. 

En el articulo 23 existen una8 enmiendas que solicitan 
la rupmibn: lo número 14, del señor Vicens; la 167, del 
Gmpo Vasco, y la 218, del Grupo Popular. 

Tiene la palabra el señor Vicens respecto de su enmien- 
da nilmem 14. 

MbJo25 

El señor VICENS Y CIRALT: Gracias, seíior Presiden- 
te. Efectivamente, mi enmienda 14 solicita la s u p d 6 n  
totd ¿o1 artfculo 23, porque esta Hipnriba de todor ler 
recurror a dispici6n del s08pcchom o inculpado por 
m a m a  de tumrirmo, con la snica excepción del de ape- 
lación a un rolo efecto e interpuesto en el p b  de veinti- 
cuatro horas, me puece que ea una infrrcci6n al princi- 
pio de iguaidad de los ciudaclanoa ante la ley del artfculo 
14 de la Comtituci6n. 

k r d e m o r  qw el artículo 14 de la Conrtitucibn no CI 

ninguno de los nuccptibla de ser suapendidor que figu- 
ran odoccrdor en lista en e1 artículo 55, que es el que 
excepciona los derecha constitucionales en COIOI deter- 
minados. 

Yo pienso que los pmuntoe terroristas deben ser trata- 
dos eon L. mima i d d a d ,  en tanto que son ciudadanos, 
a toda los o t m  dellncuenta, por odioror y graves que 
aean sus crímenes, dede el punto de vista de los dcre- 
ehoo que les competen. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Viz- 
caya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Yo c m  que este artículo 
sobra porque, en realidad, las normas sobre recurso8 
contra resoluciones del Instructor deben ser las que con- 
figura la ley general en esta materia pmcesal, que es la 
Ley de Procedimiento Crtminal. 

Precisamente, si nos damoa cuenta de que estamos to- 
cando un tema sumamente delicado, como puede ser la 
suspensión de derechos y libertades en es- cauaas y con 
atos supuestos, nrtringir las posiMlidrdes de control o 
de garantía que suponen los recursos, etcétera, creo que 
no sería bueno. Por tanto, mi Grupo lo que solicita es la 
supnribn para que quede vigente la Ley de Enjuicia- 
miento y se apliquen los recursoa normales, no con un 
ánimo, por supuesto, de dilatar la sustanciaci6n del pro- 
cedimiento, sino, al contrario, buscando mayores garan- 
tías, dado que precisamente es una ley que restringe es- 
tas garantías y estos derechos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El sefior Ruiz Gallard6n tiene 
la palabra. 

El señor RUIZ CALLARDON: Por los mismos argu- 
mentos dados por el señor Vizcaya. 

El súbr PRESIDENTE: Turno en contra. El señor Gra- 
nado0 tiene la palabra. 

El rel5w GRANADOS CALERO: Muchas gracias. Se 
plantea por parte de las señores anmendantea una cues- 
tión umbíén referida a las garmtían jurídico-procedes 
del inculpado, del procesada como conrecusncia de la 
comisión de uno de estos delitos contemplados en la ley y 
yo la verdad a que no veo que por limitar el recurso de 
apelacibn directamente y a un a010 efecto haya la menor 
merma o dirminucib de es tu  garantías. 

Vamos a uraltzarlo y a tratar de convencer a los seño- 
res enmendantes. 

recuc101, en definitiva, son los que w suprimen al 
decir e1 23 que IUJO ocupa que 8610 cabri contra loa autos 
y providencias del juez durante la inrtnicci6n, que esto 
u importante, otro r ecu r~  que el de apelaci6n directa- 
mente y a un 8010 efecto? PItCr se ati supridehdo el 
recuso de reforma, y se está suprimiendo como alterna- 
tivo ai rccurw) de queja, y hago esta matizocibn porque, 
n a t d m a i t e ,  el recurso de queja a alternativo del de 
apelacih, no a auphtorio o axnplementuio del mismo. 

Si se refieren enmcea a que se utl eliminando la 
poribiiídui de acudir al recurso de urrici6n, habría por 
quebrantamiento de forma en deteminados supuertos 
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de autos la posibilidad de un recurso de casaci6n por 
quebrantamiento de forma, luego, en definitiva, en la 
práctica lo habría. ¿Qué se está eliminando? ¿El recurso 
de reforma? Recordemos que en la modificaci6n última 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1967, referida al 
enjuiciamiento de los delitos urgentes o flagrantes, el re- 
curso de reforma se puede plantear simultáneamente con 
el de apelación, planteando éste de manera alternativa 
para el supuesto de que fuera desestimada la reforma 
presentada. 

En definitiva, no se está diciendo más aquí que lo que 
ya de hecho y de derecho está admitido en la práctica 
jurídico-penal. 

Pero es que en esto, además, hay que ver el verdadero 
propósito que nos guía, al Gobierno y al Grupo mayorita- 
rio que le apoya, al decir exactamente lo que dice este 
artículo 23, porque es que va en relación con lo que a 
continuación va a decir el artículo 24: normas de agiliza- 
ción del procedimiento. Esto se hace con la finalidad de 
que después se pueda cumlir exactamente lo que va a 
decir el párrafo 2 del artículo 24, que es que la sustancia- 
ción de las causas por los delitos indicados en esta ley 
tendrá preferencia y en ningún caso excederá de sesenta 
días el plazo transcurrido entre el auto de procesamiento 
y la celebraci6n de la vista del juicio oral. 

Si lo que queremos es agilizar estas causas, aminorar 
al máximo las consecuencias de ciertas limitaciones do- 
lorosas de determinados derechos personales reconocidos 
por la Constitución y evitar, en definitiva, el mayor daño 
posible al justiciable, tiene que ir una cosa con otra, tie- 
ne que abreviarse la posibilidad de contemplar el abuso 
procesal que muchas veces se da en la práctica, sobre 
todo en este tipo de procesos en que cabe la posibilidad 
de que se personen distintos encausados, cada uno repre- 
sentado por un procurador y defendido por un letrado, 
con lo cual hay que ir sumando plazos sucesivos a todos 
ellos y que, por un mal entendido derecho de usar de 
otros recursos que, en definitiva vemos que no son tales, 
al final resulta que una causa de éstas pueda tardar en 
fallarse un afio o dos anos. 

Esto es lo que se pretende, y yo creo que si los señores 
enmendantes comprenden las razones que acabo de ex- 
poner y las valoran incluso hasta podrian retirar sus en- 
miendas. Nuestro Grupo, desde luego, se va a oponer a 
las mismas. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación las en- 
miendas mantenidas, todas ellas de supresi6n del artícu- 
lo 23, que pueden votarse conjuntamente. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, cinco; en contra, 16. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de supresi6n, y entiendo que consiguientemente 
aprobado el artículo 23, que no tenía mAs que la supre- 
si6n. Los que han votado en contra de la supresih se 
entiende que votan a favor del texto del artículo 23. 

Artículo 24. (El seitor Berenguer Fuster pi& la palabra.) 
Tiene la palabra el señor Berenguer. 

Mlaib 24 

El señor BERENGUER FUSTER: Quizá me haya ade- 
lantado a pedir la palabra antes de que el señor Presiden- 
te anunciara que el artículo 24 no tiene enmiendas. Pero 
ocurre, y mi compañero seiior Granados acaba de hacer 
mención de ello, que el plazo de sesenta días desde el 
auto de procesamiento hasta la celebración de la vista 
del juicio oral todos sabemos que es prácticamente impo- 
sible que se cumpla, y si ayudamos a acercar las leyes a 
la realidad quizá sea conveniente, si los demás Grupos 
Parlamentarios no tienen inconveniente, ampliar este 
plazo a noventa días, en que, por lo menos, hay treinta 
días más de posibilidad de que el plazo señalado por la 
ley pueda ser cumplido en realidad. 

Insisto, no existe ninguna enmienda al respecto, noso- 
tros no presentamos en su día ninguna enmienda, ningún 
otro Grupo Parlamentario lo hizo y es en estos momentos 
cuando se nos ocurre esta pretensión que, de no tener 
inconveniente el resto de los Grupos Parlamentarios, pro- 
pondríamos a la Mesa. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna observación en rela- 
ción con esta propuesta? (Pausa.) Tiene la palabra el se- 
ñor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Conforme, señor Presi- 
dente, pero sin ninguna fe de que tampoco se cumplan 
los noventa días. 

El señor PRESIDENTE: Todo plazo está hecho para 
que se incumpla, excepto algunos, pero la mayoría están 
hechos para que se incumplan. (Risas.) 

Si no tienen inconveniente, someteríamos el artículo 
24, que no tiene enmiendas, a votación, sustituyendo la 
expresión rsesentan por la expresión anoventan. 

Sometemos a votación el artículo 24. 

Efectuada la voiacibn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 19: en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
24. 

Artlculo 25. En relacibn con este artículo, la Ponencia 
introdujo algunas modificaciones, a la vista de las en- 
miendas planteadas. Según me consta, solamente queda- 
ría viva la enmienda número 92, del seiior Pérez Royo, 
puesto que me hizo llegar la voluntad de retirar la en- 
mienda número 93. 

¿Están de acuerdo? (Pausa.) ¿No mantiene enmiendas 
ningún Grupo? (El seaor Ruiz Gallarddn pide la palabra.) 

Tiene la palabra el seiior Ruiz Callard6n. 

ARlaibz 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, estaba 
viva la 219, del C N ~ O  Parlamentario Popular, pero la 
retiramos en este momento. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias. Está retirada tam- 
bién la enmienda de Minoría Catalana; la enmienda 168, 
del Grupo Vasco, se entiende admitida por la Ponencia, y 
quedan exclusivamente las enmiendas números 33, del 
señor Rodríguez Sahaqrin, y 92, del señor Péru Royo, 
que sometemos a votación. 

Efectuado lo votación, dio el siguiente multado: votos a 
favor, dos; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del señor RodrIguez Sahagún y del señor Pérez 
Royo al artículo 25. 

k e d e m o s  a votar el artículo 25, en su totalidad, con- 
forme al informe de la Ponencia. 

Efectuada lo votación, dio d siguiente multado: votos a 
favor, 18; en contra, uno; abstenciones, una. 

El sedor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 
25. 

En relacibn con el artículo 26, también el informe de la 
Ponencia, a la vista de las enmiendas planteadas, dio una 
nueva redacci6n, y entiendo, en consecuencia, que que- 
daría viva exclusivamente la enmienda número 94, del 
señor Pérez Royo. 

Mlaib a 

El señor Ruiz Gallardbn tiene la palabra. 
El señor RUIZ GALLARDON: Es una observaci6n que 

evidentemente no tiene que ver con la enmienda que, en 
su caso, qued6 asumida en parte, pero que considero que 
es oportuno someterla al estudio de la Comisi6n, y es que 
volvemos otra vez a la disparidad entre el tftulo del artf- 
culo y el contenido del mismo. El tftulo dice: aIndemni- 
zaciones a terceros*, que tiene una rignificaci6n jurídica 
muy precisa, y luego el contenido dice: .Serán indemni- 
zables por el Estado los dan00 y perjuicios que se causa- 
rcn a personas no responsables (que pueden no ser terce- 
ros), como consecuencia o con ocasión del esclarecimien- 
to o represi6n de las acciones a que se nfiere la priesente 
leym. 

Mi sugerencia es suprimir la palabra a a  tercero. y 
dejar el título simplemente diciendo: aíndemnizacio- 
nesm. No se varía el texto y, sin embargo, se adecua. 

El sedor PRESIDENTE: El setior Berenguer tiene la 
palabra. 

El sedor BERENGUER FUSTER: Como con alguna 
frecuencia, a ta  tarde, que no en todas, el señor Ruiz 
Gallardón tiene razón a juicio de este Grupo. Lo que 
ocum ea que no basta con decir aindemni.zacionesm, 
puesto que también las indemnizacioner se tiatan en el 
artículo 25; es decir, indemnizadones a víctimas del te- 
riwirmo. Por tanto, habría que decir aotraa indemniu- 
cionesm, o aindemniuciona a personas no mponsa- 
bless. 

El señor PRESIDENTE: El oeiku Ruiz Gallu¿6n tiene 
la palabra. 

El seeilor RUIZ CALLARDON: O decir:  danos y 
perjuicios indemnizabless, porque es lo que dice. 

El sefior PRESIDENTE: Podríamos dejarlo en aotras 
indemnizacioness. 

El señor RUIZ CALLARDON: Conforme. 

El oefior PRESIDENTE: Entonces, podríamos votar el 
artfculo 26, que no tiene enmiendas, con la correcci6n de 
que el título did:  .Otras indemnizacionesm. 

Efccricada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El oefior PRESIDENTE: Queda aprobado el artfculo 
26. 

La enmienda 94, del señor Pérez Royo, propone la adi- 
ci6n de un nuevo artículo 26 bis. La sometemos a vota- 
ci6n. 

Efectuada la votación, fue nchatnda por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE; Queda rechazada la enmienda 
94, del oedor Pérez Royo. 

Pasamos a la Disposidn derogatoria, en la que ha sido- 
retirada la enmienda número 15, del seiior Vicens, y, por- 
tanto, se mantiene la 34, del señor RoMguez Sahagún, y 
la 170, del Gmpo Parlamentario Vasco. 

El selior Vizcaya tiene la palabra. 

El senor VIZCAYA RETANA: Sedor Presidente, mi en- 
mienda únicamente pretende la extensi6n de la derogato- 
ria al R u l  Decreteley 3/77, de 4 de enero, por el que se 
creaban loa Juzgados Centrales de Imuucci6n y la Au- 
diencia Nacional. Esto er coherente con la posici6n que 
yo he mantenido a lo largo de este texto y a lo largo de 
otros proyector de ley y, por tanto, aunque sé que el 
momento no ea qu id  el más oportuno, porque tenemos 
en ciernes el proyecto de ley orgánica del Poder Judicial, 
por coherencia mantengo la enmienda. Muchas gracias, 
scfior Pnridente. 

El seeilor PRESIDENTE: El oellor Berenguer tiene la 
palabra. 

El seiior BERENGUER PUSTER: A lo largo de toda la 
ley hemor mantenido la competencia de los Juzgados 
Centrales de Inrtnicción y la Audiencia Nacional, en su 
caso. Por tanto, seria una incongruencia por nuertra par- 
te votar a favor de la enmienda y, por supuesto, no lo 
vamos a hacer. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos en primer lugar a 
votación la enmienda número 34, del señor Rodríguez 
Sahagin, que propone la supnri6n de toda la dirposi- 
ci6n derogatoria que figura en el informe de la Ponencia. 

Efagtucrdcr lo votación, dio el siguiente multado: votos a 
favor,. 20; abslmciones, una. 
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El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Podemos votar la Disposici6n demgatoria que figura 

en el informe de la Ponencia, puerto que el señor Vizcaya 
lo que propone es otra dispo8ici6n derogatoria. 

Efectuada la wtacibn, dio d siguiente multado: wtos a 
fawr, 19; abstenciones, una. 

El sefior PRESIDENTE: Queda aprobada la disposi- 
ción derogatoria. 

Se somete a votaci6n la enmienda 170, del señor Viz- 
caya, Grupo Parlamentario Vasco (PNV), de nueva dispo- 
sición derogatoria. 

Efectuada. la wtacibn, dio el siguiente multado: wtos a 
fawr, uno; en contra, 19. 

El seiior PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
170, del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

La disposici6n final primera no tiene enmiendas. Pode- 
mos votarla junto con la disposición final tercera, que 
tampoco tiene enmiendas, puesto que la enmienda 171, 
del Grupo Parlarnentairo Vasco, es de adici6n de una 
nueva disposición final. 

Sometemos, pues, a votación, las disposiciones finales 
primera y tercera, de conformidad con el informe de la 
Ponencia. 

Efectuada la wtacibn, fueron aprobadas por unanimi- 
dad. 

El sefior PRESIDENTE: Quedan aprobadas. 
En relación con la disposición final segunda, se man- 

tiene la enmienda 172, del Grupo Parlamentario Vasco. 
El sefior Vizcaya tiene la palabra. 

El sefior VIZCAYA RETANA: Gracias, sefior Presidente. 
Desde ahora la transformo o la modifico como enmienda 
ain VWCD a la hora de fijar la vigencia temporal. 

Mi enmienda solicita que toda la ley orgánica tenga un 
vigencia temporal, y lo que hace es, en vez de solicitar 
tres meses, poner dos años. Por ello, modificaría el párra- 
fo primero de mi enmienda diciendo: *Lo previsto en la 
presente ley orgánica tendrá un vigencia temporal de dos 
años.. Y despues: .Transcurrido dicho plazo, las cortes 
Generales, por mayoría absoluta de cada una de sus Cá- 
maras, podrá prorrogar por plazos máximos de otros dos 
años cada vez la vigencia de la pruente ley.. 

Lo que no entiendo, seiior miden te ,  a la hora de de- 
fender mi enmienda y, por tanto, intentar modificar el 
texto del proyecto, es por qué o con qué justificaci6n la 
dispocición final segunda del proyecto de ley o-a ca- 
rácter temporal a los artículos 4P, 5P, 6P, 20 y 22, y deja 
otms (que solamente errt in justificados en la existencia 
de una banda temrista, o en actividades de rebelibn, 
etcétera) tan grave como son todos los que hemos visto, 
por ejemplo, a lo lago del debate, tanto de hoy como dc 
otras jornadas: el campo de las incornunicaciones, de los 

registros domiciliarios, de las observaciones postales, de 
la clausura de medios de difusih, etcétera. 

Es decir, no creo que aea bueno para un ordenamiento 
democrático como el nuestro tener en el reno del mismo 
una Ley excepcional como Cata, nalvo que a juicio del 
legislador la actividad terrorista o de la rebeli6n lo justi- 
fique. Aun manifestando mi oposici6n al proyecto de ley, 
entiendo que el Estado, el sistema democrático, se de- 
fienda del atentado terrorista, de la rebelibn que supone 
al propio sistema. Lo que no entiendo es que lo haga 
permanentemente, exista o no ese atentado. Es decir, una 
cosa es el c6digo Penal, donde ya existen muchas figuras 
tipo que pudieran incluso aplicarse a acciones esporádi- 
cas, pero una Ley especial, una Ley de este talante yo 
creo que no es prestigioso para nuestra democracia te- 
nerla permanentemente. S610 cuando se justifique. Y por 
eso mi Grupo solicita que el carácter temporal de la mis- 
ma afecte a toda ella y no solamente a estos tres o cuatro 
artfculos. 

Gracias, señor Residente. 

El seiior PRESIDENTE: Para turno en contra, el sefior 
Berenguer tiene la palabra. 

El sefior BERENGUER FUSTER: Gracias, señor Resi- 
dente. Para solicitar una aclaraci6n con carácter previo, 
ya que se contiene en el informe de la Ponencia -lo 
hemos votado hoy y, por lo tanto, se incorporará al dicta- 
men de la Comisi6n- un nuevo artículo, señalado provi- 
sionalmente con el número 20 bis, que trae causa de una 
enmienda del Grupo Popular referida en su momento al 
artfculo 5.0, si  bien la Ponencia estimó, con buen criterio, 
que debía formar parte del Capítulo 111. 

Bien. Nosotros creemos que precisamente por ser parte 
integrante inicial de este artículo 5.0, referido al mismo 
tema, este artículo 20 bis debe tener la misma vigencia 
temporal. 

El sefior PRESIDENTE: Yo creo que es un olvido de la 
Ponencia, que, por tanto, en la lista de la disposici6n 
final segunda hay que aiiadir: artículo 20 y artículo 20 
bis y 22 de la presente Ley Orgánica. ' 

El sefior Berenguer tiene la palabra. 

El señor BERENGUER FUSTER: Pmguntaba el sefior 
Vizcaya por las razones por las que solamente estos pre- 
ceptos tenían una vigencia temporal. Para nosotros, se- 
ñor Presidente, está muy claro. Esta Ley refunde una 
serie de preceptos contenidos en la legislaci6n dictada 
con anterioridad, modificúndolos, en su caso, para la lu- 
cha contra el tmorismo y la nbeli6n, preceptos que eran 
de carácter penal y que no tenían una temporalidad tpl y 
como exige ahora el serbr Vizcaya. Si los preceptos de 
carácter penal contenidas en esta Ley tuvieran solamente 
carácter temporal, precisamente por el principio de re- 
troactividad de la Lcy penal mis benigna, transcurrido 
el plazo de dos aiíos que nos propone ahora el s e h r  
Vizcaya, si estoa preceptos dwrpucciemn, a todos los 
que hubieran sido condenados durante el tiempo de vi- 



- 6196 - 
COMISIONES 5 DE SEPTiEMBRE DE 1984.-NO~. 202 

gencia de esta Ley se les tendría que revisar la pena, ya 
que no podrían serles aplicados estos preceptos, y que 
incluso habiendo quedado derogados aquellos de los que 
trafan causa, tenían que ser en algunos casos puestos en 
libertad, ya que si no se prorrogara la vigencia de la Ley, 
en esos casos, los delincuentes no serían tales delincuen- 
tes, puesto que podrta darse el caso de que hubieran 
,cometido algún delito que, transcumda la vigencia de 
esta Ley, no fuera tal delito. 

Por lo tanto, solamente algunos de los preceptos excep- 
cionales establecidos en esta Ley consideramos que de- 
ben tener esta vigencia de dos aiios. es decir, aquellos 
que están recogidos en estos preceptos, y no los otros 
que, como digo, traen causa de leyes que no tenian carác- 
ter de temporalidad, como lo va a tener ésta y, en conse- 
cuencia, es bueno que tengan el carácter de permanencia 
que la redaccl6n de la disposici6n final segunda les con- 
cede. 

El señor PRESIDENTE: Vamos, pues, a someter a vo- 
tación la enmienda 170, del Grupo Parlamentario Vasco, 
PNV. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, uno; en contra, 18; abstenciones, una. 

El seiíor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
170. 

Sometemos a votaci6n el texto de la disposición final 
segunda, una vez corregido el que debe figurar también 
la referencia al artículo 20 bis actual. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 18; en contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la disposi- 
ción final segunda. 

Por último queda pendiente la enmienda número 171, 
del Grupo Parlamentario Vasco, proponiendo una nueva 
disposici6n final. El seiior Vizcaya tiene la palabra. 

El seiior VIZCAYA RETANA: Se entiende en sus pro- 
pios términos: voy a ahorrar a SS. SS. la explicación de 
la misma, y, simplemente, voy a darle lectura: *Las nor- 
mas de naturaleza procesal de la presente Ley Orgánica 
y en todo caso las referidas a la libertad condicional, 
redenci6n de penas por el trabajo, prisi6n y libertad pro- 
visional, no se aplicarán cuando los delitos a que se refie- 
re la presente Ley se hubiesen producido con anteriori- 
dad a su entrada en vigor.. Se trata de evitar la aplica- 
ci6n retroactiva de la Ley para estos supuestos de carác- 
ter procesal. 

El aeíior PRESIDENTE: El seiior Berenguer tiene la 
palabra. 

El seiior BERENGUER PUSTER: Gracias, seiior Presi- 
dente. La aceptaci6n de esta enmienda llevaría una serie 
de consecuencias no queridas por nuestro Grupo. En pri- 

mer lugar, sugiera al Grupo Parlamentario Vasco que la 
modifique y suprima de la misma aquellas referencias a 
la libertad condicional y redención de penas por el tra- 
bajo, ya que, si no recuerdo mal, las normas específicas 
para los delitos presididos por esta Ley estaban conteni- 
das, como digo, en el artículo 7: que el propio informe 
de la Ponencia ha suprimido o rectificado en anteriores 
sesiones de esta Comisi6n. Entonces quedaría la referen- 
cia exclusivamente a la prisi6n y libertad condicional. 

Bien. Nosotros, posiblemente, estuviéramos en disposi- 
ción de poder aceptar una enmienda transaccional -y 
en su caso así la formularíamos en el Pleno-, en la que 
se dijera que a las normas referidas a la prisi6n y liber- 
tad provisional de los delitos cometidos con anterioridad 
a la entrada en vigor de esta Ley no se aplicarán los 
preceptos contenidos en la misma. Ocurre que si se acep- 
tan los términos de la enmienda del Grupo Vasco, al 
haberse derogado anteriormente los preceptos de los que 
traían causa, concretamente los artículos 5.” y 6.” del 
Real Decreto-Ley 311979, ocurriría que para estos delitos 
cometidos con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
Ley no se podrían aplicar los preceptos del ya derogado 
Real Decreto-Ley 311979, sino exclusivamente los de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y tampoco se podrían 
aplicar los de esta Ley. 

Por ello manifestamos al Grupo proponente que si rea- 
lizase para el Pleno una modificación que previera las 
consecuencias que nosotros hemos anunciado y que no 
queremos que se produzcan, quizá estuviéramos en dis- 
posición de votar favorablemente la misma. 

El seiior PRESIDENTE: Sometemos, pues, a votación 
la enmienda número 171, del Grupo Parlamentario Vas- 
co, de una nueva disposición final. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, uno; en contra, 18; abstenciones, una. 

Con esto hemos concluido el dictamen del proyecto de 
Ley Orgánica contra la actuaci6n de bandas armadas y 
elementos terroristas y de desarrollo del artículo 55.2 de 
la Constituci6n. 

Recuerdo a los Grupos Parlamentarios que tienen cua- 
renta y ocho horas para el mantenimiento de las enmien- 
das que habiendo sido defendidas y votadas aqul no han 
sido incorporadas al dictamen, plazo, por tanto, que 
comprende maiíana y pasado (jueves y viernes) hasta las 
ocho de la tarde. 

El texto no tiene exposici6n de motivos. No queda pen- 
diente nada. 

La previsión que la Junta de Portavoces hizo en rela- 
ci6n con esta Ley es que se incluyera en el orden del dfa 
del Pleno que comienza el día 18 de este mes. Natural- 
mente, como delante en el orden del día hay una serie de 
debates de totalidad, la primera Ley, el primer dictamen 
de Comisi6n sería eSte. Lo que ya no podemos prever, ni 
la Junta de Portavoces ni nadie, es la locuacidad mayor o 
menor en relaci6n con los otros temas, pero está en el 
orden del día de la sesi6n. 
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La Comisión será informada de qué sucede en relación 
con la proposicibn de ley tomada en consideración del 
recurso previo, y salvo esa información esta Comisión no 
tiene en cartera en este momento otros temas, salvo que 
a SS. SS. se les Ocurra alguna previsión. 

Tiene la palabra el seíior Ruiz Gallardón. 

El sedor RUIZ CALLARDON: Para rogar, si fuera posi- 
ble, a los servicios de la Cámara -a quienes todos agra- 
decemos su trabajo, y sé que lo hacen con la máxima 
diligencia y eficacia-, que, puesto que puede entrar en 
el Pleno del día 1 8  la discusión de este proyecto de ley, 
estuviera terminada cuanto antes la publicación de los 
debates que hemos mantenido en Comisión, al objeto de 
que pueda servir de guión a los distintos enmendantes en 
el Pleno sus distintas intervenciones. 

El señor PRESIDENTE: En lo que depende del señor 
Letrado que nos asiste, sé que, posiblemente, mañana 
puedan disponer SS. SS. del texto del dictamen, aunque 
sea en borrador, como lo venimos recibiendo hasta aho- 
ra. En la Comisión figurarán, a partir del viernes a las 
ocho de la tarde, las enmiendas que se mantienen por el 
resto de los Grupos. Todos los Diputados tienen acceso a 
los servicios de Comisión y el lunes próximo tendrán allí 
el texto. Podrán consultar todas las enmiendas que se 
mantienen para el Pleno y confeccionarse cada uno todo 
el material a partir del lunes 10. 

Se levanta la sesión. 

Eran las siete y treinta y cinco minutos de la tarde. 
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